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I. ASISTENCIA
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Correa De la Cerda, Sergio

Cristi Marfil, María Angélica

Chadwick Piñera, Andrés
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Saa Díaz, María Antonieta

Sabag Castillo, Hosain
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Zambrano Opazo, Héctor

 

-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los

Diputados señores Jaime Orpis y Eugenio Tuma.

 

-Asistieron, además, los Ministros: del Interior,

señor Carlos Figueroa; de la Secretaría General de

Gobierno, señor José Joaquín Brunner; de la Secretaría

General de la Presidencia, señor Genaro Arriagada, y el

Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la

Producción, señor Felipe Sandoval.

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 10.43 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

11ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 12ª se encuentra a disposición de

los señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se va a dar lectura a

la Cuenta.

 

-El señor ZÚÑIGA (Prosecretario) da lectura a los

documentos recibidos en la Secretaría.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Montes.

 

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero hacer una

consulta sobre una materia que no está incluida en la

Cuenta. Me refiero al tema del apoyo legislativo.

Hace mucho tiempo que estamos hablando de que debe

hacerse una reorganización del sistema de Secretaría. El

presupuesto del Parlamento para este año incluye recursos

para la asesoría externa. Estamos en la mitad del año y

hasta el momento no se ha implementado ni la reorganización

del sistema de Secretaría, ni tampoco se ha sabido de la

asesoría externa.

Consulto a la Mesa qué está ocurriendo en esta materia

y solicito que, en el más breve plazo, tengamos un

itinerario para tomar decisiones al respecto, el cual

podría incluir una sesión de Sala para debatir el asunto.

El apoyo legislativo es bajo, malo y en muchos

proyectos hemos dependido de factores ajenos a nuestra

capacidad de análisis.

He dicho.

 

-o-

 

COMISIÓN ESPECIAL PARA ESTUDIO DE PROYECTO SOBRE MERCOSUR.

Acuerdo de los Comités

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Informo a la Sala que,

en previsión de que probablemente hoy o mañana llegará a la

Cámara el proyecto de acuerdo sobre el Mercosur, los

Comités parlamentarios han resuelto que sea visto por una

Comisión Especial creada para este efecto, la cual tendrá,

como permanentes, trece integrantes. Naturalmente, si su

contenido lo amerita, además, será enviado a la Comisión de

Hacienda.

Ese es el procedimiento que seguiremos.

 

Tiene la palabra el Diputado señor Dupré.

 

El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, me parece que no

corresponde que el proyecto pase a la comisión de Hacienda,

porque la especial en este caso se crea precisamente para

obviar el trámite de la comisión técnica que, para estos

efectos, sería la de Relaciones Exteriores, y, en su caso,

el de la de Hacienda.

 

El señor SOTA.- ¡No!

 

El señor DUPRÉ.- De otra manera, cualquiera comisión

técnica tendría derecho a plantearlo.

El señor Sota podrá decir "no" treinta veces, pero ese

es mi punto de vista en la materia.

He dicho.

El señor SOTA.- Señor Presidente, el Diputado señor

Dupré no conoce el Reglamento.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El Diputado señor

Dupré tiene razón en que, de no mediar la Comisión

Especial, habría sido enviado a la de Relaciones

Exteriores. Sin embargo, como el proyecto tiene muchas

implicancias para la economía nacional, muchos integrantes

de la Comisión de Economía están interesados en tratarlo y

como, además, tiene efectos en varios sectores productivos,

también quieren conocerlo los de las Comisiones de Minería,

Agricultura y Obras Públicas.

Por esa razón, entendiendo que la Comisión técnica

correspondiente es la de Relaciones Exteriores y que el

plazo es no mayor de treinta días -tanto por la urgencia

como por las condiciones externas-, se resolvió, para

prever esta situación, crear una comisión especial.

Ahora bien, respecto de la intervención de la Comisión

de Hacienda, la Mesa va a estudiar en detalle la situación

cuando conozca el texto, para evitar que incurramos en

situaciones que, reglamentariamente, podrían dilatar el

despacho del proyecto. Es un tema que conversaremos con los

integrantes de las respectivas Comisiones para afinar un

criterio. Entendemos que el trámite esencial se hará en la

Comisión que se creará para este efecto, sin perjuicio de

las facultades reglamentarias de la Comisión de Hacienda;

pero primero debemos analizar el proyecto para tomar una

determinación.

Tiene la palabra el Diputado señor Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, dado que no

tenemos mucho plazo y que muchos parlamentarios tienen

interés en participar, sean o no miembros de la Comisión

Especial que se constituya para estos efectos, y que es

obvio que en un proyecto de esta naturaleza que,

principalmente, reduce aranceles, lo lógico y acertado es

que se envíe a la Comisión de Hacienda y que implementemos

un esquema de trabajo para que participen todos los

parlamentarios que tengan interés. ¿Cuál es el sentido de

hacer un trabajo doble, si todos sabemos que

obligatoriamente deberá pasar por dicha Comisión? Lo único

no eliminable es ese trámite.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Como puede apreciarse,

hay diversas opiniones sobre el tema. Por eso, los Comités

han tratado de conjugarlas adoptando una resolución al

respecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Ribera.

 

El señor RIBERA.- Señor Presidente, tenemos poco

tiempo para tratar materias internacionales, pero es debido

a que el tratado no ha sido enviado a la Cámara. Si

seguimos con esta tendencia, puede ser que ya no tengamos

treinta días, sino menos. No es entendible tanta demora;

parece que el correo de La Moneda aún no funciona.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, esa no

es materia de la Cuenta de hoy.

 

-o-

 

 

V. FÁCIL DESPACHO

 

COMPLEMENTACIÓN DE BENEFICIO A PADRES TRABAJADORES. Primer

trámite constitucional.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Fácil Despacho,

corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional, del

proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para

conceder derechos a los padres trabajadores en casos

determinados.

Diputado informante de la Comisión de Trabajo y

Seguridad Social es el señor Gabriel Ascencio.

 

Antecedentes:

-Mensaje del Ejecutivo, boletín Nº 1831-13, sesión

63ª, en 10 de abril de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 2.

-Informe de la Comisión de Trabajo, sesión 2ª, en 23

de mayo de 1996. Documentos de la Cuenta Nº 2.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Diputado informante.

 

El señor ASCENCIO.- Señor Presidente, paso a informar

el proyecto que concede permiso en determinadas

circunstancias a los padres de los menores hospitalizados.

Antes, haré algunas consideraciones oportunas e

inevitables.

En primer lugar, el proyecto, iniciativa del actual

Gobierno, da cuenta de la preocupación existente por la

situación de los niños, especialmente de aquéllos

hospitalizados, que padecen enfermedades terminales en su

fase final o enfermedades graves, agudas y con probable

riesgo de muerte. Así lo señala el mensaje a la Honorable

Cámara de Diputados, con el cual se inició la tramitación

del presente proyecto. Del mismo modo, agrega que, no

obstante todas las medidas preventivas que pueden

implementarse, los niños contraen enfermedades y que debe

procurarse que su atención sea lo más expedita, oportuna y

completa posible y, de preferencia, ambulatoria para evitar

el trauma que supone para los menores su hospitalización

por el alejamiento de su familia y entorno.

Se sabe que toda hospitalización es un acontecimiento

emocionalmente significativo para el niño y su familia. A

la enfermedad que, por sí misma, despierta angustia, se

agregan circunstancias que alteran aún más su vida, como

son la separación de sus seres queridos, el ingreso a un

ámbito extraño, la vinculación con personas desconocidas y

la aplicación de procedimientos muchas veces dolorosos.

Por ello, la razón del proyecto que hoy se somete a

consideración de los señores Diputados, es permitir que los

niños que se encuentran en esta crítica circunstancia,

puedan contar con la asistencia directa de su madre o

padre, trabajadores, por un período de hasta diez días o su

equivalente en horas.

Los señores Diputados podrán encontrar en el informe

suficientes consideraciones generales sobre esta materia.

Se señalan los derechos, tanto de los niños como de

los padres, que la experiencia médica estima fundamental en

la recuperación del menor hospitalizado; las medidas

necesarias a adoptar para lograr un mayor manejo

sicoafectivo y se indica la importancia del uso de los

recursos humanos y materiales para atender al niño

hospitalizado.

En todos los casos, se destaca la importancia

extraordinaria que adquiere la presencia o el contacto

físico de la madre o del padre con el niño hospitalizado.

Ahora viene la segunda consideración oportuna y

necesaria:

Cabe señalar que a los antecedentes citados como

fundamento, se presentó una moción que establecía un

conjunto de derechos en favor del niño hospitalizado, en la

que se recogían diversas inquietudes manifestadas por un

grupo de médicos con experiencia concreta en el tema.

Así, este proyecto de las Diputadas señoras Mariana

Aylwin, María Angélica Cristi y Marina Prochelle y de los

Diputados señores Espina, Allamand, Bayo, Longton, Rosauro

Martínez, Ojeda y Tohá, fue informado al Gobierno a través

del Ministro de Salud.

Una tercera consideración. Con estos antecedentes el

Gobierno adoptó dos importantes decisiones. En primer

lugar, dictó la resolución exenta Nº 1.186, de 1º de

diciembre de 1995, del Ministerio de Salud, en virtud de la

cual se establece la norma general administrativa Nº 4

sobre Derechos del Niño Hospitalizado, concordante con lo

propuesto en la moción señalada.

Como objetivo principal, la citada disposición

establece normas generales para la atención del niño

hospitalizado, considerando que su hospitalización presenta

situaciones médicas, tecnológicas, materiales,

profesionales, legales, sociales y económicas que

interactúan en el proceso de recuperación de la salud.

La segunda decisión del Gobierno fue estudiar y

presentar el proyecto que hoy se somete a la consideración

de los señores Diputados.

Como cuarta y última consideración, quiero hacer

presente a los señores Diputados que en el informe también

aparece la legislación comparada sobre el tema,

especialmente algunas ideas desarrolladas en Suecia y

Estados Unidos.

La idea matriz y fundamental del proyecto es la de

otorgar un permiso especial para los padres trabajadores en

caso de enfermedad terminal en su fase final o de

enfermedades graves, agudas y con probable riesgo de muerte

de sus hijos.

La iniciativa contiene un artículo único, con cuatro

incisos, y propone incorporar al libro II, título II, "De

la protección a la maternidad", del Código del Trabajo, a

continuación del artículo 199, un artículo 199 bis que fija

las condiciones para este permiso y establece el sistema

para que el trabajador reponga al empleador el tiempo no

trabajado.

Luego de la discusión general, el proyecto fue

aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión

de Trabajo. En su sesión también participaron el Ministro

de Salud, don Carlos Massad, y los asesores señores Alfredo

Montecinos, Claudio Orrego y Patricio Novoa.

Además, se agregaron antecedentes orales y escritos;

se señaló que el proyecto no importa gasto alguno para el

erario, por lo que no requiere del conocimiento de la

Comisión de Hacienda, y que no existen disposiciones que

revistan el carácter de normas orgánicas constitucionales

ni de quórum calificado.

Los incisos primero y segundo del artículo único

sufrieron pequeñas pero importantes modificaciones, como

consecuencia de indicacionesparlamentarias, a fin de

mejorar los efectos prácticos de la disposición.

Así, en el inciso primero hay tres diferencias en el

texto aprobado por la Comisión, que lo distinguen del

presentado por el Ejecutivo. La primera, consiste en que se

incorpora el accidente grave como motivo para otorgar el

permiso. La segunda, es que, en vez de establecer que el

permiso sea por un período de hasta 10 días, prescribe un

período por el número de horas equivalentes a diez jornadas

completas, parciales o combinación de ambas, y la tercera

diferencia es que se contempla expresamente la anualidad

del permiso.

El fundamento de la indicación radica en que la

disposición original no contemplaba la ocurrencia de un

accidente grave que determinaría la hospitalización del

menor, con la consiguiente necesidad de contar con la

asistencia directa de sus padres en el tratamiento. Para

que opere este permiso, en el caso de un menor de 18 años

hospitalizado con motivo de un accidente grave o una

enfermedad terminal en su fase final o una enfermedad

grave, aguda y con probable riesgo de muerte, entonces,

existirá un derecho que consiste en un permiso a la madre

trabajadora para ausentarse de su trabajo, el cual puede

alcanzar hasta el número de horas equivalentes a diez

jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuido a su

elección en jornadas completas, parciales o una combinación

de ambas, las que se considerarán como trabajadas para

todos los efectos legales. Las circunstancias del accidente

o enfermedad deberán ser acreditadas mediante certificado

otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del

menor.

El inciso segundo, que también fue objeto de

modificaciones, prescribe: "Si ambos padres son

trabajadores dependientes, cualquiera de ellos, a elección

de la madre, podrá gozar del referido permiso. Con todo,

dicho permiso se otorgará al padre que tuviere la tuición

del menor por sentencia judicial o cuando la madre hubiere

fallecido o estuviese imposibilitada de hacer uso de él por

cualquier causa."

Mediante indicación parlamentaria se agregó: "A falta

de ambos, a quien acredite su tuición o cuidado."

De esta forma, se considera la posibilidad de que la

tuición del menor la tenga una tercera persona ante la

falta de padres, la que también tendrá el derecho señalado.

En este inciso, entonces, se establece que el derecho

corresponde a la madre trabajadora y que ella puede

disponer que se le conceda al padre trabajador. Sin

embargo, el padre tiene derecho cuando concurran alguna de

estas tres circunstancias: que tenga la tuición del menor

por sentencia judicial, que la madre haya fallecido o que

ésta estuviese imposibilitada de hacer uso de él por

cualquier circunstancia.

Por último, se agregó que también puede otorgarse el

permiso a quien acredite la tuición o cuidado personal del

menor, cuando falten ambos padres.

El inciso tercero, que no tuvo modificaciones, dice:

"El tiempo no trabajado deberá ser restituido por el

trabajador mediante imputación a sus próximas vacaciones o

laborando horas extraordinarias o a través de cualquier

forma que convengan libremente las partes. Sin embargo,

tratándose de trabajadores regidos por estatutos que

contemplen la concesión de días administrativos,

primeramente el trabajador deberá hacer uso de ellos, luego

podrá imputar el tiempo que debe reponer a sus próximas

vacaciones o a días administrativos del año siguiente al

uso del permiso a que se refiere este artículo, o a horas

extraordinarias."

El inciso cuarto, que tampoco tuvo enmiendas,

preceptúa: "En el evento de no ser posible aplicar dichos

mecanismos, se podrá descontar el tiempo equivalente al

permiso obtenido de las remuneraciones mensuales del

trabajador, en forma de un día por mes, lo que podrá

fraccionarse según sea el sistema de pago, o en forma

íntegra si el trabajador cesare en su trabajo por cualquier

causa."

Es cuanto puedo informar a la Sala.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Como estamos en Fácil

Despacho, corresponde una intervención para hablar a favor

del proyecto y otra para impugnarlo. Entiendo que hay

acuerdo unánime para aprobarlo y, como han pedido la

palabra varios señores Diputados, se la ofreceré por cinco

minutos a los señores Espina, Seguel y Wörner. A

continuación, se procederá a la votación.

Sobre una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el

Diputado señor Seguel.

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, ayer, cuando el

Presidente de la Corporación planteó tratar el proyecto en

Fácil Despacho, critiqué dicha posibilidad, porque los

parlamentarios que trabajamos en la Comisión sabíamos que

no tenía ese carácter.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado,...

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, ¡no queremos que

se vea en Fácil Despacho y usted nos está obligando a

hacerlo!

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si dos Comités lo

piden, el proyecto se sacaría de Fácil Despacho.

El señor SEGUEL.- ¡Tenemos que presentar indicaciones!

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, el

proyecto está en Fácil Despacho, porque así ha sido

comunicado a la Mesa; pero basta con que dos comités lo

soliciten para retirarlo.

 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, ¿en ese evento

saldría de la tabla?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Obviamente, saldría de

la tabla.

 

El señor ESPINA.- No, señor Presidente, porque el

proyecto estará pendiente un año más en el Parlamento.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Fácil Despacho

habla una persona a favor y una en contra. Como lo hemos

hecho otras veces, podemos extender esa posibilidad a tres

intervenciones de cinco minutos a favor, que es lo que

vamos a hacer.

Tiene la palabra el Diputado señor Espina, por cinco

minutos.

 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, el origen del

proyecto de ley se remonta a 1994, cuando en el hospital

Exequiel González Cortés, que atiende, en la zona sur de

Santiago, a más de un millón de niños de familias pobres

del país, los médicos pediatras realizaron una reunión de

análisis junto con un grupo de parlamentarios y autoridades

para debatir lo que se denomina "derechos del niño

hospitalizado."

A raíz de esa jornada, se constituyó un equipo de

trabajo, integrado por pediatras de los hospitales Exequiel

González Cortés, Luis Calvo Mackenna y por un grupo de

parlamentarios que, finalmente, dio origen a una moción

ingresada en el Parlamento con fecha 31 de mayo de 1994,

boletín

Nº 12.013-11, que consagra los derechos de los niños

hospitalizados.

La moción, patrocinada por el suscrito y en la que

participaron, además, parlamentarios de todos los sectores,

como las señoras Diputadas Mariana Aylwin, Angélica Cristi,

Marina Prochelle, y los Diputados señores Bayo, Longton,

Martínez, don Rosauro; Ojeda, García, don René Manuel;

García, don José; Tohá, etcétera, tenía por objeto recoger

las experiencias analizadas en ese momento respecto de los

derechos de los niños hospitalizados.

Una vez ingresada al Parlamento, el Ministro de Salud,

señor Massad, constituyó un nuevo equipo de trabajo, y de

común acuerdo se desglosó el proyecto en dos iniciativas

distintas. Una de ellas se tradujo en la norma general

administrativa Nº4, de 11 de octubre de 1995, en la que se

instruye a todos los hospitales públicos en cuanto a

resguardar los siguientes derechos del niño hospitalizado:

-A una hospitalización oportuna cuando exista la

indicación de un médico del establecimiento público que

otorga la atención;

-A recibir la atención de salud que su patología

requiere, directamente, mediante interconsulta a

especialista y traslado a otro centro de nivel superior, si

fuera necesario;

-A que los médicos y el personal de apoyo le brinden

todas las atenciones y cuidados que la ciencia médica

recomiende para su caso y situación;

-A ser acompañado por su madre, padre o un adulto

designado por los padres, durante su hospitalización, salvo

indicación específica del médico tratante y de acuerdo con

la reglamentación, en esta materia, del establecimiento de

que se trate.

En caso de ser hospitalizado en sala común, se deberá

procurar que la misma sea compartida sólo con menores de

edad similar y del mismo sexo; es decir, no mayores de diez

años;

-A que sus padres, tutores o curadores reciban

información oportuna y completa de la patología del menor

del tratamiento a que se le ha sometido, evaluación,

secuelas y posibles complicaciones;

-A que sus padres y familiares participen, cuando sea

posible, en forma activa en el proceso de recuperación de

la salud;

-A que se le otorgue todas las facilidades posibles

para que pueda continuar con su formación escolar en casos

de hospitalización prolongada;

-A recibir visita, incluso de menores de edad, salvo

prescripción médica y, en todo caso, de acuerdo a las

normas del establecimiento respectivo, y

-A ser tratado con deferencia, cariño y respeto a su

dignidad e intimidad.

Esta normativa, actualmente vigente en todos los

hospitales públicos, se originó

-como dije- en el desglose de la moción a que hice mención,

y desde ya corresponde agradecer la directa colaboración

del Ministro de Salud sobre la materia, que permitió su

pronta implementación en los establecimientos asistenciales

públicos.

La otra parte del proyecto, que se refiere al mensaje

en debate, apunta a resolver una situación que, desde el

punto de vista médico, resulta fundamental. Todos los

análisis médicos demuestran que las posibilidades de

recuperación de los niños enfermos en hospitales o en sus

casas, por accidente grave, enfermedad calificada por el

médico como grave, incluso terminal, aumentan entre 35 y 40

por ciento cuando son acompañados por sus padres.

El proyecto permite a los padres, a elección de la

madre, solicitar autorización a sus empleadores, hasta por

un plazo de diez días, con el objeto de ausentarse de su

trabajo para acompañar a su hijo en cualquiera de las

hipótesis, cuando el menor sufre un accidente o padece una

enfermedad grave o terminal. El padre podrá acompañar al

menor, ya sea fraccionando los diez días en una, dos o tres

horas diarias. Asimismo, establece los mecanismos para que

los padres restituyan el tiempo pedido al empleador a

través de horas extraordinarias o vacaciones.

Probablemente, en el futuro esta norma se

perfeccionará y se establecerá un sistema para otorgar

permiso o licencia médica, a fin de no tener que devolver

los días no trabajados, a través de remuneración o de días

trabajados. Pero no cabe duda de que hoy esta iniciativa

constituye un avance fundamental para preservar los

derechos del niño hospitalizado, y esperamos que sea

aprobada e implementada a la brevedad.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

honorable Diputado señor Seguel.

 

El señor SEGUEL.- Señor Presidente, lamento que el

Diputado señor Espina no haya tenido más tiempo para

exponer en forma más amplia el proyecto, como lo hizo en la

Comisión de Trabajo, ya que él, en gran parte, es autor de

la iniciativa junto con otros colegas, la cual fue acogida

por el Ejecutivo.

Cuando expresé la opinión de un grupo de

parlamentarios, en el sentido de que nos parecía

inconveniente la discusión en Fácil Despacho, fue porque,

siendo un proyecto bastante interesante y positivo para los

trabajadores, no podemos negar que al analizarlo en forma

más detallada nos daremos cuenta de que su inciso tercero

consigna un tema discutible. El Diputado señor Navarro lo

planteó en su oportunidad y presentó una indicación al

respecto, la cual fue rechazada por mayoría de votos.

El inciso tercero señala: "El tiempo no trabajado

deberá ser restituido por el trabajador mediante imputación

a sus próximas vacaciones o laborando horas extraordinarias

o a través de cualquier forma que convengan libremente las

partes." Hasta aquí estamos bastante bien.

Continúa: "Sin embargo, tratándose de trabajadores

regidos por estatutos que contemplen la concesión de días

administrativos, primeramente el trabajador deberá hacer

uso de ellos, luego podrá imputar el tiempo que debe

reponer a sus próximas vacaciones o a días administrativos

del año siguiente al uso del permiso a que se refiere este

artículo, o a horas extraordinarias."

Este punto no es menor. Su establecimiento en un

proyecto de ley, que puede llegar a ser ley el día de

mañana, puede restar un beneficio a los trabajadores del

sector público: el derecho a días administrativos.

No es justo ni correcto quitar un derecho adquirido

por los trabajadores para hacer un bien a los padres de los

niños enfermos, en lo cual todos estamos de acuerdo. Por

ello, pedí que la discusión del tema fuera más detallada y

amplia, y no con la rapidez con que se ha pretendido llevar

adelante.

Presentaré una indicación -en caso de que no lo haya

hecho el Diputado señor Navarro- para someterla a votación

si vuelve a Comisión para un segundo informe.

Dentro de las indicaciones a que hizo referencia el

Diputado informante, señor Ascencio, hay una que presenté

en relación con el menor que sufre un accidente. También

planteé al Ministro de Salud, que hoy no se encuentra en

esta Sala, la situación del menor que sufre un accidente

del trabajo, tema que no fue considerado en el proyecto ni

siquiera por la vía de la indicación. Sería bueno que

nosotros abordáramos el tema y no esperáramos que lo haga

el Senado, puesto que su Comisión de Trabajo tienen

veintiún proyectos pendientes, sin contar éste. Podríamos

hacer un nuevo estudio y revisar ese caso, ya que ese menor

tiene el mismo derecho que aquel que sufre un accidente de

tránsito.

Son temas que debemos discutir. Por esa razón, haré

entrega a la Mesa de una indicación para que sea sometida a

votación, a fin de que el proyecto vuelva nuevamente a

Comisión.

Señor Presidente, en los dos minutos que restan de mi

intervención, con su venia le concedo una interrupción al

Diputado señor Gajardo.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- La interrupción es

sólo para contradecir algún punto planteado por el Diputado

señor Seguel.

 

El señor GAJARDO.- Señor Presidente, quiero destacar

un aspecto que no ha sido tocado.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No es posible, señor

Diputado.

Para argumentar en contra, tiene la palabra el

Diputado señor Navarro.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la Comisión de

Trabajo se debatió el inciso tercero del artículo 199 bis

que se propone agregar al Código del Trabajo, el cual

establece que los trabajadores regidos por estatutos podrán

hacer uso del permiso con cargo, en primer lugar, a sus

días administrativos.

Presenté una indicación para eliminar dicho inciso,

pues, desde mi punto de vista, es discriminatorio para el

resto de los trabajadores que no se rigen por estatutos y

que podrán gozar de este beneficio restituyendo el tiempo

mediante el trabajo de horas extras, imputándolo a las

próximas vacaciones o en cualquier forma que libremente

convengan las partes.

El sentido de la norma es establecer un beneficio

adicional para enfrentar el tremendo drama que significa

para la madre o el padre trabajador no poder estar junto a

su hijo, sin que ello se transforme en menoscabo en el

trabajo.

En un estudio histórico respecto del derecho a días y

permisos administrativos, queda claramente establecido que

éstos son concedidos con goce de remuneraciones y a

discrecionalidad de la jefatura superior. En definitiva, se

otorgan para ausentarse de las labores por motivos

particulares mediante el juicio acreditativo que el

subordinado haga frente al jefe superior del servicio.

Estos seis días son utilizados por funcionarios de la

Administración Pública, municipales, trabajadores de la

salud y profesores, para enfrentar emergencias o realizar

trámites que normalmente los obligan a hacer abandono de

sus lugares de trabajo.

Cuando un proyecto pretende beneficiar al conjunto de

los trabajadores, pero impone para algunos la

obligatoriedad de usar primero los días administrativos a

fin de gozar de los permisos, sin duda pone un sesgo de

discriminación, toda vez que los inhibe para convenir

libremente entre las partes la forma de restituir el tiempo

no trabajado. Los días administrativos son un derecho

adquirido que data de 1869 -cuando se hablaba de licencias

a los empleados civiles-, hasta llegar a nuestro actual

Estatuto Administrativo, que en su artículo 91 establece,

en forma concreta y clara, que los jefes de servicios

podrán conceder al personal de su dependencia permisos

fraccionados o continuos cuando circunstancias especiales

lo requieran, hasta por seis días hábiles de cada año con

goce de remuneraciones.

El inciso tercero del artículo 199 bis, nuevo, dispone

que los días de permiso para atender al hijo enfermo, en

precario estado de salud, deberán imputarse a los días

administrativos, lo que les impedirá hacer uso de ese

beneficio durante el resto del año. Si durante enero,

febrero o marzo un empleado fiscal, profesor o funcionario

de la salud debe hacer uso de seis días para atender a un

hijo enfermo, como este proyecto establece que ese tiempo

le será imputable a los días administrativos en forma

inmediata y obligatoria, quiere decir que no regirá este

beneficio para el resto del año; o sea, durante los nueve

meses restantes no tendrá derecho al goce de día

administrativo, lo cual lo deja en una situación de

menoscabo, sin posibilidad de justificación frente a su

jefe superior, cuando, por una emergencia que así lo

amerita, deba ausentarse del trabajo.

En ese sentido planteamos esta situación en la

Comisión, pero creo que no fue del todo entendida. La

enfermedad de un hijo es una emergencia y, por serlo, es

una causa para pedir los días administrativos. Por lo

tanto, debiera acreditarse que, entonces, en casos como

ése, el empleado podrá gozar del beneficio. De hecho, hoy

los empleados lo piden. Pero, cuando ponemos esta

obligatoriedad, imposibilitando cualquier otra fórmula,

anulamos ese derecho y establecemos una discriminación

entre quienes se rigen por un estatuto y el resto de los

trabajadores. Aquí se trata de adicionar un beneficio a los

ya otorgados. De lo contrario, el cambio será regresivo

para los trabajadores públicos.

Por eso, presentaré una indicación a fin de eliminar

la oración que sigue en el segundo punto seguido en el

tercer inciso en cuestión.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra la

Diputada señora Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, estoy a favor de

lo que se pretende establecer como un derecho de los padres

frente a la eventualidad de un hijo enfermo.

El inciso tercero del artículo 199 bis, nuevo, es

ciertamente contradictorio. Incluso diría que contraviene,

en su parte final, lo que establece el Estatuto

Administrativo. Se hace estrictamente necesario corregir

esto, para lo cual se requiere, a lo menos, pensar en

remitir nuevamente el proyecto a la Comisión.

La primera parte de este inciso señala: "El tiempo no

trabajado deberá -es imperativo- ser restituido por el

trabajador mediante imputación a sus próximas vacaciones o

laborando horas extraordinarias o a través de cualquier

forma que convengan libremente las partes".

El legítimo derecho a las vacaciones de un trabajador

que ha completado un año de funciones para recuperarse

emocional y físicamente es fundamental. Si hay algo que

requiere de reparación emocional, a lo menos, es la

situación que vive un padre o una madre cuando pierde un

hijo o cuando éste ha sufrido un accidente grave o se

encuentra delicado de salud. Por lo tanto, establecer que

"deberá ser restituido por el trabajador con imputación a

sus próximas vacaciones", me parece algo contrario a lo que

se persigue, esto es, la tranquilidad y serenidad que los

padres deben tener para enfrentar una emergencia.

Pero eso podría ser una cosa menor o secundaria, si

leemos la segunda parte de este inciso, que señala: "Sin

embargo, tratándose de trabajadores regidos por estatutos

que contemplen la concesión de días administrativos,

primeramente el trabajador deberá hacer uso de ellos."

Aquí discrepo de las apreciaciones hechas por el

Diputado señor Navarro para fundamentar su crítica respecto

de los días administrativos, porque el Estatuto

Administrativo, en el párrafo cuarto, artículo 103,

expresa: "El jefe superior de la institución, el Secretario

Regional Ministerial o el Director Regional de los

servicios nacionales desconcentrados, según corresponda,

podrá conceder o denegar discrecionalmente dichos

permisos."

Los días administrativos no son un derecho adquirido,

sino una posibilidad que tiene en la Administración Pública

el funcionario, pero, ciertamente, sujeta a la

discrecionalidad del superior, en la oportunidad y en la

forma, si son los seis días acumulativos, con jornadas

completas o parciales.

Por lo tanto, cuando en el inciso tercero se establece

que "primeramente el trabajador deberá hacer uso", hay, a

lo menos, una mala redacción, por lo cual concuerdo con las

observaciones hechas aquí y estimo que el proyecto debe

volver a la Comisión para que se corrijan las dos

observaciones que he formulado y se acojan las indicaciones

anunciadas.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Ha terminado el tiempo

de Fácil Despacho.

El proyecto se continuará tratando en una próxima

sesión.

 

 

VI. ORDEN DEL DÍA

 

NORMAS SOBRE PROBIDAD EN LOS ÓRGANOS DE LA ADMINISTRACIÓN

DEL ESTADO (Continuación).

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el Orden del Día,

corresponde continuar tratando el proyecto de ley, en

primer trámite constitucional, sobre probidad

administrativa aplicable a los órganos de la administración

del Estado.

Tiene la palabra la Diputada señora Martita Wörner.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, al presentar esta

iniciativa, el Ejecutivo ha dado respuesta a una de las

recomendaciones de la Comisión Nacional de Ética Pública,

creada el 5 de abril de 1994 por el Presidente Eduardo

Frei.

En el curso del debate, en la Comisión se propuso que

estas normas no se consideraran como un marco regulador

ajeno a la ley orgánica constitucional de Bases generales

de la administración del Estado, sino que fueran incluidas

en la ley como un nuevo título. Para tal efecto, en enero

de este año el Ejecutivo envió una indicación sustitutiva.

En la Comisión se discutió también si era necesario y

recomendable extender esta iniciativa y, por ende, el

ámbito de aplicación de las normas de probidad en ellas

contenidas, a funcionarios y autoridades ajenos al ámbito

de cobertura de la ley Nº 18.575.

Personalmente, estimo de toda necesidad no generar

excepciones en esta delicada y necesaria materia. Por lo

tanto, creo que los poderes Legislativo y Judicial deben

someter a sus integrantes a las exigencias que hoy estamos

por aprobar en general. Sin embargo, la exclusión, que fue

lo que prevaleció, se explica formalmente en atención a la

decisión de insertar esta iniciativa dentro de la ley

orgánica de Bases generales de la administración del

Estado, lo cual deja pendiente definir a futuro el tipo de

normativa que, en relación con la probidad funcionaria,

debe aplicarse a los Poderes Legislativo y Judicial.

Ayer, el honorable Diputado Viera-Gallo anunció una

indicación, que debiera ser acogida y aprobada en su

oportunidad en la Comisión y luego en la Sala, para zanjar

esta omisión, por lo menos en relación con el Poder

Legislativo.

Así, definitivamente se determina que la normativa que

hoy debatimos será aplicable a los funcionarios y

autoridades sujetos a la ley Nº 18.575 y a los funcionarios

municipales regidos por la ley Nº 18.883; pero también,

salvando una omisión de la ley Nº 19.175, se incorporan,

como órganos de la administración, a los consejos

regionales.

¿Cuáles son los aspectos más relevantes del proyecto

que hoy debatimos? El artículo 57 establece las

inhabilidades e incompatibilidades administrativas y

determina quiénes no pueden ingresar o permanecer en la

administración del Estado, buscando establecer un desempeño

imparcial y transparente.

En resumen, se legisla acerca de inhabilidades nacidas

por conflictos de intereses existentes en tres situaciones

que ya describió detalladamente el Diputado informante: las

referidas a personas naturales que tienen contratos

vigentes por determinado monto con la administración del

Estado, a personas con litigios pendientes y a las

naturales que ejercen ciertos cargos o que participan como

socios en sociedades que tienen contratos o litigios

pendientes con la Administración.

Luego, se legisla acerca de las inhabilidades nacidas

por vínculos de parentesco, con el fin de evitar el

nepotismo, y se permite una nueva destinación del

funcionario subalterno cuando la inhabilidad se produce por

designación posterior.

También, se reconoce como inhabilidad la declaración

de quiebra fraudulenta.

El artículo 58 exige a los postulantes a un cargo

público prestar una declaración jurada en la que expresen

no estar afectos a causales de inhabilidad, y sanciona a

quien ingrese a la administración del Estado ocultando

dicha información.

Esta norma, que evita el nepotismo, es de enorme

utilidad si se considera que este tipo de relaciones y

parentescos, de ordinaria ocurrencia en algunas

reparticiones públicas, es cuna de tráfico de influencias

y, muchas veces, facilita la comisión de actos reñidos con

la ética y transparencia que debe acompañar a la función

pública.

El artículo 59 reconoce el derecho a ejercer cualquier

profesión, oficio, industria o comercio permitido por la

ley, a menos que sean incompatibles con el desempeño

funcionario. Hace incompatible este derecho con el

ejercicio de actividades que coincidan con la jornada

ordinaria o extraordinaria de labores e incluye una

restricción que ayuda a una mayor eficiencia dentro de la

administración del Estado, pues no sólo dispone que las

actividades particulares del funcionario deberá hacerlas

fuera de la jornada, salvo que haga uso de los permisos que

reconoce la ley estatutaria vigente, sino que también

prohíbe ejercer esta profesión, oficio, industria o

comercio con recursos públicos o utilizando las

instalaciones en las que ordinariamente el funcionario

realiza su labor.

El segundo tema digno de resaltar es el relativo a la

declaración de patrimonio e intereses. Al respecto, hubo un

largo debate en la Comisión, pues la obligación consiste en

hacer la declaración al asumir y al cesar en el cargo. Se

hizo presente que este tipo de exigencias en algún minuto

podía constituir un factor de desmotivación para que

determinadas personas ingresen a la Administración Pública.

Se señala expresamente que la declaración será

pública, se reglamenta cómo debe prestarse, la forma en que

el funcionario superior debe velar para que se realice

dentro de los plazos establecidos; se dispone que será

remitida, en un momento determinado, a distintas instancias

a fin de permitir su publicidad, y que debe contener el

pasivo del funcionario. La obligación se hace extensiva a

la cónyuge y a otros familiares que se indican en este

párrafo.

En la Comisión hubo consenso en que es estrictamente

necesario hacer estas declaraciones de patrimonio y de

intereses y que, para que cumplan verdaderamente su

finalidad, deben gozar de la publicidad que aquí se

establece.

De acuerdo con la responsabilidad de las funciones, se

señala expresamente qué autoridades deberán prestar la

declaración del patrimonio y de los intereses -las de mayor

jerarquía- y cuáles sólo la de intereses.

Creo necesario detenerme en algunas normas que, según

mi parecer, no están suficientemente claras, por lo que

anuncio la presentación de algunas indicaciones.

El artículo 65 dispone: "La designación de una persona

inhábil, según lo previsto en el artículo 57, será nula.

Esta nulidad, sin embargo, no obligará a la restitución de

las remuneraciones percibidas por el inhábil, ni afectará

la validez de los actos realizados entre la designación y

la declaración de nulidad.

"Incurrirá en responsabilidad administratriva el

funcionario que, por negligencia inexcusable, hubiere

intervenido en la tramitación de un nombramiento nulo en

razón de inhabilidad."

A su vez, el artículo 66 prescribe: "Las inhabilidades

sobrevinientes deberán ser comunicadas por el funcionario

afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días

siguientes de la configuración de alguna de las causales

señaladas en el artículo 57. En el mismo acto, deberá

presentar su renuncia al cargo o función, salvo que se

trate de la situación prevista en el literal b), inciso

segundo, de ese artículo.

"El incumplimiento de esta norma será sancionado con

la medida disciplinaria de destitución."

El artículo 65 establece la nulidad de la designación,

lo que no obligará a la restitución de las remuneraciones

percibidas por el inhábil, y responsabilidad administrativa

para el funcionario que intervino en el nombramiento. A mi

juicio, esta norma se contradice con el artículo 220 del

Código Penal. Por lo tanto, debería concordarse

adecuadamente.

Por otra parte, el inciso final del artículo 66 señala

que el incumplimiento de esta norma será sancionado con la

medida disciplinaria de destitución; es decir, sólo se

establece una sanción para la falta de información oportuna

de una inhabilidad sobreviniente del funcionario subalterno

a su superior jerárquico. Pero, también puede darse el caso

de que el funcionario subalterno la entregue oportunamente

a su superior jerárquico y que éste falte a la

responsabilidad que ello le genera, al no tomar las

providencias pertinentes, como aceptar la renuncia o

efectuar los traslados que impidan la mantención de la

inhabilidad. Por lo tanto, debería establecerse en el

inciso segundo la sanción que correspondería al superior

que no actúa con celo.

En el artículo 69 se detallan siete situaciones muy

precisas de conductas ilícitas, las cuales, sin perjuicio

de las responsabilidades penales a que dieren lugar,

contravienen especialmente el principio de la probidad

administrativa.

No repetiré lo que han destacado los Diputados que han

hecho uso de la palabra en relación con el proyecto, pero

creo observar ahí, principalmente respecto de algunas

situaciones que hemos vivido en los últimos días en

relación con este tema tan candente y sensible, la estricta

necesidad de precisar algunos aspectos. Por lo tanto,

anuncio la presentación de las indicaciones

correspondientes.

En primer lugar, es necesario precisar que tipifican

conductas reñidas con el principio de probidad

administrativa, acceder o permitir acceder a documentos

secretos sin la debida autorización; revelar secretos e

informaciones de las que se tenga conocimiento en razón de

un oficio o cargo y que no deban ser divulgados, y dictar

una resolución arbitraria en un asunto administrativo, a

sabiendas de su injusticia.

En relación con el artículo 65, que se refiere a la

designación de una persona inhábil, es preciso establecer

que se falta al principio de probidad administrativa cuando

se propone, nombra o promueve para el ejercicio de un

determinado cargo público, a una persona que no reúne los

requisitos legalmente establecidos para ello, sea en

calidad de titular o suplente, como también aceptar una

propuesta, nombramiento o designación a sabiendas que

carece de los requisitos legales.

A mi juicio, constituye también una falta al principio

de probidad administrativa no cumplir con la obligación del

cargo y dejar, intencionadamente, de perseguir un delito de

que se tenga conocimiento, cometido dentro del organismo o

repartición en el que se ejerce la autoridad y negarse,

arbitrariamente, a dar el debido cumplimiento a

resoluciones judiciales, decisiones u órdenes de la

autoridad superior, dictadas dentro del ámbito de su

respectiva competencia y revestidas de las formalidades

legales.

El artículo 54 determina que la probidad

administrativa consiste en la observancia de una conducta

funcionaria moralmente intachable y en una entrega honesta

y leal al desempeño de la función y cargo, con preeminencia

del interés general sobre el particular. Sin embargo, falta

establecer, como un principio inexcusable de probidad

administrativa, una norma que sancione las actuaciones

relacionadas con el abuso que una autoridad pueda hacer de

su cargo y que constituyan conductas reñidas con la moral,

o sea, la tipificación de las acciones de acoso sexual, ya

discutidas en esta Corporación. Con la Diputada señorita

María Antonieta Saa hemos preparado una indicación en ese

sentido.

Recojo las observaciones hechas ayer por el Ministro

Secretario General de la Presidencia, en el sentido de que

para tener absoluta transparencia en este tema y que exista

verdaderamente la posibilidad de sancionar actuaciones de

funcionarios de la administración del Estado, es necesario

que nos decidamos a legislar en relación con los recursos

utilizados en la actividad política.

Si bien cuando el Ejecutivo realizó las consultas en

las distintas bancadas, con el fin de determinar la

posibilidad de enviar una iniciativa relacionada con el

financiamiento público de los partidos políticos y de la

actividad política, lamentablemente esto no fue acogido,

debemos insistir, en este ámbito que nos preocupa hoy, en

legislar, a lo menos, con absoluta claridad y transparencia

acerca del control público y social que debe darse al gasto

y al financiamiento privado de las campañas políticas.

Finalmente, considero que éste es un paso

extraordinariamente importante, porque estamos

contribuyendo al prestigio de las actividades política y

pública al legislar acerca de la probidad en los órganos de

la Administración del Estado.

También estimo estrictamente necesario dejar

establecido que ya es tiempo de que se mejoren las

remuneraciones de los funcionarios públicos, porque los

actos de corrupción o los reñidos con la ética no pueden

justificarse señalando que se deben muchas veces a sus

malas remuneraciones. Es una realidad que las conductas

ilícitas y las limitaciones que aquí estamos estableciendo

para terminar con el conflicto de intereses, el tráfico de

influencias y la superposición de planos que en un momento

determinado involucran a funcionarios públicos con

actividades privadas, se evitarían si sus remuneraciones

pudiesen, a lo menos, mejorarse, si no pueden equipararse

con lo que hoy ofrece el sector privado.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Maximiano Errázuriz.

 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, probablemente

este es uno de los proyectos más importantes de los que se

han tratado este año, porque, aun cuando no se refiere a

una materia contingente, trata un tema altamente delicado.

Días antes de morir asesinado Jaime Guzmán, en un

discurso que pronunció sobre la pena de muerte, señaló que

había que terminar con el terrorismo antes de que fuera

incontrolable. Pienso que se podría aplicar el mismo

pensamiento respecto de la corrupción: es necesario tomar

medidas antes de que la corrupción sea incontrolable. Hemos

visto lo que está pasando en Europa y en algunos países

latinoamericanos, en los que ni siquiera los jefes de

Estado se han salvado de este flagelo. Nosotros tenemos un

país ejemplar, desde ese punto de vista; sin embargo, están

apareciendo algunos brotes que debemos evitar que germinen

y se multipliquen.

En este proyecto se establecen algunas conductas

ilícitas por la vía ejemplar que contravienen el principio

de la probidad administrativa. Así, por ejemplo, el número

1 del artículo 69 señala que constituye una vulneración a

la probidad administrativa "Negar información

administrativa que sea de acceso público en conformidad a

la ley;". Su número 2 dice: "Usar en beneficio propio o de

las personas indicadas en la letra b) del artículo 57 -es

decir, de parientes- la información reservada o

privilegiada a la que se tuviere acceso en razón de la

función pública que se desempeña;".

Al respecto, los medios de comunicación han informado

que un funcionario de una importante empresa privada está

procesado en estos momentos por haber hecho uso de esta

información. Si esto está ocurriendo en el sector privado,

con mayor razón debe regir este principio en la

Administración Pública.

Su número 3 establece: "Hacer valer indebidamente la

posición funcionaria para influir sobre una persona con el

objeto de conseguir un beneficio directo o indirecto para

sí o para un tercero;".

Lo anterior debemos interpretarlo en la forma

adecuada, porque los parlamentarios, en función de nuestro

cargo, muchas veces hacemos valer nuestra condición de

tales para agilizar un trámite, lo que es perfectamente

legítimo, razonable y siempre se ha hecho así, y nadie

puede sostener que estemos atentando contra la probidad

administrativa. Por eso, esta norma señala hacer valer

"indebidamente", es decir, en contra de lo que corresponde.

Otra de las contravenciones que señala, porque me he

referido sólo a las principales, es "Aceptar, para sí o

para alguna de las personas mencionadas en la letra b) del

artículo 57 -es decir, los parientes- invitaciones, viajes,

obsequios o tratamientos no aceptados oficialmente por la

institución a que se pertenece, por parte de peticionarios,

reclamantes, proveedores de bienes o servicios, o

concesionarios de éstos,".

¿A quiénes se les aplicará esta ley? El artículo 54

señala: "Las autoridades y funcionarios de la

Administración del Estado deberán dar estricto cumplimiento

al principio de la probidad administrativa." Sin embargo,

cuando se habla de las autoridades y de los funcionarios de

la Administración del Estado, no se está considerando a los

parlamentarios, a los funcionarios del Congreso Nacional,

al Poder Judicial y a sus funcionarios; aún más, se les

excluye expresamente.

En el informe están las expresiones vertidas en la

Comisión por el Ministro Secretario General de la

Presidencia. Se concluyó "en que había dos temas en

discusión. Uno, si estas disposiciones afectan o no a las

empresas públicas; otro, si deberían hacerse extensivas al

Poder Judicial y al Poder Legislativo, mediante una

legislación especial, a incluir en el Código Orgánico de

Tribunales y en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso

Nacional."

A continuación el informe señala: "El señor Ministro

Secretario General de la Presidencia no fue partidario de

que se incluyan en una ley de este tipo ni al Parlamento ni

al Poder Judicial."

Recordó el señor Ministro que la Comisión Nacional de

Ética Pública consideró que esta normativa no se aplica a

los miembros del Poder Judicial y Legislativo, por cuanto

su naturaleza y especificidades desaconsejaban su

sometimiento a un régimen legal idéntico al que rige para

quienes se desempeñan en la Administración propiamente

tal."

En el artículo 60 se mencionan expresamente las

autoridades a las que afecta este proyecto: "El Presidente

de la República, los Ministros de Estado, los

Subsecretarios, los Embajadores, los Intendentes y

Gobernadores, los consejeros del Banco Central, los

consejeros del Consejo de Defensa del Estado, los

directores de las empresas del Estado, los Jefes Superiores

de Servicio, los Oficiales Generales de las Fuerzas Armadas

y los niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de

Orden y Seguridad Pública, deberán presentar una

declaración jurada de patrimonio y de intereses dentro de

los treinta días siguientes a la asunción del respectivo

cargo o función.

"Los Oficiales Superiores de las Fuerzas Armadas y los

niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y

Seguridad Pública; los funcionarios directivos,

profesionales y técnicos de los organismos de la

Administración del Estado,..."

No menciona a los funcionarios del Poder Judicial, ni

a sus miembros, es decir, ministros y jueces; tampoco

menciona a los parlamentarios ni a los funcionarios del

Congreso Nacional.

Hemos presentado dos indicaciones a este artículo:

una, para incluir a los parlamentarios, y otra, para

agregar a los funcionarios del Congreso.

Me alegro de que algunos miembros de la Comisión de

Constitución, Legislación y Justicia hayan adherido también

a esta indicación, porque no podemos ser privilegiados. Si

estamos denunciando irregularidades ante el país o somos

acusados por algunos sectores de estar involucrados en

actividades ilícitas, debemos ser los primeros en dar el

ejemplo y no legislar excluyéndonos o poniéndonos en una

situación distinta a la de los demás.

Analizaré cuáles son las normas del Código Orgánico de

Tribunales que se refieren a la probidad administrativa de

los miembros del Poder Judicial y de sus funcionarios, con

el objeto de introducirle una indicación al proyecto que

los incorpore, siempre que no haya alguna incompatibilidad

respecto de las normas establecidas en ese Código. En otras

palabras, como parlamentarios, debemos dar el ejemplo.

No me parece adecuada la fórmula propuesta -y en esto

comparto lo expresado por el Jefe de mi bancada, Diputado

señor Fantuzzi-, de estar sometiéndonos a test o a pruebas

de que no consumimos drogas o de que somos probos, porque

la buena fe se presume y la mala fe se prueba. De acuerdo

con las normas generales del Derecho, especialmente del

Código de Procedimiento Penal, toda persona se presume

inocente hasta que se pruebe que es culpable. Si vamos a

someternos a pruebas para acreditar nuestra inocencia, se

estará presumiendo que somos culpables hasta que ella sea

acreditada. Por ello, separo y distingo el tipo de test

para acreditar que los parlamentarios no somos consumidores

de drogas o no estamos relacionados con lo sucedido en el

último tiempo y lo que es la probidad administrativa, de la

que sí creo que debemos ser parte.

Por eso, hemos formulado esas dos indicaciones, y

estudiaremos la posibilidad, en vista de que el proyecto

vuelve a Comisión, de incorporar allí una indicación que

también incluya a los miembros del Poder Judicial y a sus

funcionarios.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Ignacio Balbontín.

 

El señor BALBONTÍN.- Señor Presidente, en primer

lugar, quiero señalar el agrado que me produce discutir un

tema que esperábamos hace tiempo.

El problema de la corrupción se podría denominar, así

como otros de carácter médico, "uno de los males del

siglo". Se produce fundamentalmente en burocracias

crecientes y, por lo tanto, donde los mecanismos

desarrollados por la sociedad para controlar la acción de

quienes prestan servicio público ya no son suficientes.

En segundo lugar, la forma en que debemos enfrentar el

tema es precisamente como se ha venido haciendo: a través

de propuestas de carácter legal. Hacer lo contrario sería

como actuar igual que en el viejo cuento de don Otto: tapar

un hoyito en el bote mientras se abre otro. En definitiva,

se trata de precisar cómo podemos enfrentar cuestiones que

se produjeron hace mucho tiempo y que se siguen produciendo

en el mundo y en nuestro país como consecuencia de un

fenómeno masivo, pero también propio de la cultura.

Alguien recordaba lo que ocurre en los países de raíz

anglosajona, en que la cultura lleva a las personas a tener

conciencia de que uno de los peores daños que pueden causar

a la sociedad es falsear los hechos y mentir. Por lo tanto,

la caución de la sociedad para impedirlo es precisamente la

confianza de que la gente no miente. Sin embargo, en

nuestro país, por desgracia, la cosa es al revés, y

culturalmente -no digo legalmente- lo señalado por el

Diputado señor Errázuriz es real, puesto que aquí todo el

mundo se presume culpable hasta que prueba que es inocente.

En Chile se ha hecho primar durante demasiado tiempo que

quien tenía el poder abusaba de él hasta que le daba la

gana.

En consecuencia, cuando no hay control social, estos

son los factores que dan lugar a la existencia de la

corruptela. Por eso es importante no sólo preocuparse -creo

conveniente lo señalado aquí, de partir por lo posible- de

ver qué sucede dentro del aparato público, sino que también

debemos caucionar a la sociedad y buscarle garantías para

que las relaciones entre los mundos privado y público

tengan los mismos resguardos. ¿Por qué lo digo? Porque, qué

significa negar información administrativa, como lo

establece el artículo 69, que sea de acceso público de

conformidad con la ley. Es bueno que la gente entienda

claramente lo que discutimos en el Congreso. Resulta que

algunas personas que, desempeñando cargos públicos -ha

sucedido en la historia de nuestro país-, se enteraron a su

debido tiempo de que iba a haber variaciones en la bolsa.

Entonces, ¿qué hicieron? Aprovecharon esa coyuntura y

obtuvieron grandes ganancias. Estaban precisamente a cargo

de cautelar, a través de la administración, determinado

tipo de organismos públicos y redactaron la ley. Se

enteraron de sus ventajas, usaron fondos previsionales para

acumular recursos y realizaron muy buenos negocios que les

permitieron controlar determinado tipo de empresas. Se

trata de evitar que el mundo público cometa cuestiones de

esta naturaleza.

Pero la sociedad también ejerce presiones a los

funcionarios para que entreguen información reservada o

privilegiada, en beneficio propio o de parientes. Se

pretende hacer valer la posición funcionaria para conseguir

un beneficio directo o indirecto, para sí o para terceros.

¿Qué significa esto? En definitiva, abuso de poder. Podrían

citarse muchos ejemplos.

A la luz de estos criterios deberemos discutir dentro

de poco rato ese problema puntual, porque de otra manera

seguiremos avalando que todos se presumen culpables. En

definitiva, no existe culturalmente el principio de la

buena fe.

Además de incorporarlo, debemos realizar el esfuerzo,

a través de todos los medios, para que en el país prime la

verdad, y quien mienta tenga sanción jurídica y moral. Por

ejemplo, quien esconda una verdad de carácter histórico,

debe tener una sanción de carácter cultural.

El proyecto contiene una serie de principios de orden

moral, que los humanistas cristianos compartimos y

consideramos básicos para cerrar muchas heridas en nuestra

sociedad, no sólo en el terreno de los derechos humanos,

sino también en el de igualdad ante la ley, de

posibilidades y de dignidad. Por eso, le daré mi voto

favorable.

He dicho.

 

-o-

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En nombre de

la Corporación, la Mesa saluda con afecto a las guardadoras

de menores en situación irregular de la Región

Metropolitana que se encuentran de visita.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Alberto Espina.

 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, uno de los

aspectos fundamentales para que en la sociedad exista la

tantas veces proclamada igualdad de oportunidades es que el

Estado, que concentra gran parte de los recursos públicos,

sea eficiente, moderno y destine el dinero que proviene de

todos los chilenos, sobre todo, a resolver los problemas

que afectan particularmente a la gente más pobre y modesta.

Para hacerlo, es indispensable que actúe dentro de

parámetros y cánones éticos y morales, a través de

funcionarios que garanticen el principio de la igualdad de

oportunidades.

¿Cuándo se rompe el principio de igualdad de

oportunidades? Cuando hay coima, corrupción, tráfico de

influencia, uso de información privilegiada, porque, en

definitiva, se rompe el legítimo derecho que tiene todo

ciudadano a desarrollarse y a competir en condiciones de

igualdad con sus semejantes. Entonces, lisa y llanamente,

entra un germen -como dijo el Diputado señor Maximiano

Errázuriz- que en forma lenta comienza a socavar los

cimientos de las instituciones públicas.

El proyecto de ley tuvo su origen en un informe de la

Comisión de Ética Pública, elaborado por representantes de

las principales autoridades del país.

Posteriormente, en representación de las bancadas de

la UDI y de Renovación Nacional, quien habla, junto con el

Diputado señor Juan Antonio Coloma, patrocinamos siete

proyectos de ley, todos los cuales se fusionaron e

incorporaron al mensaje que el Presidente de la República

envió sobre la materia, situación que permitió obtener el

texto que ahora debatimos, el que podrá ser objeto de

perfecciones en el Senado y en Comisión Mixta, si se llega

a esa instancia.

A continuación, dado que en el transcurso del debate

se ha hecho mención de prácticamente todos los puntos

centrales, quiero destacar algunos aspectos que considero

novedosos y fundamentales, y referirme también a una

observación que con toda razón me ha formulado el Diputado

señor Galilea.

En primer lugar, dentro del concepto de probidad, la

gente no sólo desea que los funcionarios públicos no

cometan irregularidades con el dinero que pertenece a todos

los chilenos, desviándolo hacia fines ilícitos -en otras

palabras, que no se lo roben-, sino que se utilice en forma

eficiente y se invierta bien. No basta que tengamos la

seguridad de que los funcionarios públicos no sustraen

dinero indebidamente, pues eso sólo es la mitad de la

medalla. La otra -particularmente la gente modesta que sabe

lo que cuesta el dinero- aspira a que los recursos del

Estado, que pertenecen a todos los chilenos, cuando se

anuncia que se van a destinar a determinada función social,

efectivamente se gasten y distribuyan bien, sin "pitutos",

padrinos o preferencias.

En tal sentido, el proyecto dispone que la

administración deberá observar los principios de probidad

administrativa, de la transparencia, de la eficiencia y de

la eficacia en el uso de los recursos públicos. Es decir,

da un paso adicional y no sólo se conforma con evitar que

el dinero sea sustraído indebidamente: pide al Estado que

lo gaste bien. En el fondo, un funcionario público que no

gasta bien los recursos perjudica enormemente, en especial,

a la gente más modesta, que es donde deben focalizarse y

allegarse los dineros del Estado.

En segundo lugar, dicha norma se complementa con dos

disposiciones, una de las cuales señala: "Las autoridades y

funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea

administración de los recursos públicos." Es decir, los

dineros no sólo deben gastarse bien, sino que, además, en

el contexto general, deben administrarse bien. Al

funcionario público que recibe una cantidad importante de

dinero para administrarlo, se le impone la obligación de

que lo haga bien, en forma adecuada y eficiente.

Por eso, lo anterior se complementa con la siguiente

norma: "3. Sustitúyese, en el artículo 4º, la frase "El

Estado será responsable por los daños que causen" por "La

Administración del Estado será responsable de los daños que

cause,". Puede parecer una cuestión técnica, pero no es

baladí.

Cuando un funcionario del Estado causa un perjuicio a

un particular, surge la pregunta si lo causó el Estado como

tal o el funcionario. Históricamente, se ha tratado de

señalar que quien causa el daño es el funcionario y, por lo

tanto, el Estado se hace el "leso" diciendo: "No tengo nada

que ver en esto; es un problema del funcionario", ante lo

cual el afectado expresa: "No, señor. El funcionario que

causó el daño es un representante del Estado.".

En consecuencia, el proyecto establece con claridad

que cuando se pruebe que existe un daño objetivo causado a

un particular por un funcionario que ejerce legítimamente

un cargo, quien deberá responder no es el funcionario, sino

el Estado de Chile, el que deberá indemnizar a ese

particular por los daños recibidos.

Como me acota con justa razón el Diputado señor

Ferrada, se perfeccionan las normas de lo que se denomina

responsabilidad extracontractual del Estado, es decir,

aquélla que no proviene de un contrato, sino de un acto

realizado o de negligencia de un funcionario.

El proyecto innova en cuanto a que ya no basta con que

los funcionarios públicos no sustraigan dinero del Estado.

Aquí quiero hacer una salvedad: en estas afirmaciones

no hay ninguna imputación a que en Chile los funcionarios

públicos tengan esa conducta como regla general; por el

contrario, su conducta, comparada con la de los

funcionarios de los demás países latinoamericanos, es

ejemplar, sin perjuicio de la necesidad de perfeccionar las

normas para avanzar en la materia.

En esta línea argumental, a la exigencia de que los

funcionarios públicos no sustraigan el dinero y lo

administren bien y en forma eficiente, se agrega que en el

cumplimiento de sus funciones deben procurar la

simplificación y rapidez de los trámites. Aquí hay una

cuestión de fondo. ¿Qué es lo que la gente más lamenta en

la Administración Pública? La burocracia, el papeleo, los

trámites; que la manden a buscar un papel a una oficina,

que vuelve y la mandan a buscar otro papel a otra oficina.

Le piden que vuelva dos días después; vuelve y le dicen que

se equivocó de oficina, y la gente termina, simplemente,

agotada de tanto trámite. La gente modesta no puede viajar

seis o siete veces a un lugar público y, por último,

renuncia al derecho de exigir en su propio beneficio lo que

establece la ley.

El proyecto señala que parte de la probidad en el buen

desempeño de la función pública es la simplificación y

rapidez de los trámites. Es decir, cuando tengan que hacer

un trámite, los chilenos podrán exigir al Estado que lo

haga rápido y de modo simplificado. La legislación de cada

ministerio deberá adecuarse a que los trámites sean rápidos

y simples. Se avanza un paso enorme en relación con el

concepto tradicional de probidad funcionaria.

Además, se incorpora una norma que prohíbe cualquier

discriminación ajena a la capacidad o idoneidad personal de

quien postule legalmente a desempeñar un empleo. Pretende

que nadie pueda ser discriminado en su trabajo por razones

políticas y terminar con los "pitutos". En la práctica,

significa que nadie puede ser discriminado por factores

ajenos a la capacidad que la persona demuestre en el

cumplimiento de sus funciones.

Se agregan los conceptos de conducta funcionaria

moralmente intachable y una entrega honesta y leal en el

desempeño de su función y su cargo, con preeminencia del

interés general sobre el particular.

El punto medular radica en que un funcionario público

que administra dineros del Estado debe tener una conducta

funcionaria moralmente intachable; es decir, no se es

funcionario público -y en esto incluyo a todos los poderes

del Estado- desde las 8 y media de la mañana hasta las 7 de

la tarde, sino todo el día. Y cuando se sostiene que debe

observar una conducta moralmente intachable, significa que

se hace extensiva la conducta idónea de quien ocupa el

cargo de funcionario público no sólo a las horas en que lo

ejerce, sino en su conducta diaria y permanente, porque es

ahí donde transmite seguridad y confianza a la ciudadanía

de que estamos en presencia de personas que realmente

merecen pertenecer a la Administración Pública chilena.

También resulta muy relevante el concepto de

transparencia y de que las actuaciones de la administración

son públicas. Quizás uno de los aspectos que la gente más

critica de las instituciones públicas, es la especie de

secreto con que se administran los recursos públicos y con

que se toman las decisiones; que no se sabe por qué cuando

hubo una licitación se le adjudicó a tal o cual empresa,

que no se sabe exactamente por qué se están gastando los

recursos de tal o cual forma.

Casi todos los artículos del título III que se agrega

establecen con claridad que debe existir transparencia en

el uso de los recursos públicos y que, por lo tanto, la

gente tiene pleno derecho a saber con exactitud en qué se

gasta la plata del Estado. No sólo que no se la roben -como

dijimos inicialmente-, que no la sustraigan; no sólo que

sea eficientemente administrada; no sólo que se utilice

bien y para los fines que señaló la ley al entregarle

determinados recursos a la Administración Pública, sino

que, además, la gente tenga derecho a saber en qué se gastó

la plata de todos los chilenos. Sin duda, ese aspecto

constituye una modernización importante dentro de la

Administración Pública.

Quiero referirme a dos aspectos centrales.

Uno de ellos -seguramente, las otras materias han sido

abordadas por los distintos señores parlamentarios- se

refiere a las declaraciones de patrimonio y de intereses.

Este es un aspecto realmente revolucionario en la sociedad

chilena.

La regla general es que las personas declaren su

patrimonio voluntariamente, porque en Chile no hay una

norma obligatoria que lo establezca. Es decir, cuando una

persona ocupa un cargo público en el Poder Legislativo, en

el Judicial o en la Administración Pública, centralizada o

descentralizada, la norma plantea que haga una declaración

jurada de sus bienes y que, al término de su gestión, haga

otra. Entonces, la gente compara y dice: "Este señor entró

a trabajar y tenía tantos bienes; se fue y tenía otra

cantidad." Si la diferencia es muy grande, existe el

legítimo derecho a preguntar de dónde sacó la plata para

cambiar casa y auto, comprarse fundo, etcétera. Obviamente,

la gente tendrá derecho a pedir que se investigue por qué

se ha enriquecido, en circunstancias de que es un

funcionario público con una remuneración limitada.

Obviamente, éste podrá justificar las razones del

incremento de sus recursos. Eso parece correcto y sano.

Pero la tendencia de las sociedades modernas es

agregar un factor distinto: la declaración de intereses.

Éstos no siempre se expresan en los bienes materiales de

una persona.

Por ejemplo, en el Parlamento inglés, al iniciar un

período, los parlamentarios declaran si son profesionales

en la actividad que desarrollan, quiénes les entregaron

recursos para el financiamiento de sus campañas, quiénes

los han invitado a viajes al extranjero. Hay un libro

publicado y nadie presume que alguien es culpable, pero es

legítimo que la comunidad conozca los intereses de

determinado parlamentario, funcionario judicial, ministro

de Estado o funcionario público de la administración

centralizada o no, para saber si el cargo y la acción que

desarrolla se topan con esos intereses. Indiscutiblemente,

si así ocurre, se produce una incompatibilidad con el

ejercicio del cargo.

Además, sirve para saber, a ciencia cierta, si esa

persona ha hecho tráfico de influencias para favorecer sus

propios intereses, acciones en sociedades, participación en

empresas, en industrias, en actividades comerciales, o en

el ejercicio de profesiones independientes o liberales. Y

es legítimo que la sociedad quiera conocer los intereses

patrimoniales de este señor, para saber si cuando actúa lo

hace en defensa del interés de la comunidad o de sus

intereses personales.

Lo correcto no es ni siquiera impedir que una persona

con ambos intereses sea inhibida; se le debe sancionar -

como lo hace esta norma- cuando utiliza indebidamente su

influencia para favorecer sus propios intereses y no el

bien general de la sociedad, o cuando usa información

privilegiada para favorecer sus propios intereses

patrimoniales y no actúa lealmente para el interés y el

bien común de la sociedad.

A mi juicio, la incorporación de la declaración de

intereses da plena transparencia al ejercicio de los cargos

públicos.

Ojalá en el futuro esto pueda materializarse, para que

en el Parlamento, en el Poder Judicial y en el Ejecutivo

exista lo que en Europa: un documento, un libro que se

publique, en el que se señale que tales personas

financiaron mi campaña política; que tales personas me han

invitado en distintas oportunidades a conocer aspectos

relevantes para determinada legislación; que tengo

vinculaciones con tales personas a través de relaciones

profesionales y comerciales. ¿Qué da eso? Tranquilidad al

funcionario honesto, por cuanto no es pecado ejercer

simultáneamente las actividades privada y pública. La gente

se puede informar y nadie puede decir mañana que no tuvo

conocimiento o información de lo que se estaba haciendo.

Sin embargo, en esta disposición hay una norma -y

ahora me remito a la declaración de patrimonio- que me

parece absolutamente exagerada -el artículo 61, inciso

primero, página 43 del informe-, que señala: "La

declaración de patrimonio deberá contener la

individualización de todos los bienes inmuebles del

funcionario. Incluirá, además, mención de los bienes

muebles de significación económica relevante", etcétera.

"Comprende-rá, asimismo, la individualización de los

contratos de cuenta corriente que tenga suscritos en Chile

o en el extranjero, así como de las obligaciones

patrimoniales que constituyan el pasivo del funcionario". A

mi juicio, aquí se cae en un terreno que es francamente

exagerado. Agrega: "Incluirá, también, un estado general de

situación de los bienes de su cónyuge, hijos y adoptados".

Quiero decir con toda franqueza, que dificulto que en

una sociedad moderna la señora de un político o

parlamentario, o un hijo quieran que se metan en su

patrimonio. A mi juicio, esto es una exageración. Donde yo

tenga interés como sociedad, perfecto; donde estén mis

intereses, perfecto. Pero, ¿por qué para el ejercicio de un

cargo voy a tener que señalar todos los bienes que tenga mi

señora?

Si alguien presupone que mi señora o la de cualquier

parlamentario o autoridad tiene bienes que, por sus

ingresos económicos, no puede justificar, tiene un camino

muy simple: se dirige al director de Impuestos Internos,

quien, ante el caso propuesto, lo cita a las oficinas del

Servicio donde le piden que justifique sus ingresos, y

fundamente por qué figuran a su nombre tales o cuales

acciones, bienes, propiedades y lo demás.

A mi juicio, extender esta disposición a los hijos, a

los adoptados y al cónyuge, francamente excede lo que

corresponde a la sana doctrina, esto es, que el funcionario

público declare su patrimonio e intereses y, evidentemente,

acredite aquellos aspectos donde él con su cónyuge tengan

una sociedad, porque obviamente, él tiene un interés, pero

no hay por qué exigir que la cónyuge declare su patrimonio

personal, más aun cuando en la sociedad moderna las mujeres

y los hombres ejercen profesiones liberales, poseen bienes

propios y pueden ejercer actividades privadas. Por lo

tanto, no veo por qué obligarla a entregar antecedentes que

son propios de la privacidad de una persona que no pretende

meterse en el mundo público.

Y para que no se diga que a través de los bienes del

cónyuge se pretende ocultar patrimonio, quiero desmentir

tajantemente eso, porque en la declaración de intereses es

evidente que el cónyuge señalará que él tiene interés en

aquellos aspectos patrimoniales que pertenezcan a su

señora, porque, sin duda, en caso de sucesión por causa de

muerte ella tendrá el carácter de heredera y, por lo tanto,

un interés real respecto del destino que ese patrimonio

pueda tener.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, le queda un minuto de sus dos discursos.

 

El señor ESPINA.- El Diputado señor Galilea me ha

señalado que ha sido presentada una indicación para que sea

analizada por la Comisión.

Las normas de este proyecto se hacen extensivas no

sólo a los funcionarios de la Administración Pública, sino

también -y en esto hay un compromiso- a los funcionarios

del Congreso, a los parlamentarios -ya que no constituyen

una casta privilegiada en materia de normas de probidad y,

por lo tanto, hay que hacer la modificación a la ley

orgánica del Congreso, de lo cual quedó constancia en la

Comisión-, a los funcionarios del Poder Judicial, de la

administración centralizada o descentralizada, y a todos

aquellos que tengan cargos públicos de relevancia y actúen

con dineros que pertenecen al Estado.

En consecuencia, la bancada de Renovación Nacional

valora el trabajo hecho en la Comisión de Constitución y

anuncia su voto a favor del proyecto. Además, nos sentimos

muy congratulados porque, a través de las iniciativas

legales que en su oportunidad presentamos con el Diputado

señor Coloma, en representación de la UDI y de Renovación

Nacional -tras un debate que estuvo por sobre las

diferencias políticas y donde tuvo una destacadísima

participación el Ministro Genaro Arriagada, quien logró

conciliar estos distintos criterios-, se logró aprobar un

proyecto que será una contribución importante para la

modernización del país.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Gracias,

señor Diputado.

Quedan cinco minutos para que termine el Orden del Día

y están inscritos los Diputados señores Gutenberg Martínez,

Felipe Letelier, Ferrada, Latorre y Galilea.

Tenemos dos opciones: o procedemos a votar y los

señores Diputados insertan sus discursos de acuerdo con el

Reglamento, o les damos cinco minutos a cada uno -así

extenderíamos por 25 minutos el Orden del Día- para que

expongan o redondeen sus ideas, satisfaciendo de esa manera

sus legítimos deseos de intervenir en la discusión de este

importante proyecto.

Tiene la palabra el Diputado señor Pizarro.

 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ocurre que, a

continuación, debemos tratar un muy importante informe de

la Comisión de Esval, que requerirá la atención de esta

Sala.

Este proyecto se discutió ayer, ha sido largamente

analizado y, por lo que se ha expresado, hay un consenso

bastante generalizado. De modo que solicito que procedamos

a votar, como está considerado en el Orden del Día.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Galilea.

 

El señor GALILEA.- Señor Presidente, renuncio a mi

derecho de usar de la palabra.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Gutenberg Martínez.

 

El señor MARTÍNEZ (don Gutenberg).- Señor Presidente,

no tengo inconveniente en entregar mi texto por escrito.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).-En

consecuencia, no hay acuerdo para aprobar la proposición de

la Mesa.

Tiene la palabra el Diputado señor Latorre.

 

El señor LATORRE.- Señor Presidente, antes quiero

saber qué se hará.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- No habiendo

acuerdo para conceder cinco minutos a los señores Diputados

que estaban inscritos, procederemos a votar el proyecto en

general.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, quiero hacer

presente que en una discusión de este tipo lo habitual es

que se respete el derecho de las personas inscritas para

intervenir. A varios señores Diputados no se les ha

limitado el tiempo. Incluso, en la mañana, han intervenido

dos o tres veces. Me parece poco apropiado que cuando

quedan dos o tres personas inscritas se les impida

intervenir. Yo, por lo menos, quiero manifestar mi protesta

por este hecho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, se han destinado tres órdenes del día a este

proyecto y ningún señor Diputado ha repetido su

intervención, porque, de acuerdo con el Reglamento, eso no

es posible.

La Mesa planteó la posibilidad de conceder cinco

minutos a quienes están inscritos, pero no hubo acuerdo

para ese efecto. En consecuencia, procederemos a votar.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- ¿Me permite, señor

Presidente?

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra Su Señoría.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente,

lamento que se proceda en esa forma, porque desde ayer

estamos inscritos para intervenir. Si bien existe gran

consenso sobre el proyecto, no es menos efectivo que

destinar dos días para intervenir, no es prudente, sobre

todo en esta Corporación, donde se expresan opiniones que

van más allá de lo personal.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, así está acordado por la Sala, y la Mesa debe

cumplir con el Reglamento.

 

-En conformidad con el artículo 85 del Reglamento, se

incluyen las siguientes intervenciones no pronunciadas en

la Sala:

 

El señor MARTÍNEZ (don Gutenberg).- Señor Presidente,

anuncio indicaciones a los artículos 59 y 70, destinadas a

precisar el contenido y fijar plazo a esas disposiciones.

En honor al tiempo, quiero sintetizar mis opiniones

sobre los siguientes puntos:

1) El tema de la ética y la probidad es de primerísima

importancia y este valioso proyecto es parte de una tarea

mayor que debemos continuar en este Parlamento.

2) En este contexto, necesitamos perfeccionar y

modernizar nuestra legislación en relación al resto de

los Poderes del Estado y no limitarnos solamente a lo

relativo a la administración del Estado.

Por eso, soy partidario de complementar esta estupenda

iniciativa del Gobierno en el trámite siguiente, en nuestra

Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.

3) A su vez, creo que la Cámara debe adoptar nuevas

iniciativas, razón por la cual me permito insistir en que

esta Sala se pronuncie respecto del proyecto de acuerdo

que hace algún tiempo presenté y que postula la creación

de una Comisión de Ética en nuestra Corporación.

4) Por otra parte, debo señalar que, a mi juicio, no se

puede limitar el tema de la ética sólo al ámbito de los

Poderes e instituciones públicos. Creo que la

preocupación debe extenderse a toda la sociedad y, por

ende, al mundo de lo privado.

En esta perspectiva, me parece indispensable que toda

asociación gremial de nuestro país deba contar con un

Código de Ética y una Comisión que supervigile el

cumplimiento de las normas que la entidad haya establecido.

Estoy redactando un proyecto de ley a este respecto,

el que aspiro que sea aprobado por los colegas.

No extiendo más mi intervención, a fin de atenerme al

tiempo asignado.

He dicho.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente,

Honorable Cámara:

En primer lugar, se debe rescatar el hecho de que este

proyecto, que fue iniciado en moción, fue acogido por el

Ejecutivo y en él se recogen las recomendaciones que

entregara la Comisión Nacional de Ética Pública.

Se debe destacar también el hecho de que con él se

intenta desarrollar un cuerpo normativo coherente y

sistemático, en el cual se recoja la dispersa normativa que

cautela la probidad en la función pública. Con esto se

favorece su promoción, comprensión y cumplimiento por parte

de los llamados a respetarlo.

Es necesario hacer notar, sin embargo, que para lograr

transparencia, eficiencia, probidad y responsabilidad en la

gestión pública, no basta sólo el establecimiento de

obligaciones y sanciones, sino que también se hace

necesario establecer mecanismos de premios y ascensos para

los buenos funcionarios.

Se debe poner énfasis en la necesidad de incorporar

las normas de este texto a los cuerpos legales que regulan

a los funcionarios del Poder Judicial y del Congreso

Nacional, para de esta manera establecer normas comunes

para todos los funcionarios del Estado. En este sentido,

sería conveniente la incorporación de una norma que

estableciera la obligatoriedad del examen antidrogas para

todas aquellas personas que ingresan a prestar servicios a

un organismo estatal.

La política también debe ser vista como una función

pública relevante en nuestro país, por lo mismo, se hace

urgente la dictación de normas que regulen los gastos de

las campañas electorales de manera de establecer

condiciones de igualdad para todos los candidatos y

partidos. A su vez, es necesario implementar mecanismos de

financiamiento de los partidos políticos, los cuales

deberían llevar una contabilidad pública de sus ingresos y

egresos y en donde pueda consultar cualquier ciudadano.

Por último, se debe establecer requisitos de no manejo

de negocios propios por parte de los representantes

ciudadanos, ya que de esta manera estaremos evitando la

suspicacia permanente sobre los políticos, de los cuales se

piensa que constantemente están realizando tráfico de

influencias.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se suspende la sesión

por cinco minutos.

 

-Se suspendió la sesión.

 

-Transcurrido el tiempo de suspensión.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En votación la idea de

legislar respecto del proyecto de ley sobre probidad

administrativa aplicable a los órganos de la Administración

del Estado.

En primer lugar, se votarán aquellos artículos que no

requieren quórum calificado y después, en forma separada,

los artículos 1º, 2º y 3º.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 78 votos. No hubo votos por la negativa ni

abstenciones.

 

-Aprobados.

 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, no aparece mi

voto.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, en

proyectos de quórum calificado no se pueden agregar votos.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Arancibia, Ascencio, Ávila,

Aylwin (don Andrés), Balbontín, Bayo, Bombal, Caminondo,

Ceroni, Coloma, Correa, Cristi (doña María Angélica), De la

Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde, Encina, Errázuriz, Espina,

Estévez, Fantuzzi, Ferrada, Gajardo, Galilea, García (don

René Manuel), García (don José), Girardi, Gutiérrez, Hamuy,

Hernández, Huenchumilla, Jara, Jeame Barrueto, Karelovic,

Kuschel, Latorre, Leay, Letelier (don Felipe), Longton,

Luksic, Makluf, Martínez (don Gutenberg), Matthei (doña

Evelyn), Melero, Naranjo, Ojeda, Ortiz, Palma (don Andrés),

Palma (don Joaquín), Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don

Víctor), Prokuriça, Rebolledo (doña Romy), Reyes, Ribera,

Rodríguez, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Seguel,

Soria, Sota, Taladriz, Tohá, Ulloa, Urrutia (don Raúl),

Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Venegas,

Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Villouta, Walker y

Zambrano.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Si le parece a la

Sala, se aplicará la misma votación para los artículos 1º,

2º y 3º.

 

Varios señores DIPUTADOS.- No, señor Presidente.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay acuerdo.

En votación los artículos 1º, 2º y 3º, que requieren

67 votos a favor para ser aprobados.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 77 votos. No hubo votos negativos ni

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Aprobada la idea de

legislar sobre el proyecto.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Arancibia, Ascencio, Ávila,

Aylwin (don Andrés), Balbontín, Bayo, Bombal, Cardemil,

Ceroni, Coloma, Correa, Cristi (doña María Angélica), De la

Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde, Encina, Espina, Estévez,

Fantuzzi, Ferrada, Gajardo, Galilea, García (don René

Manuel), García (don José), Girardi, Gutiérrez, Hamuy,

Hernández, Huenchumilla, Jara, Jeame Barrueto, Karelovic,

Kuschel, Latorre, Leay, Longton, Luksic, Makluf, Martínez

(don Gutenberg), Matthei (doña Evelyn), Melero, Naranjo,

Ojeda, Ortiz, Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín),

Paya, Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don

Víctor), Pizarro, Prokuriça, Rebolledo (doña Romy), Reyes,

Ribera, Rodríguez, Saa (doña María Antonieta), Sabag,

Seguel, Sota, Taladriz, Tohá, Ulloa, Urrutia (don Raúl),

Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Venegas,

Viera-Gallo, Vilches, Villegas, Villouta, Walker y

Zambrano.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

señor Ministro, don Genaro Arriagada.

 

El señor ARRIAGADA (Ministro Secretario General de la

Presidencia).- Señor Presidente, quiero agradecer a la

Honorable Cámara, a los Diputados de Gobierno y de

Oposición, por el acuerdo unánime respecto del proyecto. El

hecho de que podamos mostrar al país que somos capaces de

generar una política de Estado, por sobre las diferencias

legítimas que existen entre nuestros partidos y entre el

Gobierno y la Oposición, sobre una materia como la probidad

pública, es algo que agradezco en nombre del Gobierno del

Presidente Frei y creo que la comunidad nacional debe mirar

como un signo muy importante del buen funcionamiento de

nuestra democracia.

Muchas gracias.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El proyecto pasa a

segundo informe.

-El proyecto fue objeto de las siguientes

indicaciones:

 

Al artículo 2º

1. Del señor Elgueta para incorporar en el inciso

primero del artículo 54 que se agrega a la ley Nº 18.575,

a continuación del vocablo "Administración", la palabra

"Civil".

2. Del señor Elgueta para agregar el siguiente inciso

tercero, nuevo, al citado artículo 54:

"El personal de las Fuerzas Armadas, de Orden y

Seguridad Pública, se regirá por lo dispuesto en el

artículo 60 de este título.".

3. Del señor Coloma para eliminar el inciso segundo del

nuevo artículo 57.

4. De los señores Chadwick y Longueira para agregar en

el artículo 57, la siguiente letra d), nueva:

"d) Las personas a quienes le fuere comprobado el

hecho de ser consumidores de sustancias estupefacientes que

estuvieren prohibidas por la ley.".

5. Del señor Luksic para agregar en el inciso primero

del nuevo artículo 59, reemplazando el punto final (.)

que figura a continuación de la palabra "funcionario" por

una coma (,), lo siguiente "sin perjuicio de las

prohibiciones y limitaciones establecidas por la ley.".

6. De los señores Gutenberg Martínez y Coloma para

eliminar en el inciso tercero del artículo 59, la

expresión "la realización de cualquier gestión ante los

órganos u organismos de la Administración, distinta del

ejercicio de sus derechos,".

7. De los señores Viera-Gallo, Errázuriz, Navarro y

Felipe Letelier para incluir en el inciso primero del

artículo 60, a continuación de la expresión "los

Ministros de Estado,", lo siguiente: "los Senadores y

Diputados,".

8. Del señor Elgueta para agregar en el inciso primero

del artículo 60, a continuación de "las empresas del

Estado", las palabras "creadas por la ley."

9. Del señor Errázuriz para consultar en el inciso

primero del artículo 60, luego de la expresión "Seguridad

Pública" las palabras "y los funcionarios del Poder

Judicial."

10. De los señores Espina y Galilea para eliminar en el

inciso primero del artículo 61, la oración final:

"Incluirá, también, un estado general de situación de los

bienes de su cónyuge, hijos y adoptados.".

11. Del señor Errázuriz para intercalar el siguiente número

7, nuevo en el artículo 69:

"7. En el caso de los funcionarios del Poder Judicial,

recibir cualquier estipendio por gestiones o actuaciones

que les corresponda de acuerdo a sus funciones.".

12. Del señor Elgueta para intercalar en el inciso primero

del artículo 70, a continuación de la forma verbal

"Prohíbese", la siguiente expresión ",por un año desde el

cese de sus funciones,".

13. De los señores Gutenberg Martínez y Coloma para

intercalar en el artículo 70 el siguiente inciso segundo,

nuevo:

"Esta prohibición se extenderá por un año, contado

este plazo desde el momento en que el ex funcionario haya

terminado su relación con el organismo del Estado

respectivo."

 

Al artículo 4º

Número 6.

14. Del señor Luksic para agregar en el artículo 87, a

continuación del guarismo "18.575", sustituyendo el punto

final (.) por una coma (,), lo siguiente: "sin perjuicio

de las prohibiciones y limitaciones establecidas por la

ley.".

 

Artículos nuevos

15. Del señor Elgueta para consultar el siguiente artículo

6º, nuevo:

"Artículo 6º.- Modifícase el Código Penal de la

siguiente forma:

1. Agrégase en el artículo 246 el siguiente inciso

tercero:

"El que habiendo dejado la calidad de empleado

público, cometiere las conductas descritas en los incisos

precedentes, sufrirá la pena de presidio o reclusión menor

en sus grados medio a máximo.".

2. Agrégase en el inciso final del artículo 247,

suprimiendo el punto final (.) la siguiente oración: "y a

los que habiéndolos recibido en razón de sus funciones de

empleado público, los develaren con posterioridad al

término de ellas.".".

16. De los señores Viera-Gallo, Errázuriz y Sota para

consultar el siguiente artículo nuevo:

"Artículo... Agrégase la siguiente oración en el

inciso final del artículo 2º de la ley

Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional:

"Se les aplicará igualmente las normas sobre probidad

de la ley de Bases de la Administración del Estado.".

 

-o-

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se encuentran en las

tribunas los señores decanos de las facultades de ciencias

agropecuarias de las universidades chilenas. Ellos han sido

invitados por la Comisión de Agricultura de la Corporación

para participar en una sesión de trabajo destinada a

conocer su opinión en relación con los desafíos de nuestra

agricultura.

Agradecemos que nos acompañen.

 

Aplausos.

 

Asimismo, se encuentran presentes en la tribuna de

honor los integrantes de la selección chilena de fútbol que

obtuvo el tercer lugar en el Campeonato Mundial de 1962,

encabezados por su capitán, don Sergio Navarro, a quienes

saludamos.

Junto con agradecer su presencia en la Cámara,

esperamos que su ejemplo contribuya al éxito de los nuevos

desafíos que debe enfrentar en este momento nuestro fútbol.

 

-Aplausos.

 

-o-

 

INFORME DE LA COMISIÓN INVESTIGADORA DE LA SITUACIÓN DE

ESVAL.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Por acuerdo de los

Comités, en el tiempo destinado a proyectos de acuerdo y a

la hora de Incidentes, aumentada en un 75 por ciento, se

considerará el informe de la Comisión investigadora de la

situación que afecta a Esval por la paralización de las

obras del colector de Valparaíso.

Diputado informante es el señor Aníbal Pérez, a quien

ofrezco la palabra hasta por treinta minutos.

 

Antecedentes:

-Informe de la Comisión Investigadora, boletín Nº 24,

sesión 11ª, en 2 de julio de 1996. Documentos de la Cuenta

Nº 30.

 

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, en mi

calidad de Diputado informante me corresponde, en esta

oportunidad, dar cuenta sobre el trabajo desarrollado por

la Comisión investigadora de la situación que afecta a

Esval por la paralización de las obras del colector Viña

del Mar-Valparaíso.

Antes de entrar a detallar el informe mismo, deseo

referirme a algunas situaciones que cruzaron

permanentemente el debate de la Comisión y que, en

definitiva, atentaron contra una mejor, más eficiente y

eficaz labor investigadora. Fueron constantes las

descalificaciones y los conflictos surgidos entre los

integrantes de la Comisión, motivados,

-diría-, fundamentalmente, por la conducción errática y

prejuciosa de su Presidente; actuaciones que en algunos

casos limitaron...

 

El señor BOMBAL.- ¡Señor Presidente, está calificando!

 

Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, no

puedo continuar.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Voy a suspender la

sesión por tres minutos y pido a los jefes de bancada y al

señor Diputado informante que se acerquen a la Mesa un

momento.

 

-Se suspende la sesión.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Continúa la sesión.

Tiene la palabra el Diputado señor Ávila para

referirse a un asunto reglamentario.

 

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, creo tener derecho

a exigir al Diputado informante, señor Aníbal Pérez, que no

se refiera al informe de minoría por carecer absolutamente

de objetividad para ello.

Por lo tanto, solicito que inmediatamente después de

su intervención se me autorice para hacer la mía, en

atención al hecho de que la posición de la minoría

expresada en la Comisión debe formar parte del debate;

resultaría absurdo y no tendría sentido exponerla al final.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En primer lugar,

solicito a todos los Diputados presentes en la Sala que no

se refieran con calificativos respecto de otros colegas. Me

parece que no está en nuestras normas ni ayuda al debate

decir que alguno es prejuicioso o que otro no es objetivo.

Pido a todos los Diputados que hagan un esfuerzo por

atenerse a los méritos del asunto. De acuerdo con nuestro

Reglamento, no podría aceptar imputaciones personales entre

los parlamentarios.

Reglamentariamente, el informe de la Comisión

investigadora es entregado, en su totalidad, por la persona

que ésta designe, en este caso, el Diputado señor Aníbal

Pérez. Ahora bien, si usted desea hacer uso de la palabra a

continuación, una vez que concluya el Diputado informante,

en su momento, lo someteré a votación de la Sala, por

cuanto nuestro Reglamento establece un turno entre los

distintos Comités.

Tiene la palabra el Diputado señor Aníbal Pérez.

 

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señor Presidente, he

tratado de ser lo más fiel posible en el relato de los

hechos que ocurrieron durante el curso de la investigación.

Quiero señalar muy responsablemente que la conducta del

Presidente de la Comisión fue motivo de dos censuras que

fueron rechazadas, lo que, en definitiva, fundamentó una de

las proposiciones que ésta hace a la Sala, cual es ver la

posibilidad de modificar el actual Reglamento que norma el

funcionamiento de las Comisiones investigadoras de la

Cámara de Diputados.

La situación que motivó la formación de esta Comisión

tuvo su origen en la inquietud creada en la Quinta Región

y, por qué no decirlo, en el país entero, por la

paralización de las obras del colector, la que venía

anticipándose -desde mucho antes de que ella se hiciera

efectiva- por algunos señores Diputados y por innumerables

publicaciones en medios de comunicación, dado el cúmulo de

irregularidades que durante su desarrollo se observaban.

En esta ocasión, no puedo hacer una relación completa

del informe, pero quiero decir que contiene latamente todos

los hechos y antecedentes que fundamentan sus conclusiones.

En consecuencia, limitaré mi informe a algunos aspectos que

he considerado relevantes y graves y que, de alguna manera,

marcaron lo que fue el trabajo de la Comisión.

El primero de ellos, y quizás el más importante, se

refiere al cambio del método constructivo. En primer lugar,

es útil hacer presente a los colegas Diputados que, en la

actualidad, los sistemas existentes de alcantarillado de

aguas servidas del Gran Valparaíso, conformado por las

comunas de Villa Alemana, Quilpué, Viña del mar y

Valparaíso, descargan sus afluentes en los cursos hídricos

del área, los que desembocan al mar con el consiguiente

riesgo para la salud humana y un importante deterioro

ambiental.

Considerando esta grave situación, la empresa Esval

encargó el estudio y realización de un proyecto de colector

entre Viña y Valparaíso a la firma GKW Consultants, que

formaba parte de un proyecto integral de alcantarillado del

Gran Valparaíso, que permitiera transportar las aguas

servidas de estas comunas. Este proyecto debió ejecutarse,

según dicho estudio, en todas sus instalaciones, por el

sistema tradicional denominado zanja abierta.

Al llamado a propuesta para la ejecución de las obras

consultadas en dicho proyecto, se presentaron once

empresas, adjudicándoselo el Consorcio Oceánico Ltda.,

formado por la empresa argentina Benito Roggio e Hijos S.A.

y la Compañía Brasileña de Proyectos y Obras C.B.P.O., en

la suma total de 4.387.631.441 pesos.

Con fecha 20 de enero de 1993, se formalizó una

modificación del contrato, la primera y más importante de

las que experimentó el contrato de ejecución de la obra,

sustituyéndose el sistema de zanja abierta propuesto por el

contratista, el que considera la instalación de

aproximadamente 4.917 metros de tuberías, por el sistema de

hincamiento horizontal, pipe-jacking o sistema no

destructivo.

Este cambio de método constructivo marca, de modo

irrefutable, el posterior desarrollo de los trazos del

colector, pues significó, en la práctica, la elaboración de

un nuevo proyecto de ingeniería que el Consorcio Oceánico

nunca elaboró en su integridad y que terminó -casi después

de un año- elaborado y pagado por Esval.

Las ventajas que acarreaba la aplicación del sistema

pipe-jacking consistían principalmente en que se evitaban,

en gran medida, las interferencias al tránsito vehicular y

mejoraba el diseño hidráulico del colector; pero

presentaba, como significativa desventaja, la insuficiente

experiencia en su aplicación en nuestro país, aparte del

mayor costo adicional que, a esa fecha, según el

contratista, era de 270 millones de pesos. De este modo, en

enero de 1993, el proyecto alcanzaba un nuevo precio: 4.657

millones de pesos y fracción.

La ejecución de las obras por este nuevo sistema

presentó, desde un comienzo, innumerables problemas

verificados por la Inspección Técnica de la Obra, por Esval

y por la Contraloría Regional de la República, los que se

analizan en el informe que los señores Diputados tienen en

su poder.

Respecto de la modificación del contrato original para

sustituir el método constructivo, la Comisión recibió una

serie de antecedentes y testimonios que siembran un manto

de interrogantes y dudas sobre el papel que al respecto

desempeñaron los ejecutivos y directores de Esval.

En primer lugar, existen antecedentes que dan cuenta

de negociaciones oficiosas entre el Consorcio Oceánico y la

plana ejecutiva de Esval desde el momento mismo de la

adjudicación, si no antes, para cambiar el método

constructivo de zanja abierta por el de pipe-jacking, que

motivaron, incluso, un viaje a Alemania de dos ejecutivos

de la empresa, para observar los trabajos de este sistema,

que no era conocido en Chile. Es decir, mientras continuaba

el proceso normal para la firma del contrato de

construcción licitado originalmente, paralelamente se

realizaban negociaciones oficiosas para alterarlo en forma

substancial y, aún más, el Consorcio adquiría

anticipadamente las maquinarias necesarias para ejecutarlo

bajo la modalidad del nuevo método constructivo.

En segundo lugar, hay antecedentes que vinculan, desde

antes de la licitación, a los ejecutivos de Esval con

personeros de las empresas que conformaron el Consorcio

Oceánico, tales como viajes al extranjero, reuniones y

almuerzos, que podrían permitir suponer la existencia de

negociaciones inconvenientes, al menos desde un punto de

vista ético para un funcionario público.

Tales hechos y antecedentes, a juicio de la Comisión,

y por la carencia absoluta de instrumentos que permitan

agotar la investigación en esta instancia, deben

necesariamente ser investigados por la vía judicial, con el

objeto de aclarar sus circunstancias y, eventualmente,

asignar las responsabilidades pertinentes, si ello fuera

procedente.

El segundo aspecto que creo necesario resaltar dice

relación con las sucesivas modificaciones que experimentó

el contrato original con el Consorcio, al cual, en la

práctica, desnaturalizaron en su esencia y elevaron su

costo a más de 9.100 millones de pesos, a los que deben

agregarse los costos que, por concepto de asesorías e

impuestos, tuvo que soportar a su cargo Esval.

Una breve síntesis de tales modificaciones se

encuentra consignada en la página 50 del informe. Allí se

aprecia cómo en cada modificación del contrato, Esval va

haciendo suya la mayoría de las obligaciones que en el

contrato original eran propias del contratista, tales como

la responsabilidad por el diseño de ingeniería del método

constructivo pipe-jacking, obtención de permisos

municipales, contratación de asesorías externas, de

segregación de las obras, etcétera. Todo ello permite

suponer una especie de entreguismo por parte de la empresa

sanitaria a los intereses del contratista, sin que ninguno

de sus ejecutivos ni directores adoptara alguna decisión

rectificatoria en tal sentido.

Pero aún hay más. Todos los cambios y modificaciones

del contrato original, que siempre fueron en beneficio del

contratista, se hicieron a sabiendas de que los trabajos

que éste ejecutaba eran ineficientes y adolecían de serias

deficiencias constructivas. Ello se encuentra acreditado en

más de dos mil comunicaciones que la Inspección Técnica de

la Obra envió tanto al Consorcio como a Esval, dando cuenta

del avance de la ejecución de las obras.

Quiero detenerme en este punto para reflexionar, junto

a ustedes, respecto de una situación que acontece en agosto

de 1993 y que, de alguna manera, refleja en toda su

dimensión el caos que existía al interior de Esval respecto

del tema del colector.

En esa época, las deficiencias observadas en la

ejecución de la obra eran de tal magnitud que Esval decide,

con la anuencia del Banco Mundial, poner término al

contrato con el Consorcio Oceánico, y ordena a la

Inspección Técnica dar un plazo de 14 días para reparar

todas las deficiencias anotadas.

Mientras está en vigencia dicho plazo de 14 días,

Esval inicia conversaciones informales con el contratista

para la modificación del contrato que permitiera la

continuación de las obras y, por otro lado, la Inspección

Técnica, que había venido sosteniendo reiteradamente que el

Consorcio era ineficiente, gira su posición en 360 grados y

afirma, al cabo de esos 14 días, que el contratista ha

satisfecho todos los requerimientos que se le han formulado

y que Esval puede estar segura de que la ejecución de las

obras está en buenas manos.

Realmente, tal incoherencia nunca tuvo una explicación

satisfactoria para los miembros de la Comisión. El punto

que me parece relevante destacar es la participación del

Banco Mundial en todo el desarrollo de la obra del

colector.

En primer lugar, para información de los colegas

parlamentarios, quiero señalar que en agosto de 1991 se

suscribió en Washington un contrato de crédito, en virtud

del cual el Banco Mundial otorgó a Esval un crédito por 50

millones de dólares, con el objeto de financiar un proyecto

de perfeccionamiento ambiental del área del Gran

Valparaíso. El crédito, además, fue garantizado por la

República de Chile.

Como dije anteriormente, Esval, por contrato celebrado

en septiembre de 1992, encargó a la constructora Oceánica

la ejecución de las obras del colector en un precio inicial

de 4.283 millones de pesos y fracción. A partir de esa

fecha, este contrato sufre una serie de modificaciones que,

en definitiva, significaron hechos evidentemente

perjudiciales para Esval.

En diciembre de 1993, se efectuó la tercera

modificación más importante, que se realizó a través de un

acta de acuerdo fechada en Washington, el 14 de abril de

1994, y que fue ratificada por el llamado "acuerdo", de

fecha 21 de abril del mismo año. En esa modificación, se

determinó como nuevo precio del contrato original la suma

8.268 millones de pesos y fracción, duplicándose así el

valor inicial del mismo contrato, que ascendía 4.283

millones de pesos.

Todas estas modificaciones -tres o cuatro- fueron

analizadas y aprobadas por el Banco Mundial, que sugirió

muchas de las soluciones adoptadas por Esval, como se da

cuenta en el presente informe.

Asimismo, y lo que es más grave, las anomalías e

incompetencias del contratista fueron conocidas por el

Banco Mundial. Tanto es así que ese organismo financiero,

en agosto de 1993, había sugerido a Esval la contratación

de un experto internacional en pipe jacking para que

emitiera un informe dando su opinión sobre los problemas

generados por la constructora Consorcio Oceánico en la

construcción del colector. Aun así, a pesar de eso, siempre

privilegió su continuación al frente del contrato.

No obstante, con fecha 4 de enero de 1995, el

Consorcio abandonó los trabajos del colector debido a que,

a pesar de todas las modificaciones contractuales

referidas, que implicaron duplicar el precio original de la

licitación, no fue capaz de resolver los problemas técnicos

que su propia ineficiencia y negligencia habían ocasionado

en la ejecución de las obras.

Al término del contrato con el Consorcio, la gerencia

de la empresa, al evaluar la situación de las obras,

determinó que existía la posibilidad de terminarlas antes

del verano 1995-1996, si éstas eran reiniciadas a la

brevedad. Esta posibilidad debería estar enmarcada dentro

de las exigencias del Banco Mundial en cuanto al

financiamiento de la obra y dentro de un precio que no

significara un aumento sustancial del valor del contrato

establecido con el Consorcio Oceánico. Se determinó, por

parte de la evaluación del experto internacional en pipe

jacking, que la obra no presentaría dificultades técnicas

adicionales a las ya presentadas y se siguió trabajando con

ello para resolver los puntos de duda o conflicto que

habían aparecido.

Dentro de este análisis se establecieron dos cursos de

acción posibles: uno, seguir las obras sin hacer un llamado

de licitación o, dos, contratarlas a través de un llamado

de licitación pública.

La segunda posibilidad no pareció eficiente, por

cuanto se estimó que el lapso para llevar a cabo el proceso

de licitación excedía al deseado para terminar la obra del

colector.

Al plantearse el problema al Banco Mundial, éste

aceptó cualquiera de las dos posibilidades antes señaladas,

optando la empresa por la primera; esto es, contratar

directamente la obra por la modalidad de suma alzada, ante

lo cual el banco puso como condición el que ésta debería

realizarse por el subcontratista en hincado, la firma Iseki

Inc., ya que por razones de experiencia técnica,

disponibilidad de equipos en el país, tiempo de reinicio de

faenas y costos asociados, era la más conveniente. Se

dispuso, además, utilizar el contrato tipo para obras

menores en uso en el banco.

El texto definitivo del contrato fue puesto en

conocimiento del Banco Mundial, viajando al efecto una

comisión a Washington, lugar donde se afinaron los últimos

detalles.

Con la no objeción del Banco Mundial, finalmente el 3

de abril de 1995 se suscribió el respectivo contrato de

construcción entre Esval e Iseki Inc. El precio del

contrato fue la suma de 3 millones y medio de dólares más

1.737 millones y fracción. Aproximadamente, 8 millones de

dólares.

En septiembre de 1995, es decir, cinco meses después

de firmar el contrato, Iseki Inc. abandonó las obras del

colector.

La Comisión investigadora ha solicitado y obtenido del

Banco Mundial la remisión de todos los documentos y

antecedentes necesarios para colocar en acción el Comité de

Inspección de ese organismo crediticio, que es

independiente de la administración, con el objeto de

revisar algunos hechos que permitirían aclarar todo lo

ocurrido en el desarrollo de los trabajos del colector.

La posición de la Comisión es coincidente con los

deseos del nuevo directorio y la administración de Esval,

interesados en dar buen término al proyecto de la manera

más eficiente posible, y despejar todo lo ocurrido con su

desarrollo de un modo satisfactorio para la opinión pública

del país.

En función de ese objetivo, Esval ha solicitado al

Banco Mundial revisar algunos hechos para determinar su

procedencia, puesto que ellos podrían llegar a constituir

algunas irregularidades.

El cuarto tema que me ha parecido relevante destacar

dice relación con la contratación directa de la firma Iseki

Inc. una vez producido el abandono de las obras por parte

del Consorcio Oceánico.

De la revisión de los antecedentes, es un hecho

concluyente para la Comisión que la empresa no poseía las

calificaciones para llevar adelante la obra.

En efecto, Iseki Inc. fue constituida en Estados

Unidos, en marzo de 1991, por Phillip John Coller, con un

capital ascendente a 500 dólares. Sus operaciones

comenzaron en abril del mismo año vendiendo y arrendando

equipos para la excavación de túneles.

Entre los años 1992 y 1994, Iseki Inc. registra

ingresos totales por cerca de 4 millones de dólares y el

valor negociado entre Esval y Iseki para continuar las

obras, fue de casi 8 millones de dólares; esto es el doble

de todos sus ingresos de operaciones desde que la empresa

fue creada. Contaba, además, con un capital de trabajo

negativo por cerca de 4 millones de dólares; no cumplía con

el requisito habitual de tener un capital de trabajo, al

menos, del 25 por ciento del valor del contrato.

En definitiva, del análisis realizado por la Comisión

en cuanto al proceso de contratación de Iseki Inc. es

concluyente que éste fue irregular, tanto en su proceso en

el tiempo como en los contenidos de la documentación.

Uno de los antecedentes más preocupantes que dice

relación con la eventual garantía solidaria otorgada por la

empresa Iseki Poly-Tech, de Japón, hecho que, según la

documentación existente a la época y que fue puesta

oportunamente en conocimiento del Banco Mundial, no

resultaba posible asegurar que fuera efectiva la fianza

solidaria, pues en ella comparecía también como firmante el

señor Phillip John Coller, representante legal de Iseki

Inc., sin que existiera constancia de que Iseki Poly-Tech

le hubiera otorgado poder de representación para ello.

La actual administración de Esval se empeñó en obtener

confirmación de Iseki Poly-Tech respecto de esta materia a

través de canales legales y diplomáticos, lo que sólo fue

posible obtener en marzo último. Es decir, antecedentes que

Esval debió conocer y aquilatar antes de contratar los

servicios de Iseki Inc., sólo los tuvo doce meses después

de firmar el respectivo contrato.

No obstante las precisiones que los ejecutivos de

Esval entregaron a la Comisión, a juicio de ella no se

adoptaron los debidos resguardos con el objeto de proteger

el patrimonio de la empresa. Sus ejecutivos y directivos la

expusieron a gravísimas consecuencias legales que, de

haberse producido, habrían impedido ejercer con

posibilidades de éxito las acciones judiciales que hoy se

han interpuesto en contra de Iseki Inc.

Capítulo aparte, pero no por ello menos importante, es

la actuación de las empresa contratistas, en especial la

del Consorcio Oceánico.

Con ocasión de los diversos antecedentes y testimonios

que la Comisión recogió y escuchó, a los que se debe

agregar la negativa reiterada de las empresas que componen

dicho Consorcio, así como la de los abogados chilenos, a

concurrir a la Comisión, ella pudo formarse una opinión de

su comportamiento en el desarrollo de los trabajos del

colector Viña del Mar-Valparaíso.

Debe tenerse presente, primeramente, que desde el

momento mismo en que se adjudicó la propuesta, en 1992,

existían dudas acerca del comportamiento de las empresas

que conformaban el consorcio, a raíz de la posición que

había adoptado una de ellas, CBPO, en las obras de la

empresa eléctrica Pehuenche. La controversia planteada por

dicha empresa se refería al precio del contrato, de lo cual

tomó conocimiento el directorio de Esval en su sesión de 10

de julio de 1992, recomendando a la unidad respectiva la

máxima atención a la confección del contrato y el

seguimiento de las obras.

El Consorcio Oceánico utilizó todos los recursos

posibles para obtener lo que él consideraba justo:

reclamación administrativa, apelación a los peritos

expertos, demandas arbitrales y, por último, las

influencias políticas que intentaron ejercer sobre

autoridades chilenas al dirigir sus peticiones a los

Ministros de Hacienda, de Economía, Vicepresidente de la

Corfo, efectuando en algunos casos, incluso, reuniones con

el Embajador de Argentina en Chile, don Eduardo Iglesias.

Al respecto, debo dejar expresa constancia de que no

existe ningún antecedente creíble que pueda hacer presumir

que autoridades chilenas hubieran cedido o transado ante

peticiones o requerimientos de la empresa argentina.

También debo precisar que la Contraloría General de la

República realizó una exhaustiva fiscalización durante el

desarrollo de los trabajos, y que muchas de las

irregularidades detectadas y comprobadas por la Comisión

emanan directamente de dichas fiscalizaciones, las cuales

están contenidas in extenso en las páginas 174 a 222 del

informe que Sus Señorías tienen en su poder.

Sin embargo, las responsabilidades administrativas que

de los hechos investigados emanaban para algunos ejecutivos

de la empresa sanitaria, no pudieron hacerse efectivas, por

cuanto el vínculo laboral que las unía con la empresa había

terminado, lo que ha dado pie para que la Comisión formule

otras de las proposiciones contenidas al final del informe.

También es necesario manifestar que, a pesar de los

ingentes esfuerzos por consensuar las conclusiones finales

del informe, no fue posible debido a las distintas visiones

que sus miembros tuvieron respecto de la participación de

entidades políticas en los hechos acaecidos durante la

ejecución de los trabajos del colector.

Las conclusiones de mayoría se encuentran contenidas

en las páginas 253 a 269 del informe que, en síntesis,

sitúan la responsabilidad principalmente en los directores

de la empresa sanitaria, sus ejecutivos y en las empresas

contratistas.

En cuanto a la responsabilidad de los directorios, la

Comisión desea dejar constancia de que al ser Esval una

sociedad anónima, de conformidad con lo dispuesto por la

ley, ejerce su administración un directorio elegido por su

junta de accionistas, y la voluntad de la sociedad se

expresa en acuerdos tomados en reuniones que celebran de

acuerdo con la ley, sus estatutos y su reglamento.

A juicio de la Comisión, los directorios encabezados

por los señores Sergio Topaz, Alfonso Ansieta y Juan

Andueza y los directores que formaban parte de aquéllos son

responsables, y sobre ellos pesaba la obligación legal de

administrar dicha empresa de acuerdo con las normas que

rigen el funcionamiento de las sociedades anónimas, como se

ha señalado.

 

RESPONSABILIDAD DE LOS EJECUTIVOS.

 

Es evidente, y así ha quedado demostrado en las

fiscalizaciones e investigaciones que ha desarrollado tanto

la Contraloría Regional de Valparaíso como asimismo la

propia Comisión Investigadora, que toda la plana ejecutiva

que participó directamente en el desarrollo de los trabajos

de ejecución del colector tienen responsabilidad en los

hechos producidos que terminaron con la paralización de las

obras.

En efecto, la responsabilidad recae fundamentalmente

en quienes fueron sus gerentes generales, señores Manuel

Llanos Espejo, Adolfo Andrade T., Hernán Herrera Rusell; en

el gerente de desarrollo, señor Luis Mansilla; en el

gerente de ingeniería, señor Manuel Álvarez; en el gerente

de operaciones, señor Luis Cornejo; en el fiscal señor

Jorge Montero; en el coordinador de la obra, señor Juan

León Rocha, y en el inspector fiscal, señor Pedro Deantas

Monzó.

Ha quedado claro para la Comisión que la gestión de

Esval al frente de la obra del colector estuvo siempre en

conocimiento de las autoridades de la Corporación de

Fomento de la Producción, quienes adoptaron las medidas que

ellos estimaron pertinentes para buscar la solución a los

principales problemas que les afectaban.

Esta relación entre Esval y Corfo, desde el punto de

vista de su gestión empresarial, puede entenderse que no

resulta coherente desde el punto de vista legal, puesto que

al estar constituida legalmente como una sociedad anónima,

su accionar está guiada por los acuerdos de su directorio y

por la administración que haga su gerente general.

En cuanto a las empresas contratistas, teniendo en

vista los diversos antecedentes y testimonios recogidos y

escuchados en la investigación, a lo que se debe agregar su

negativa reiterada así como de sus abogados chilenos a

concurrir a la Comisión, se ha podido formar una opinión de

su comportamiento en el desarrollo de los trabajos del

colector, que no es otra que la de establecer su muy grave

responsabilidad.

En cuanto a la responsabilidad del municipio de

Valparaíso, encabezado por su alcalde, don Hernán Pinto

Miranda, durante el desarrollo de las obras en la ciudad de

Valparaíso, se tradujo en dificultades para la ejecución de

las obras del colector. Estos hechos contribuyeron

finalmente a la paralización de las obras.

A juicio de la Comisión, la actuación del municipio

porteño estuvo marcada por el interés de cuidar su imagen

frente a los habitantes de la ciudad. Al respecto, quiero

señalar que los tres protocolos suscritos entre Esval y la

Municipalidad de Valparaíso, que establecían diversos

acuerdos relacionados con la ejecución de las obras, se

encuentran hoy sujetos a una controversia de carácter

judicial que está pendiente ante los tribunales

competentes, que deberá resolver respecto de su validez, de

las facultades legales que competían a las partes y de las

demandas pecuniarias involucradas en dichos protocolos.

Es preciso señalar, en todo caso, que la calificación

de las responsabilidades asignadas precedentemente es

materia que no corresponde tratar a la Comisión, sino que

ella entiende que esa competencia, en el ámbito político,

le corresponde a la Sala de la Cámara de Diputados; en

materia administrativa, a la Contraloría General de la

República, y en ámbito civil o penal, a los tribunales de

justicia.

De algún modo, la Comisión desea dejar expresa

constancia de que de los antecedentes recopilados durante

la investigación, de los testimonios personales que se le

entregaron y de los documentos que tuvo a la vista, no se

desprende en forma fehaciente, definitiva ni concluyente

ninguna acción por parte de todos quienes intervinieron en

el proceso de construcción del colector que permita

presumir, fundadamente, que algunos de ellos hubiera

actuado de mala fe, con dolo o en busca de compensaciones

económicas.

No obstante lo anterior, la Comisión desea dejar

constancia de que, por la naturaleza de la competencia de

ella y por la carencia de facultades, su investigación no

puede entenderse agotada en este aspecto, puesto que no le

ha sido posible construir las presunciones fundadas que le

hubiesen permitido enunciar responsabilidades civiles o

penales o señalar culpabilidades.

Sin embargo, entre los miembros de la Comisión existe

la convicción íntima de que todo lo sucedido en la

construcción del colector, de lo cual da cuenta este

informe, no fue consecuencia sólo de las coincidencias,

negligencias, casualidad o fuerza mayor.

Estima la Comisión que es precisamente en ese ámbito

en donde los tribunales de justicia deben agotar todos los

esfuerzos de su investigación para hacer claridad respecto

de los hechos producidos y devolver la credibilidad de la

empresa sanitaria ante sus usuarios y de las autoridades

ante la opinión pública en general.

La Comisión dispuso la entrega de los antecedentes al

Consejo de Defensa del Estado, dada la gravedad de los

hechos involucrados.

En segundo lugar, la Comisión acordó someter a la

consideración de la Sala varias proposiciones.

La primera, modificar el Estatuto Administrativo, por

cuanto se ha señalado que la Contraloría General de la

República no pudo hacer efectiva la responsabilidad

administrativa de los ejecutivos y funcionarios, ya que

éstos habían terminado su relación laboral con Esval.

A este respecto, la Comisión sugiere modificar la ley

Nº 18.834 para incorporar una norma que permita perseguir

la responsabilidad, dentro de los seis meses siguientes a

su cesación, de los funcionarios sometidos a una

investigación administrativa aun cuando hayan dejado de

pertenecer al Servicio.

En segundo lugar, activar el Comité de Inspección del

Banco Mundial. La Comisión, como ya se ha expuesto en el

acápite correspondiente a este informe, cree conveniente

investigar la actuación del Banco Mundial en todo el

proceso de construcción del colector.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, está terminando su tiempo. Le ruego redondear su

informe.

 

El señor PÉREZ (don Aníbal).- Otra proposición

consiste en efectuar una modificación legal para aplicar la

normativa de obras públicas a las empresas sanitarias.

En cuarto lugar, pedir la designación de un Ministro

en visita, dada la conmoción pública que han causado estos

hechos.

En quinto lugar, recabar formalmente que el Consejo de

Defensa del Estado se haga parte.

En sexto lugar, modificar el Reglamento en lo relativo

a las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados

para que sus resoluciones o propuestas recobren la plena

confianza pública.

Por último, dictar normas especiales para la gestión

de las empresas públicas.

Señor Presidente, en mérito de las consideraciones

expuestas, solicito aprobar el informe de la Comisión

Esval.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- El Diputado

señor Ávila había solicitado intervenir a continuación del

Diputado informante para hacer valer su posición disidente,

pero se ha informado a la Mesa que no hay acuerdo para

estos efectos porque ya existe unanimidad de los Comités

para el tratamiento del informe, y, para cambiarlo, también

se requiere la unanimidad en la Sala.

 

El señor LATORRE.- Pido la palabra.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Por una

cuestión de Reglamento, tiene la palabra el Diputado señor

Latorre.

 

El señor LATORRE.- Señor Presidente, simplemente para

pedirle que aplique el Reglamento en forma estricta.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Lo estoy

haciendo, y voy a dar la palabra sólo para cuestiones

reglamentarias.

 

El señor ÁVILA.- ¿Me permite, señor Presidente?

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra Su Señoría.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el Reglamento no

puede apartarse del sentido común y de la lógica más

elemental. Como consta a los señores parlamentarios, el

Diputado informante se ha limitado a señalar que el informe

de minoría está en la página tanto. Esa no es ninguna

relación de hechos. Como esta Sala debe pronunciarse sobre

el conjunto de elementos que la Comisión registró durante

su trabajo de investigación, es completamente obvio que

tengo el derecho de dar a conocer el punto de vista

discrepante que hubo en el seno de la Comisión.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Valenzuela.

 

El señor VALENZUELA.- Señor Presidente, tengo

entendido que el Reglamento entrega al Presidente de la

Mesa la facultad de dirigir el debate y otorgar la palabra.

Por tanto, no se requeriría la unanimidad para dar la

palabra a una persona determinada.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- No es el

punto que estamos discutiendo. El Diputado señor Ávila,

fuera de los tiempos de los Comités, desea argumentar su

postura disidente.

 

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, estoy pidiendo

mucho menos de lo que Su Señoría señala.

Ocuparé el tiempo de que dispone la bancada del

Partido por la Democracia.

Solicito que se altere el orden del uso de la palabra

para que el punto de vista de la minoría sea conocido por

la Sala en el momento oportuno.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, lo que está solicitando en este momento es

diferente a lo conocido por la Mesa.

El orden en que deben intervenir los Comités en este

tipo de materia está establecido en el Reglamento. Por lo

tanto, para alterarlo, se requiere el acuerdo unánime de

los Comités, a menos de que el Comité de la Democracia

Cristiana ceda su lugar al señor Diputado e intervenga

primero.

Tiene la palabra el Diputado señor Aguiló.

 

El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, los Diputados

socialistas, como quedará en evidencia en el transcurso del

debate, votaremos favorablemente el informe de mayoría,

porque lo hemos analizado en su conjunto. Sin embargo,

previo al debate, nos gustaría escuchar con atención el

punto de vista de minoría.

El orden de las intervenciones de los Comités está

establecido en la tabla. Esa es facultad de la Mesa, porque

no hay ninguna disposición reglamentaria que disponga ese

orden. En cada sesión cambia, no será igual mañana ni lo

fue la sesión anterior. Entonces, podríamos escuchar el

voto de minoría, y luego efectuar el debate

correspondiente.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Al primer

Comité que le corresponde intervenir es al de la Democracia

Cristiana. Por lo tanto, tiene la palabra su jefe de

bancada, el Diputado señor León.

 

El señor LEÓN.- Señor Presidente, creemos que Su

Señoría está aplicando muy bien el Reglamento. En él no

está establecido para este tipo de informes, lo que el

Diputado señor Ávila denomina informe de minoría.

Si el Diputado señor Ávila desea hacer antes uso de la

palabra, nuestra bancada no tiene inconveniente para que el

Comité del Partido por la Democracia intervenga en primer

lugar.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Por cuestión

de Reglamento, tiene la palabra el Diputado señor Bombal.

 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, aquí hay un asunto

de fondo.

En el informe se ha omitido absolutamente el

planteamiento de seis integrantes de la Comisión

Investigadora, que son la minoría.

A quienes hemos estado largos meses en esta discusión,

nos habría gustado escuchar al menos una frase, de las

tantas que hay en las treinta páginas en las que se

consigna el informe de minoría, y nada se dijo. Este

informe está mal rendido.

No tengo inconveniente para que el Diputado

informante, señor Aníbal Pérez, si así lo estima la Sala,

se refiera al informe de minoría. Era su obligación

hacerlo.

Esto no es cuestión de tiempo del Comité PPD o de la

Democracia Cristiana. El problema es que la Sala no está

conociendo integralmente el informe, porque se está

omitiendo absolutamente lo que fue la posición de la

minoría en un tema que es relevante.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, ¿qué propone desde el punto de vista

reglamentario?

 

El señor BOMBAL.- ¡Que se rinda el informe de minoría!

No se ha rendido. ¿Qué derecho tenemos la minoría en este

Parlamento si somos aplastados por una mayoría que impone

su informe? ¿Qué le vamos a decir a la opinión pública? No

es cuestión de discursos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señor

Diputado, sus argumentos están claros para la Mesa.

El Diputado informante tuvo treinta minutos para

rendir el informe y no le corresponde a la Mesa calificar

su mérito.

Los señores Diputados tienen, en el turno de sus

respectivos Comités, el tiempo suficiente para exponer sus

puntos de vista.

La Democracia Cristiana ha cedido su preferencia al

Comité del PPD para que, con cargo a su tiempo, haga uso de

la palabra el Diputado señor Ávila. Su Señoría tiene trece

minutos y algunos segundos.

 

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, tuve el honor de

presidir la Comisión cuyo informe hoy conoce esta Sala.

Las conclusiones que llegan con el rótulo de

mayoritarias adquieren tal carácter por el superior apoyo

político que obtuvieron; en cuanto a su contenido, debo

decirlo, son claramente deficitarias. Por eso, me veo en la

obligación de solicitar la atención de Sus Señorías para

agregar antecedentes omitidos, ubicar otros en su justa

dimensión y fijar las responsabilidades de personas con

cargos emanados de una decisión política. En otras

palabras, ha llegado la hora de la verdad.

La Companhia Brasileira de Projetos e Obras C.B.P.O. y

Benito Roggio e Hijos S. A., de Argentina, han alcanzado

una triste celebridad en nuestro país.

En el llamado caso Esval se dan los rasgos que han

singularizado la actuación de estas empresas en todas

partes donde han intervenido. Tales características dicen

relación con la práctica de "lobby" sobre entidades de

financiamiento, instancias gubernamentales, partidos

políticos, etcétera.

Así, establecen intercambios espurios que culminan, a

veces, en lo que se denomina compra de obras. Esta viciada

figura consistente en dar aportes económicos para obtener

ilícitamente la adjudicación de un contrato, no constituye

una hipótesis temeraria en el caso del colector, y por

grande que haya podido ser aquella "mañosa inversión", era

fácil recuperarla con creces.

Los vergonzosos cambios contractuales inducidos por el

Consorcio Oceánico a lo largo de toda su participación en

la obra, tuvieron esa precisa finalidad. La modificación

más aberrante e indigna de todas es, sin duda, la relativa

al método constructivo.

Para desnudar la versión que ofrecen las conclusiones

de mayoría, basta ordenar todos los hechos y hacer una

recta interpretación de los mismos. No se requiere extremar

las sutilezas, es suficiente una voluntad interpretativa

estimulada con el compromiso de la verdad plena.

He aquí los hitos más relevantes de la etapa previa a

la adjudicación. Los destaco con algún detalle, dado que

aquí se incuba el germen de corrupción, tan difícil de

aceptar como realidad por parte de algunos. Veamos:

1. Catorce meses antes de convocar a la propuesta

pública internacional, viajan a Brasil el ex Gerente

General, señor Manuel Llanos, y el ingeniero Pedro

Deantas. Este último se había desempeñado como inspector

fiscal en el proyecto de ingeniería de la firma alemana

G.K.W. "Casualmente", quien lo acompañó fue el ingeniero

Yasuhiro Matuoka, responsable técnico en la posterior

elaboración de la oferta presentada por el Consorcio

Oceánico, C.B.P.O., integrante de este último, habría

cubierto los gastos de pasaje y estada. Esval no lo hizo.

2. También con anterioridad a la convocatoria de la

propuesta pública internacional, las mismas personas, más

el ex gerente de ingeniería, señor Manuel Álvarez, viajan

a Argentina. En Mar del Plata visitan obras relacionadas

con el empresario Benito Roggio.

3. Según el testimonio del ingeniero Patricio Retamal,

en marzo de 1992, un mes después de convocarse la

propuesta y dos meses antes de la adjudicación, el señor

Manuel Llanos se reunió en el hotel Hyatt con el entonces

director general de la empresa C.B.P.O. en Chile, señor

José Luis Pereira Braz.

4. El mencionado señor Llanos dice que tal encuentro se

celebró en julio. Precisamente, el día 10 de ese mes, el

señor Tomás Aylwin, que a la sazón se desempeñaba como

profesional a honorarios de Esval, emite un informe

jurídico, dirigido al señor Manuel Llanos y al en ese

momento gerente de empresas, señor Patricio Herrera.

Dicho estudio fue motivado por la advertencia que hizo

Pehuenche S.A. a la Corporación de Fomento sobre el

comportamiento irregular de una de las firmas que

integraban el Consorcio. Ésta hacía un uso abusivo de

ciertas cláusulas contractuales, lo cual originó un

juicio arbitral.

Cualquiera sea la impresión que merezca el contenido

del documento elaborado por el señor Tomás Aylwin, por

razones obvias constituyó, a lo menos, una imprudencia

solicitárselo precisamente a él. Ello, por la relevancia

intrínseca que tendrían esas opiniones en las instancias

llamadas a evaluarlas. De hecho, estaban destinadas a

convertirse en un eficaz seguro; eliminaban el riesgo de

que prosperase un cuestionamiento a la falta de resguardos

adecuados y oportunos que era dable esperar, vista la

gravedad de la ya aludida advertencia.

5. Las declaraciones del ingeniero Retamal dan cuenta

de la constatación personal que él mismo hizo de

reuniones entre ejecutivos de Esval y representantes del

Consorcio en sus propias oficinas.

Lo sintomático e inmoral radica en que se efectuaban

antes de la licitación. Es decir, en ellas se hacía una

elaboración conjunta de la propuesta, violando

flagrantemente los principios de probidad, transparencia e

igualdad de los licitantes.

Debido al tiempo limitado con que cuento para esta

intervención, no me internaré en la minuciosidad de los

detalles que conforman las tres mayores irregularidades:

1. El cambio de proyecto y método constructivo,

anomalía señera que marca todo el curso futuro de la

obra.

2. La contratación de Iseki.

3. Gestiones del Consorcio con apoyo diplomático.

Quienes hayan leído con detención el informe de

minoría, coincidirán conmigo en que nada ha sido casual en

el descalabro del colector. Ya vimos la forma viciada como

se gestó la oferta de licitación. Ésta no dejó espacio para

la sorpresa a la hora de adjudicarse la propuesta. Con

información de primerísima fuente, el Consorcio ofrece el

precio más bajo. ¡Era que no! Se firma el contrato de modo

solemne ante notario el 29 de septiembre de 1992, pero

todos los actores sabían que representaban una farsa.

Al día siguiente de amarrar el negocio, el Consorcio

ya estaba oficializando la oferta llamada a desbaratar todo

lo obrado. Esto consta de modo fehaciente en uno de los

documentos que aporté a la Comisión. Los mismos, como se

recordará, generaron en algunos miembros de ella reacciones

muy cercanas al paroxismo.

Así fue como el 20 de enero de 1993 se produjo el

cambio del método constructivo y, por tanto, del proyecto y

del contrato. En la cláusula séptima de este último se

miente con la soltura de un engatusador, al decir que el

diseño de ingeniería del nuevo método ha sido elaborado por

el Consorcio. Por supuesto que no era así. En realidad,

improvisaban los trabajos de una manera inconcebible para

obras de estas características. Por eso, horadaron sin

sentido no sólo el suelo de Valparaíso, sino la dignidad de

los porteños. Ahora, con cargo al sufrido contribuyente,

habrá que rellenar de nuevo los túneles de la vergüenza.

¿Cuántos millones más se necesitarán para borrar las

huellas físicas de este escándalo?

Permítanme resaltar un detalle que no necesita de

adjetivos. En sí mismo es una ironía cruel, sobre todo para

nosotros, como chilenos, que a veces nos vanagloriamos de

ser muy despiertos. Pongan atención: 115 días antes de que

el directorio de Esval aprobase el cambio del método

constructivo, el Consorcio colocó la orden de compra del

primer equipo apto para el nuevo sistema. Me pregunto,

¿capacidad para predecir el futuro o certeza fundada en

compromisos preestablecidos? Les dejo flotando esa

interrogante.

Paso brevemente al segundo punto: Contratación de

Iseki.

El informe de minoría es muy claro a este respecto:

una contratación directa puede justificarse frente a

situaciones de emergencia o ante comprobada fuerza mayor.

Tal vez, la situación que confrontó Esval tuvo ese

carácter. Sin embargo, el problema es otro: se debía

contratar a cualquier empresa, menos a Iseki. Dos razones

bastan:

a) Estaba constituida sólo en 1991, con un capital

raquítico de 500 dólares.

b) Por su relación comercial con el Consorcio, tenía

intereses en el litigio que se desarrollaba

paralelamente en contra de Esval.

Por otra parte, el contrato de Esval con Iseki es un

modelo de indefensión para el contratante: a los ojos de un

especialista, la jerarquización de los documentos que allí

se hizo equivale a una abdicación de derechos esenciales.

Entre las abundantes omisiones del informe de mayoría,

hay una que considero inelegante, por cuanto favorece a un

miembro de esta Corporación. Para no entrar en detalles,

sólo diré que el Diputado Aldo Cornejo fue el primero que

recibió el diagnóstico técnico-contractual elaborado por el

ingeniero Patricio Retamal. Además, había sido solicitado

por el mismo parlamentario, involucrando el nombre del

Presidente, sin tener autorización para ello. Esto ocurrió

el 1º de agosto de 1995. La Comisión se constituyó el 4 de

octubre, y hasta el 3 de enero de 1996, fecha en que

declaró el ingeniero señor Retamal, el Diputado Cornejo

ocultó esa información. Aún más, admitió haber roto el

documento.

En dos palabras, el ingeniero señor Retamal concluía

de un modo tajante: "fuera Iseki"; pero Esval, las

autoridades de Corfo, de Gobierno y el propio Diputado

señor Cornejo, en vista de ello, dijeron: "fuera Retamal."

"Hay que morir con Iseki", llegó a decir el ex gerente

general, señor Hernán Herrera Rusell. La metáfora,

ciertamente, no sugería la existencia de un acto heroico ni

mucho menos.

Para finiquitar esta parte, creo que a la luz de lo

expuesto, el Diputado señor Cornejo debió inhibirse de

seguir integrando la Comisión

El tercer punto se refiere a gestiones del Consorcio

con apoyo diplomático.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

le ruego redondear su idea, porque está por concluir el

tiempo destinado a su intervención.

 

El señor ÁVILA.- En esta parte, el reglamento para

contratos de obras públicas no da lugar a equívocos. El

Consorcio no podía "invocar la protección de su gobierno ni

entablar reclamaciones por la vía diplomática."

El dictamen de la Contraloría, con un bien disimulado

sesgo político, remedió la situación: Son cosas de

privados.

Ahora, me referiré a un tema crucial: el de las

responsabilidades. Las conclusiones, denominadas de

mayoría, en esta parte naufragan en un mar de

contradicciones, no sólo respecto del informe mismo, sino

en relación con sus propios razonamientos.

Bajo el epígrafe "responsabilidades de los ministros",

se construye el más sorprendente de los silogismos. Por una

parte, destaca "que la gestión de Esval al frente de las

obras del colector Viña del Mar-Valparaíso estuvo siempre

marcada por la influencia que ejercía en sus decisiones la

Corfo."

Luego, afirma que los ministros "tuvieron intervención

y conocimiento del desarrollo de los trabajos del colector

y de los principales problemas que lo afectaban."

Pero faltó la conclusión natural y obvia, deducida de

las premisas anteriores: la responsabilidad de esos

ministros. En general, se observa cierto desprecio por lo

que constituye un principio general del derecho, aplicable

a todas las ramas que lo integran, y es que todos los

sujetos deben responder por sus actos. La responsabilidad

no sólo puede emanar de un acto o de una omisión ilegítima,

sino también de una simple ineficiencia que produce daño o

que incide en la conducta de otros que originan tal

resultado.

En consecuencia, son responsables, sin lugar a

equívoco, los señores René Abeliuk Manasevich y Felipe

Sandoval Precht, ex Ministro de Corfo y actual titular de

esa repartición, respectivamente.

La misma situación afecta a los representantes de

Corfo, que desempeñaron sus cargos tanto en la época del

cambio del método constructivo como durante la contratación

de Iseki. Ellos son los señores Edmundo Hermosilla

Hermosilla y Edmundo Dupré Echeverría, ex gerentes de

empresas; señores Carlos Mladinic Alonso y Eduardo Bitrán

Colodro, ex gerente general y actual titular del cargo,

respectivamente.

A estos nombres se agregan los de quienes integraban

los directorios respectivos. Aparecen individualizados en

ambas conclusiones.

Un examen objetivo de todo el desarrollo de esta trama

permite advertir que el Consorcio tenía en sus manos un

arma de sometimiento incontrarrestable. Frente a ella,

Esval no sólo abdicó de sus derechos, sino también de su

dignidad. Al dejarse avasallar por elementos innobles,

mancilló su propio honor, el del sector público chileno y

el de la ingeniería de nuestro país.

Insisto: este millonario descalabro encuentra su

génesis en el cambio del método constructivo. En

consecuencia, para ser justos, creo que el llamado caso

Esval ha representado, para el Gobierno del Presidente

Frei, una herencia fatal,...

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

ha concluido su tiempo. Se ha excedido en cuatro minutos

que le ha cedido el Comité de Renovación Nacional.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, le cedemos dos

minutos más de nuestro tiempo.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Diputado señor

Ávila, puede continuar por dos minutos más, con cargo al

tiempo del Comité de Renovación Nacional.

 

El señor ÁVILA.- ...cuyos representantes actuaron con

indolencia al no frenar a tiempo el desastre. Pero la

suerte del proyecto ya estaba echada. Sería menospreciar el

sentido común de la gente suponer que un daño patrimonial

para el Estado, que superará largamente los 30 mil

millones, se deba a simple negligencia o errores técnicos.

He expuesto antecedentes irrebatibles sobre los cuales

construir presunciones fundadas de corrupción. Por eso, se

ha solicitado al Consejo de Defensa del Estado hacerse

parte del proceso.

He advertido al Presidente de este organismo que una

mayoría propició 29 sustituciones y 24 agregados al informe

elaborado por el Secretario de la Comisión, es decir, forzó

la visión objetiva de los hechos que acreditó dicho

funcionario en su calidad de ministro de fe.

Señor Presidente, muchas veces, a lo largo de esta

investigación, percibí que algunos de mis colegas parecían

debatirse entre dos lealtades: la del deber parlamentario,

de fiscalizar sin otro horizonte que la verdad, y la del

deber político, en que debían pensar en el interés supremo

de la coalición, en la protección corporativa de la clase

política o, simplemente, en evitar que un miembro del

partido en que uno milita sea individualizado en la acción

indebida.

Para mí, no existen dos lealtades; siempre será una

sola. Estoy por fortalecer mi compromiso con la ciudadanía,

con el servicio público, con la verdad, con la

transparencia, con la ética y con la justicia, sin

concesiones.

No cerremos los ojos a la corrupción, incluso cuando

comprometa a uno de los nuestros. Congraciarse con el

poder, confundir responsabilidad con connivencia, es lo que

nos llevará a alejarnos de la gente y a que ésta no siga

apostando al futuro con nosotros.

He dicho.

 

-Aplausos en tribunas.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Recuerdo a las

personas que están en las tribunas que no está permitido

hacer manifestaciones.

Señor Diputado, se excedió en seis minutos, que se

cargarán al tiempo del Comité de Renovación Nacional.

En el tiempo del Comité de la Democracia Cristiana,

tiene la palabra el Diputado señor José Makluf.

 

El señor MAKLUF.- Señor Presidente, quiero referirme

con serenidad al informe de la Comisión Investigadora.

Tengo que hacer una acotación al informe; pero no

puedo dejar pasar algunos comentarios que, en su estilo

particular, ha hecho el Diputado señor Ávila respecto de

algunas personas y circunstancias.

Todos los antecedentes e informaciones proporcionados

por él a la Cámara están contenidos en las 222 páginas de

los tres primeros capítulos del informe. Nada de lo que

dijo ha sido ignorado ni desconocido por la Comisión. Parte

de ellos constan también en los juicios arbitrales que hoy

día se siguen por parte de Esval en contra de las empresas

contratistas que abandonaron los trabajos, paralizaron las

obras y dejaron en la indefensión a Esval.

Pocas palabras dijo el señor Ávila respecto de las

empresas contratistas y de sus responsabilidades en el

descalabro de este proceso de construcción de la obra

sanitaria más importante del país, realizada en nuestra

Región.

Pienso que, en su estilo particular, como lo hizo el 2

de junio último en el canal de televisión de la Universidad

de Chile respecto de don Tomás Aylwin Azócar, y en cuya

intervención también involucró de alguna manera al ex

Presidente de la República don Patricio Aylwin Azócar, el

señor Ávila no le está haciendo un servicio a la

transparencia ni a la lucha contra la corrupción, sino a

otros intereses que no quiero calificar en este momento,

pero que después la ciudadanía podrá hacerlo debidamente.

El 7 de junio de 1996, don Tomás Aylwin le envió una

nota al señor Felipe Pozo, director de Chile Visión, en

cuyo primer párrafo señala: "En el programa "Domicilio

Conocido" del domingo pasado, en entrevista al Diputado

señor Ávila, se hicieron alusiones a nuestra oficina de

abogados y a mí en particular con motivo de un informe que

emití a Esval S.A. con fecha 10 de julio de 1992.

"Del tenor de la lectura parcial efectuada por el

periodista señor Villegas y la respuesta del entrevistado

aparecería, a lo menos, que el informe se habría solicitado

para cubrir con un marco de legalidad graves acusaciones

que habrían existido en contra del adjudicatario del

colector de aguas servidas de Valparaíso en forma tal que

se insinúa al televidente una participación indebida

nuestra. Así, incluso se señaló la vinculación de nuestro

estudio con el entonces Presidente de la República, mi

hermano don Patricio Aylwin Azócar.

"Lo indebido de este caso ha sido la utilización

parcial de un documento y la información incompleta y

tergiversada de los hechos, lo que atenta gravemente a la

verdad de los mismos.

"En síntesis, lo que a este profesional se le solicitó

fue averiguar los alcances de un juicio arbitral que se

seguía por el adjudicatario -Consorcio Oceánico- en contra

de la Empresa Elécrica Pehuenche S.A. En el ámbito de mi

actuación profesional, me entrevisté con representantes de

Pehuenche y requerí información del árbitro de derecho

designado, llegando a las siguientes conclusiones

relevantes que señalé en mi informe: 1) que el juicio se

encontraba en etapa de discusión; 2) que el contrato se

encontraba íntegra y satisfactoriamente cumplido, con

certificado de recepción y ejecución anticipada de las

obras; y 3) que el motivo del juicio eran divergencias en

relación al precio del contrato y no al cumplimiento en la

ejecución de las obras. En el contexto anterior, señalé que

"el sometimiento de divergencias a la resolución del

árbitro, es el medio que se establece en el contrato para

dirimirlas y no puede interpretarse como una acción ilícita

o que atente contra principios o valores éticos", presión

que causó estupor al señor Villegas.

"Reclamo del uso tendencioso de una información

parcial e incompleta, acompañada de expresiones como "una

lavadita de cara" o "para lo cual contaron con los gratos

servicios del estudio...", pretendiéndose involucrarnos en

la adjudicación del colector de Esval con el propósito de

sembrar dudas sobre nuestra actuación, que se enmarcó con

acuciosidad en el ámbito del legítimo ejercicio de la

profesión."

Señor Presidente, al leer esta carta de don Tomás

Aylwin Azócar, quizás traigo a colación los reclamos de

muchas personas de dignidad y de honra de nuestro país que

se han visto afectadas en reiteradas ocasiones por livianas

expresiones del Presidente de la Comisión Esval.

Hecha esta aclaración respecto de la actuación de don

Tomás Aylwin en este proceso, deseo referirme al informe en

sí.

El mandato de esta Comisión Investigadora se generó en

un proyecto de acuerdo aprobado por la Corporación el 3 de

octubre de 1995.

Los fundamentos y objetivos de este proyecto de

acuerdo fueron básicamente cuatro. El primero de ellos, se

refería a la creciente preocupación del país y de los

habitantes de la Quinta Región por la postergación de los

plazos de ejecución de las obras del colector de Esval y

por las causas de dicha postergación.

En este sentido, creemos que la Comisión ha dado

respuesta adecuada a esta preocupación generalizada de la

opinión pública al investigar detalladamente todos los

aspectos relativos a la ejecución de los trabajos por parte

de los respectivos contratistas, identificando las causas

que provocaron las sucesivas demoras y postergaciones.

En segundo lugar, el proyecto de acuerdo daba cuenta

del interés de la ciudadanía por conocer el funcionamiento

de Esval en sus dimensiones financieras, técnicas y

administrativas.

La Comisión estudió pormenorizadamente las actas del

directorio de la empresa e invitó a los ejecutivos de Esval

y de Corfo con el objeto de detectar fallas u omisiones en

materia de gestión, ya sean de carácter estructural o

puntual, las que se desarrollan en las conclusiones de este

informe.

En tercer término, el proyecto de acuerdo pretendía

que el hecho de que las obras del colector sean financiadas

con recursos públicos, hacía necesario determinar con

transparencia la correcta inversión de tales fondos y el

resguardo del interés fiscal, especialmente si estamos

frente a un incremento desmesurado del presupuesto

original.

A este respecto, la Comisión pudo formarse un juicio

sobre las causas que originaron estos sustanciales aumentos

de costos que perjudicaron abiertamente a Esval y que

tienen directa relación con la inadecuada redacción,

negociación y sucesivas modificaciones de las relaciones

contractuales con las empresas adjudicatarias, y con la

acción y presiones de estas empresas que resultaron en

sucesivos aumentos de costos y de plazos.

Por último, el proyecto de acuerdo plantea la

conveniencia de determinar la existencia de eventuales

irregularidades tanto en las relaciones contractuales entre

Esval y los contratistas, como en los sistemas de control

de dichos contratos.

Cabe señalar en este sentido que, de haber adoptado

Esval medidas correctivas drásticas oportunamente y de no

haber escogido la acción de negociar y ceder cada vez que

las empresas contratistas requerían mejoras en sus

contratos con perjuicio para Esval, a nuestro juicio, se

hubiesen evitado cuantiosas pérdidas.

En el trabajo de esta Comisión investigadora, como lo

señalamos, se recibieron informaciones y testimonios

relacionados con dos aspectos del problema en

investigación: el conocimiento de los hechos relativos a la

paralización de los trabajos del colector y el

funcionamiento de la empresa Esval, por otra parte.

Respecto del primer aspecto, nuestra Comisión recibió

antecedentes no sólo de la paralización de las obras, sino

que también del desarrollo desde sus comienzos. Esta fue la

única fórmula para encontrar una explicación coherente de

todo el contexto de las obras y de su estado al momento de

paralizarse.

Del mismo modo, abarcamos el conjunto de hechos y

situaciones contractuales, técnicas y legales que explican

la suspensión de dichas obras.

En lo relacionado con el funcionamiento de Esval,

nuestra investigación ha sido amplia, comprendiendo los

aspectos financieros, técnicos y administrativos de su

funcionamiento, además del estudio de la inversión del

crédito internacional para financiar la obra del colector.

Un aspecto relevante e ilustrativo lo constituye el

informe de auditoría contable-financiera solicitado por

esta Comisión el 18 de octubre de 1995 a la Contraloría

Regional de Valparaíso, con el objeto de determinar el

monto de lo invertido en las obras del proyecto "Colector

Viña del Mar-Valparaíso", el que alcanzó a la suma,

corregida monetariamente, de 17.500 millones de pesos, al

31 de diciembre de 1995, lo que consta en las páginas 202 y

siguientes de este informe.

En cuanto a las conclusiones a que ha llegado la

Comisión, personalmente estimo que existen cuatro líneas

fundamentales de responsabilidad, a las que deseo referirme

brevemente.

Primero, creemos que el cambio de método constructivo

ameritaba el llamado a una nueva licitación pública

internacional, en consideración al sustancial incremento

del costo de la obra y a las características técnicas del

nuevo método constructivo que se iba a emplear.

Precisamente, a partir de este hecho, se comienza a

generar el cúmulo de irregularidades que terminan en el

abandono de la obra por parte de dos contratistas.

En estos hechos, cabe especial responsabilidad, a

nuestro juicio, a toda la plana ejecutiva que participó

directamente en el desarrollo de los trabajos del colector

y a los órganos de decisión de Esval.

Segundo, la especial relación que se da entre Esval y

Corfo condicionó la marcha del proyecto, porque este

organismo dispone de la facultad de nombrar y remover a sus

directores y ejecutivos, y de hecho ejerció una influencia

decisiva en el curso de las obras del colector, bajo

distintos directorios y gerentes generales.

La interferencia permanente de Corfo en las decisiones

de Esval complican aún más el problema de poder asignar

responsabilidades, especialmente por los sucesivos cambios

en la composición de los directorios de la empresa que

tomaron las principales medidas.

Tercero, la inadecuada redacción de los contratos que

se celebraron con las firmas contratistas no resguardaron

debidamente los intereses de Esval, como, por lo demás, ha

quedado demostrado en informes jurídicos independientes.

El formulario tipo del Banco Mundial utilizado en los

contratos con el Consorcio Oceánico e Iseki, que no fue

objeto de una reformulación adecuadamente estudiada,

resultó insuficiente y dejó en la indefensión a la empresa

por la redacción incompleta de sus términos.

Cuarto, también se ha podido verificar una muy grave

responsabilidad de parte de las empresas contratistas

"Consorcio Oceánico" e "Iseki", y de la inspección técnica

de las obras.

En cuanto a esta última, a cargo de la empresa Víctor

Bogado y Cía., la investigación establece en forma clara

que actuó de modo irresponsable, especialmente por su

participación decisiva durante el mes de agosto de 1993, lo

que impidió la materialización de la voluntad de Esval de

terminar anticipadamente el contrato con el Consorcio

Oceánico, por el incumplimiento de las obligaciones de este

contratista.

En cuanto a las proposiciones de la Comisión, deseo

destacar que las reformas reglamentarias que se proponen al

trabajo de las comisiones investigadoras, como la reforma

del Estatuto Administrativo para hacer aplicable la

responsabilidad a quienes dejan de ser funcionarios hasta

por seis meses más, necesitan evidentemente del trabajo de

un grupo de parlamentarios que redacten los proyectos

respectivos.

La legislación comparada da cuenta de comisiones

investigadoras que tienen fuertes facultades en otros

países, pero también establece que, respecto de sus

integrantes, no se aplica el principio de la inviolabilidad

sobre los delitos de injurias y calumnias. En el caso de

Alemania, así lo establece el artículo 46 de su Ley

Fundamental, norma que, además, hace aplicable las reglas y

garantías del proceso penal a la fiscalización

parlamentaria.

Creemos haber entregado un aporte serio, meditado y

sereno en la búsqueda de la verdad. Serán los

colegisladores quienes nos podrán proponer ideas de

modificación del Estatuto Administrativo, de las normas de

fiscalización parlamentaria y de aplicación de las

disposiciones de obras públicas en el ámbito de las

empresas sanitarias.

Serán los tribunales de justicia los que deberán

agotar la investigación y, si es del caso, deducir

responsabilidades civiles o penales, o señalar

culpabilidades de quienes resulten involucrados.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Diputado

señor Makluf, ha usado 13 minutos del tiempo

correspondiente a la bancada democratacristiana.

En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene

la palabra el Diputado señor Vilches.

 

El señor VILCHES.- Señor Presidente, los hechos que

motivaron la formación de la Comisión investigadora

despertaron en la comunidad porteña y en el país una

profunda preocupación, porque se sumaron a muchos otros

que, con carácter de escándalo, se han producido en algunas

empresas del Estado.

Es cierto, como hemos escuchado en la Sala, que de los

antecedentes reunidos por la Comisión y de los testimonios

escuchados durante sus sesiones, resulta evidente que a muy

poco tiempo de iniciados los trabajos del colector Viña del

Mar-Valparaíso, la empresa contratista se demostró

ineficiente y carente de experiencia, especialmente en lo

relativo al nuevo método de construcción que ella

propusiera, el "pipe jacking".

Pero, no es menos cierto -y así quedó demostrado en la

Comisión- que dicha situación fue conocida desde sus

inicios por todos los directores de Esval, especialmente

por su plana ejecutiva, y tolerada, asimismo, por las

autoridades de la Corporación de Fomento de la Producción,

las cuales permanentemente intervinieron en las decisiones

que adoptaba la empresa sanitaria en lo relativo a los

trabajos del colector, ya sea sugiriendo medidas,

recomendando soluciones o interviniendo directamente en su

administración.

Resulta igualmente evidente que, de haberse adoptado

medidas correctivas drásticas en el momento oportuno y de

no haber optado por negociar, permitiendo cada vez más que

el Consorcio Oceánico, primero, e Iseki, después,

demandaran mejoras en sus contratos con perjuicio para

Esval, se hubiera evitado el colapso del colector y la

pérdida de cuantiosos recursos, además de otras cosas que

hoy se disputan en juicios arbitrales.

No deja de sorprender a quien les habla y, estoy

cierto, al país entero, la interminable serie de

coincidencias, negligencias e ineficiencias evidenciadas

durante el desarrollo de las obras, que afectan a

directores, ejecutivos y autoridades políticas, que, de una

u otra manera, intervinieron en el transcurso de ellas.

A modo de ejemplo, pueden citarse los viajes que

realizaron en 1990 a Brasil y Argentina tres de los más

altos ejecutivos de Esval, señores Manuel Llanos, Manuel

Álvarez y Pedro Deantas, ocasión en la que visitaron obras

relacionadas con las empresas que después, asociadas,

formaron el Consorcio Oceánico para adjudicarse las obras

del colector Viña del Mar-Valparaíso; las visitas que

realizaron, antes de la licitación, a las oficinas de una

de esas empresas ejecutivos de Esval, señores Deantas y

Álvarez; las reuniones de altos ejecutivos de esas empresas

extranjeras con autoridades políticas y diplomáticas

nacionales, con el objeto de que influyeran ante Esval

S.A.; la designación de ejecutivos que no eran técnicos ni

tenían experiencia en materias sanitarias en los más altos

cargos de la empresa, señores Llanos, Andrade y Herrera;

las negociaciones oficiosas llevadas a cabo con el

Consorcio Oceánico, que condujeron a acuerdos, mientras, en

forma oficial, se pretendía poner término al contrato; las

conversaciones con Iseki, a sabiendas que era una empresa

de papel, que había demostrado ineptitudes técnicas en los

trabajos y que carecía de experiencia constructiva

internacional reconocida; la formación de comisiones a

nivel de Corfo y Esval S.A., para tomar decisiones que sólo

correspondían a esta última; la suscripción de acuerdos con

organismos públicos. Por ejemplo, protocolos con la

Municipalidad de Valparaíso, a sabiendas o debiendo saber

que eran nulos y que en su momento se consideraron

inexigibles, y asumir como propias obligaciones que eran,

por su naturaleza, privativas del contratista, como la

obtención de los permisos municipales y los proyectos de

ingeniería por el cambio del método constructivo.

Es cierto que después de ocurridos los hechos y con la

perspectiva que otorga el transcurso del tiempo, resulta

fácil enjuiciar de un modo crítico todas y cada una de las

situaciones acontecidas y las actitudes de los que

intervinieron en ellas; pero, al hacerlo, parto de la base

de que quienes dirigían la empresa sanitaria, desde su

directorio hasta sus ejecutivos, eran los que se

consideraban más idóneos por los dueños de ella: Corfo y el

Fisco, y que, precisamente por ello, por sus capacidades y

habilidades, estaban al frente de una de las obras más

importantes desarrolladas en la Quinta Región y en el país,

en materia sanitaria y descontaminación ambiental.

Por ello, resulta inexplicable la sucesión de

decisiones contemporizadoras adoptadas por todos los

niveles de autoridades que intervinieron en el transcurso

del desarrollo de las obras frente a las sucesivas y cada

vez más frecuentes demandas de las empresas contratistas

por aumento de precio, plazo, desagregación de obras y

modificaciones de muchas otras condiciones del contrato.

Pareciera, como lo señala el borrador del informe que

preparara brillantemente la Secretaría de la Comisión, que

en un momento dado y por espacio de más de tres años, el

tiempo se detuvo en las oficinas de Esval, congelando la

capacidad de juicio y reacción de sus directores y

ejecutivos para hacer posible el descalabro que ocurrió.

Por ello, obviamente, no pasa de ser una ilusión. Lo

cierto es que la sucesión de desaciertos, comprobados por

la propia Contraloría Regional de Valparaíso en las dos

visitas inspectivas que realizó a Esval S.A. y refrendadas

por el sumario administrativo que sustanció en contra de

sus ejecutivos, demuestran que no existían en esa empresa

sanitaria las capacidades institucionales, profesionales y

técnicas para hacer frente a la magnitud de una obra como

la construcción del colector Viña del Mar-Valparaíso.

A nuestro juicio, los directorios encabezados por los

señores Sergio Topaz Rusowsky, Alfonso Ansieta Núñez y Juan

Andueza Silva, y de los cuales formaron parte, como

directores, los señores Eduardo Palma Castro; Marcos

Vásquez Donoso; Guido Macchiavello Contreras; Andrés Luco

Olmo; Jaime Artigas Moreno; Carlos Díaz Durán; Carlos Díaz

Cortés, Edmundo Hermosilla Hermosilla; José Manuel Cortínez

Castillo; Patricio Herrera Guerrero; Pedro Goic Karmelic;

Gustavo Silva Cabello, Gustavo Manríquez Lobos; Oscar

Inostroza Bilbao; Pedro Elissetche Hurtado; Juan Pischedda

Larraín; Víctor Brito Carreño; Armando Barrientos Miranda;

Claudio Friedmann; Jaime Gatica Barros; Claudio Elórtegui

Raffo y Vicente Sánchez Cuesta, son responsables de la

situación producida en Esval con ocasión de la construcción

del colector Viña del Mar-Valparaíso, puesto que, tal como

consta en las respectivas actas del directorio, estuvieron

siempre y permanentemente informados sobre el desarrollo de

las obras y porque, fundamentalmente, sobre ellos pesaba la

obligación legal de administrar dicha empresa de acuerdo

con las normas legales que rigen el funcionamiento de las

sociedades anónimas.

Por otra parte, es evidente, y así ha quedado

demostrado en las fiscalizaciones e investigaciones que ha

desarrollado el organismo contralor, que toda la plana

ejecutiva que participó directamente en las decisiones que

se adoptaron durante el desarrollo de los trabajos de

ejecución del colector Viña del Mar-Valparaíso, tienen

responsabilidad en el descalabro producido y que terminó

con la paralización de sus obras.

No obstante, existen, a nuestro juicio, hechos que

hacen recaer mayor cuota de responsabilidad en los señores

Manuel Llanos, Manuel Álvarez y Luis Cornejo, pues

participaron directamente en las negociaciones oficiosas

llevadas a cabo apenas adjudicada la licitación pública

colector Viña del Mar-Valparaíso, que terminaron con la

aceptación del cambio de método constructivo -decisión que

marca en forma trágica y definitiva todo el desarrollo de

los trabajos que desencadena la sucesión de modificaciones

al contrato y su posterior abandono.

Era evidente, aun entonces, que el cambio de método

constructivo, en casi un 60 por ciento del proyecto

original, constituía una alteración sustancial de las bases

de la licitación que había sido convocada bajo la modalidad

de "zanja abierta" y que aquello hacía necesario el llamado

a una nueva propuesta pública. Ello se hacía aún más

necesario por el hecho, reconocido en nuestra Comisión, que

el método "pipe jacking" era absolutamente desconocido para

los ingenieros de Esval y que su única experiencia en él

había sido el viaje que por siete días efectuaron a

Alemania los señores Álvarez y Cornejo, invitados por la

empresa contratista. Más aún cuando la propuesta para la

adjudicación de inspección había sido otorgada, en un

irregular procedimiento, a una empresa nacional sin

experiencia ni conocimiento en dicha técnica constructiva,

lo que dejaba a Esval definitivamente en manos del

Consorcio Oceánico.

Igual grado de responsabilidad, en nuestra opinión,

cabe a los ejecutivos que participaron en la negociación

del contrato con Iseki, señores Andrade, Mansilla y

Montero, puesto que sabiendo o debiendo saber la

ineficiencia demostrada por dicha empresa durante el tiempo

en que fue subcontratista del Consorcio Oceánico, la

carencia absoluta de experiencia en materia constructiva y

su capital de trabajo casi inexistente, recomendaron

otorgarle un contrato que casi cuadriplicaba su capacidad

económica, en condiciones altamente inconvenientes para la

empresa de la cual formaban parte y se suponía debían

representar en defensa de sus intereses.

Del mismo modo, merece serio reparo el

desenvolvimiento profesional del ex jefe del Departamento

Jurídico de Esval, señor Jorge Montero Uriarte, en quien

durante todo el desarrollo de los trabajos del colector

recayó la responsabilidad de velar, desde el punto de vista

legal, por los intereses de la empresa sanitaria, no

justificando, a la luz de los resultados, su permanencia al

frente de dicha labor por el tiempo que ocupó el cargo.

Al respecto, es preciso señalar su participación en

todos y cada uno de los contratos que se celebraron con las

firmas contratistas, no constando ninguna prevención que

hubiese hecho a ninguno de ellos.

Asimismo, la Comisión constató que en diversas etapas

de la construcción del colector Viña del Mar-Valparaíso les

cupo intervención a distintos ministros de Estado, incluso

al propio Presidente de la República.

Es evidente que la mayoría de las veces esa

intervención se limitó sólo a tomar conocimiento de los

problemas y/o arbitrar las medidas más urgentes o

necesarias, con el fin de encauzar las soluciones que la

propia empresa debía dar, todo ello en la esfera propia de

sus respectivas competencias. Es el caso de las

intervenciones tanto del ex Presidente de la República don

Patricio Aylwin como del actual mandatario, don Eduardo

Frei, y de los Ministros del Interior, don Carlos Figueroa;

de Hacienda, don Eduardo Aninat, y Secretario General de la

Presidencia, don Genaro Arriagada, y del Subsecretario, don

Jorge Rosemblut.

Diferente es el caso del ex Ministro Vicepresidente de

Corfo, don René Abeliuk, y del actual Ministro

Vicepresidente, don Felipe Sandoval, quienes, por

pertenecer Esval a la esfera directa de su competencia,

tuvieron mayor intervención y conocimiento del desarrollo

de los trabajos del colector y de los problemas que lo

afectaban.

En esta materia es donde se produjeron los mayores

desacuerdos en la Comisión. Sin embargo, en general,

estimamos que la actuación del ex Ministro Vicepresidente

Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción,

señor René Abeliuk, y del actual Ministro Vicepresidente,

don Felipe Sandoval, no fueron ni han sido todo lo feliz

que deberían haber sido.

El señor Abeliuk tuvo directa participación en el

hecho más significativo en el desarrollo de los trabajos

del colector, cual fue el cambio del método constructivo;

en el nombramiento de todos los directores de Esval que

participaron en las decisiones más relevantes; en reuniones

directas con ejecutivos de la empresa contratista y estuvo

permanentemente informado del quehacer de la empresa

sanitaria a través del presidente del directorio, señor

Topaz, y del vicepresidente del mismo y gerente de empresas

Corfo, don Gustavo Silva, no adoptando ni sugiriendo

adoptar nunca la única medida que, desde la perspectiva que

da el tiempo transcurrido, hubiese evitado el colapso de

las obras más importantes de Esval, como era poner término

anticipado al contrato de construcción.

Por su parte, don Felipe Sandoval, desde su cargo de

Ministro Vicepresidente Ejecutivo de la Corfo, tuvo

conocimiento de los problemas que enfrentaba Esval desde el

comienzo de su gestión. Como él mismo lo ha reconocido,

intervino en forma directa en los problemas que generaba el

Consorcio Oceánico, celebrando reuniones con sus máximos

ejecutivos y agentes diplomáticos argentinos, y participó

activa y decididamente en las negociaciones para la

contratación de la firma Iseki Inc.

Desde que se presentó la posibilidad de término de

contrato con el Consorcio Oceánico, la Corfo, por decisión

del señor Ministro, participó directamente, formando

comisiones de trabajo, en las que participaron miembros del

directorio de Esval S.A. y los funcionarios de la Corfo,

señores Víctor Sellman y Hernán Herrera, quienes tuvieron

periódicamente reuniones con el Ministro.

Los ejecutivos superiores del Consorcio se reunieron

con el Ministro Vicepresidente para tratar de obtener

acuerdos que les favorecieran y permitieran prorrogar la

vigencia del contrato mediante un aumento de precio. Frente

a la posibilidad de alcanzar un acuerdo con Iseki, el

propio Ministro sugirió una misión de carácter urgente para

tomar un primer contacto con el presidente de Iseki, a

fines de diciembre de 1994; a principios de febrero de

1995, el gerente general de Corfo envía nota a Esval,

recomendando al directorio la contratación con Iseki; a

mediados de marzo del mismo año, el propio Vicepresidente

Ejecutivo de Corfo remite al presidente de la empresa una

nota de conformidad por los acuerdos adoptados al respecto.

Especial importancia adquieren -con la perspectiva del

tiempo transcurrido- las reuniones sostenidas por el señor

Sandoval con los representantes del Consorcio Oceánico, en

las cuales participó el embajador de Argentina en Chile,

don Eduardo Iglesias, puesto que al tenor de lo dispuesto

por el decreto supremo Nº 47 del Ministerio de Obras

Públicas, los contratistas que no fueren ciudadanos

chilenos se consideran como tales para los efectos de los

reclamos o interpretación del contrato y, en consecuencia,

no pueden invocar la protección de sus gobiernos ni

entablar reclamaciones de la vía diplomática, bajo ningún

pretexto. La contravención de dicho precepto constituye

motivo para que se borre al contratista del Registro

General de Contratistas o de Registros Especiales de ese

ministerio. Dicha disposición que, en rigor, no es

aplicable a Esval por tratarse de una sociedad anónima,

debió, al menos, haber hecho reflexionar al ministro por el

hondo contenido ético que encierra.

Capítulo aparte, pero no por ello menos importante,

fue el comportamiento del municipio de Valparaíso,

encabezado por su alcalde, don Hernán Pinto Miranda,

durante el desarrollo de las obras en la ciudad de

Valparaíso, que significó la imposición de

condicionamientos para el otorgamiento de los permisos

municipales para la ejecución de las obras que significó,

en definitiva, obstáculos insalvables para Esval que

desembocaron, finalmente, en la paralización de las obras a

dos mil metros de su terminación.

A mi juicio, la actuación del municipio porteño estuvo

marcada por el interés de privilegiar su imagen por sobre

el interés de los habitantes de la ciudad, puesto que la

mayoría de las obras de mejoramiento que se impusieron a

Esval estaban consideradas en sus planes de desarrollo y la

exigencia de su adelantamiento sólo obstaculizó el

desarrollo de las obras del colector. Igualmente, estima el

Diputado que habla, que el accionar del municipio y, en

especial, de su alcalde, don Hernán Pinto, estuvo al margen

de las disposiciones legales que enmarcan su accionar, al

suscribir documentos -protocolos de acuerdo- que adolecían

de nulidad absoluta y eran inexigibles, mediante los cuales

se condicionaba, ilegalmente, el otorgamiento de los

permisos municipales para la ejecución de las obras del

colector.

Preciso es señalar, en todo caso, que la calificación

de las responsabilidades asignadas precedentemente es

materia que corresponde efectuar, en el ámbito político, a

esta Sala; en materia administrativa, a la Contraloría

General de la República, y en el ámbito civil o penal a

nuestros tribunales de justicia. Al respecto, hay que tener

presente la querella presentada por los honorables

Diputados señores Raúl Urrutia, Alfonso Vargas, la señora

Marina Prochelle y quien les habla.

Del mismo modo, deseo dejar constancia que de los

antecedentes recopilados durante la investigación, de los

testimonios personales que se entregaron y de los

documentos que se tuvo a la vista, no se desprenden en

forma fehaciente, definitiva ni concluyente ninguna acción

u omisión de parte de todos quienes intervinieron en el

proceso de construcción del colector de Viña del Mar-

Valparaíso, que permita presumir, fundadamente, que alguno

de ellos hubiera actuado de mala fe, con dolo o en busca de

compensaciones económicas.

No obstante lo anterior, deseo, asimismo, dejar

constancia de que por la carencia de facultades de la

Comisión, la investigación efectuada no puede entenderse

agotada en ese aspecto, puesto que no ha sido posible

construir, sobre la base de los antecedentes y testimonios

entregados, las presunciones fundadas que hubiesen

permitido enunciar responsabilidades civiles o penales o

señalar culpabilidades. Pero, en algunos de nosotros existe

la convicción íntima de que todo lo sucedido en la

construcción del colector y de que da cuenta esta

intervención, no fue producto sólo de las coincidencias,

negligencias, casualidad o fuerza mayor.

Sin pretender juzgar anticipadamente esta situación,

no puedo dejar de señalar que resulta muy preocupante que

nuevamente estemos entregando al conocimiento de los

tribunales, antecedentes acerca de estas posibles conductas

constitutivas de corrupción.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Restan dos

minutos al Comité del Partido Renovación Nacional.

En el tiempo del Comité del Partido Socialista, tiene

la palabra el Diputado señor Encina.

 

El señor ENCINA.- Señor Presidente, en primer lugar,

quiero señalar que el Partido Socialista no tiene nada que

ocultar ni que temer respecto de la investigación de Esval;

por lo tanto, queremos que se lleve hasta las últimas

consecuencias. Pensamos que, por esa razón, debe seguir en

los tribunales de justicia. Ésos son los caminos adecuados

y todo el mundo los conoce.

La bancada del Partido Socialista manifiesta su máxima

preocupación por los temas de la probidad en las empresas

públicas, en especial por el caso Esval, donde queremos que

se conozca toda la verdad y, además, que quienes resulten

responsables sean sancionados por las instancias que

corresponda. Entendiendo que a nosotros, como Cámara de

Diputados, nos corresponde el rol de fiscalización política

de los órganos del Estado.

Quisiéramos que la transparencia que hoy tenemos

hubiese sido un hábito del pasado, pero sabemos que eso no

es posible. Muchas irregularidades quedarán sólo como

testimonio silencioso de un período de la historia del

país, en que no era posible investigar ni menos sancionar a

los responsables. Sin embargo, en la actualidad, nuestro

deber es exigir la máxima transparencia ante la opinión

pública, por los gravísimos hechos e irregularidades

investigados por la Comisión Esval.

Quiero dejar constancia del trabajo acucioso, serio y

responsable que realizó la Comisión, al margen del vértigo

protagónico de alguno de sus miembros que,

desgraciadamente, pareciera que más que llegar a la verdad

y obtener conclusiones válidas y útiles para el país, se

preocuparon de estar en la primera plana de los medios de

comunicación, llegando incluso a ocultar información

dirigida a la Comisión y a emplear cientos de triquiñuelas

destinadas a ganar focos televisivos, sin importar mucho el

verdadero objetivo de la investigación. Todo eso nos hizo

perder valioso tiempo. Incluso, hasta hoy se usan estos

métodos. Por ejemplo, se señala a la prensa que existen dos

informes, lo cual es absolutamente falso. Existe un solo

informe, aprobado por todos los miembros de la Comisión, y

con conclusiones de mayoría y minoría, que queremos que se

conozcan y se discutan en la Sala. No le tememos a la

investigación; por el contrario, queremos que se conozca la

verdad.

Sin embargo, a pesar de estos problemas, la Comisión y

el personal de Secretaría trabajaron seria y

responsablemente. Se llegó a un informe y a conclusiones

fundadas, que pueden ser elementos fundamentales para que

organismos como la justicia, la Contraloría y el Consejo de

Defensa del Estado concluyan esta tarea y sancionen a los

responsables de este verdadero descalabro de la

construcción del colector de Esval.

El primer elemento de la investigación a considerar, y

que no deja de sorprender, es el conjunto de coincidencias,

negligencias e ineficiencias constatadas en la

investigación durante el desarrollo de las obras del

colector que, desde un punto de vista financiero

significaron que de un presupuesto original de 4.283

millones de pesos, se termine con un presupuesto gastado de

17.500 millones de pesos, cuatro veces mayor que el

original, sin la obra terminada y con una suma por gastar,

según la nueva gerencia de Esval, de aproximadamente 15.000

millones de pesos, lo que significa un costo para Esval y

para el país ocho veces mayor a lo presupuestado.

Sin lugar a dudas, existen responsabilidades

personales y colectivas de este verdadero atentado al

patrimonio público, que en nuestra investigación son

claramente mencionadas.

Increíblemente, en el proyecto del colector resulta

inexplicable la sumatoria de hechos erróneos y de

decisiones mal tomadas por los responsables de la gestión

administrativa y técnica de Esval. Queremos, sólo a manera

de ejemplo, mencionar algunas de ellas.

En primer lugar, se trata de un proyecto de ingeniería

original, con problemas y deficiencias, según expertos en

temas sanitarios. Debemos recordar que esto fue realizado

entre 1988 y 1989, durante el período de la dictadura

militar.

En segundo lugar, adjudicada la obra y previo a la

firma del contrato, la empresa contratista, el Consorcio

Oceánico, inicia conversaciones para modificar el método

constructivo de zanja abierta al sistema subterráneo,

denominado pipe-jacking, en junio de 1992, decisión que

involucraba alejarse del proyecto original y aumentar

considerablemente los costos.

En enero de 1993 se acepta cambiar el método

constructivo, con un aumento de presupuesto de 270 millones

de pesos, sin considerar que el Consorcio y Esval carecen

absolutamente de experiencia, tecnología y capacidad para

ejecutar la obra bajo este nuevo sistema.

En septiembre de 1993, el Consorcio plantea que el

nuevo método constructivo encarece la obra, argumento que

es aceptado por Esval, lo que significa duplicar el

presupuesto original.

A fines de 1994, el Consorcio pone término

unilateralmente a la obra, generando un juicio arbitral,

sin resolver a la fecha, que involucra varios millones de

dólares.

En abril de 1995, se contrata directamente a la

empresa Iseki, subcontratista del Consorcio Oceánico, sin

licitación, en un contrato que, a pesar de ser supervisado

por el fiscal de la empresa, se realizó lesionando

seriamente los intereses de Esval, y generó un segundo

juicio arbitral en contra de Esval, por otros varios

millones de dólares, que aún no se resuelve.

En conclusión: después de todos estos descalabros, nos

encontramos en el peor de los mundos, con una obra que ha

costado cuatro veces el presupuesto original, con dos

juicios arbitrales con las empresas contratistas, que

podrían significar 12 millones de dólares para Esval. Y lo

más grave de todo, sin colector terminado, lo que lesiona

gravemente el saneamiento y el medio ambiente del gran

Valparaíso.

Por estas razones, las conclusiones de mayoría de la

Comisión señalan claramente a los responsables del

desastre.

En primer lugar, los directorios, como en cualquier

sociedad anónima, son responsables, ya que participaron en

todas las decisiones importantes que significaron daño

patrimonial a la empresa. En este punto, tendríamos quizás

que hacer una distinción de qué directores y en qué

períodos se tomaron estas decisiones, porque naturalmente

en estas materias no todas las responsabilidades son

iguales ni de la misma significación; sin embargo, los

directorios, encabezados por los señores Topaz, Ansieta y

Andueza, son responsables, en distintos grados, de las

principales decisiones que acarrearon los problemas del

colector.

En segundo lugar, los ejecutivos. Toda la plana

ejecutiva que participó directamente en el desarrollo del

trabajo del colector de Viña del Mar-Valparaíso tiene

responsabilidades directas en los hechos que concluyeron

con la paralización de las obras, en las irregularidades

que significaron modificaciones contractuales y

negociaciones, y en los aumentos de los costos de las

obras. Especial responsabilidad tuvieron los ejecutivos en

el cambio de método constructivo y en la firma de

contratos, sin defender los intereses de la empresa en

cuanto a precios y plazos. Algunos de estos ejecutivos,

como los señores Llanos, Álvarez, Cornejo, Andrade,

Mansilla y Montero, entre otros nombrados en el informe.

En tercer lugar, las empresas contratistas, por su

ineficiencia, presiones e incapacidades técnicas,

incumplimientos reiterados y cobros excesivos. Todo esto

con la complacencia y la falta de control de los ejecutivos

y de los directivos de Esval.

Punto aparte merece la inspección técnica de la obra.

Nadie se explica por qué esta empresa fue contratada en

contra de la opinión del Banco Mundial, cuando fue la

segunda calificada en la propuesta pública; tampoco se

explica que la ITO no apoyara a Esval a poner término

anticipado del contrato con el Consorcio, lo que quizás

habría evitado parte importante del descalabro.

Es indiscutible que los mandos intermedios de la Corfo

conocieron los problemas del colector, incluso existió una

vinculación entre éstos y el directorio, ya que algunos de

sus miembros eran funcionarios de la Corfo.

En cuanto al ex Ministro de la Corfo señor René

Abeliuk y al actual Ministro señor Felipe Sandoval,

tuvieron intervención y conocimiento del desarrollo del

proyecto del colector cuando los problemas estaban muy

avanzados. Sus intervenciones fueron en la dirección de

salvar el proyecto; sin embargo, las decisiones y

resoluciones finales siempre fueron tomadas por los

directorios y por los ejecutivos de la empresa. En este

plano, nos parece inaceptable tratar de hacer una

utilización política de la investigación.

La bancada del Partido Socialista entiende que la

investigación del caso Esval no está en ningún momento

agotada; por lo tanto, nos parece que no es el momento de

sacar conclusiones fáciles. El mejor camino para esclarecer

los hechos es apoyar lo que propone la mayoría de la

Comisión en sus conclusiones: que el caso sea analizado por

la justicia. En este aspecto, apoyamos decididamente la

petición de designar Ministro en visita, hecha en estos

días ante la Corte Suprema por la gerencia de Esval. Éste

es el camino. Confiamos en que la justicia conozca la

verdad y castigue a los responsables. En la misma dirección

apunta la decisión de la Comisión de entregar los

antecedentes al Consejo de Defensa del Estado. Confiemos en

que este organismo del Estado, al igual que la Cámara de

Diputados, cumpla con los roles que le entrega la

institucionalidad.

Por último, queremos señalar que del caso Esval no se

pueden sacar conclusiones fáciles y rápidas sobre el

destino de las empresas públicas, porque hay muchas que

funcionan eficiente y transparentemente.

Por lo tanto, el patrimonio del Estado no está en

subasta, sin previamente fijar las normas reguladoras que

requieren algunas actividades económicas como los

monopolios naturales. Confiamos en que, conocer la verdad y

sancionar a los culpables en el caso Esval, sirva de

ejemplo para que hechos como éstos no se repitan en nuestro

país.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, ocupó nueve minutos del Comité del Partido

Socialista. Los cinco minutos restantes, dicho Comité se

los ha asignado al Diputado señor Guillermo Ceroni.

En el tiempo de la Democracia Cristiana, tiene la

palabra el Diputado señor Aldo Cornejo.

 

El señor CORNEJO.- Señor Presidente, me referiré a dos

situaciones que se han señalado en el curso del debate.

En primer lugar, en el informe de minoría se señala

que el alcalde de la Municipalidad de Valparaíso habría

cometido exacciones ilegales. Supongo que quienes han

llegado a esa conclusión, tendrán los antecedentes

suficientes para acreditar su comisión. Si es así, se

encuentran en la obligación legal de formular la denuncia

correspondiente ante los tribunales de justicia.

Sin embargo, si mal no recuerdo, cuando concurrió el

alcalde de Valparaíso, acompañado por varios asesores a la

Comisión Investigadora de Esval, todos los parlamentarios

presentes que escucharon su exposición, coincidieron -

excepto uno- con los motivos de hecho y de derecho que tuvo

la municipalidad para justificar su comportamiento en

relación con la construcción del colector. Incluso -en las

actas debe constar- algunos miembros de esa Comisión, que

en su momento fueron alcaldes de distintos lugares,

coincidieron en que la intervención del alcalde o de la

municipalidad no fue sino para asumir la defensa de

legítimos intereses de la ciudad.

Pero la actuación no fue sólo del alcalde de

Valparaíso. El 6 de octubre de 1995, el concejo, en el cual

hay integrantes de la UDI, de Renovación Nacional, del PPD

y de la Democracia Cristiana, tomó el acuerdo de respaldar

todas las actuaciones de la municipalidad en relación con

el tema del colector. Tengo aquí el acta correspondiente

que fue publicada en El Mercurio de Valparaíso. Además, un

acuerdo del Consejo económico y social comunal, de 11 de

octubre, que ratificó el comportamiento de la municipalidad

en relación con el colector.

Entonces, ¡cuidado!, cuando se afirma que los

protocolos firmados por la municipalidad forman parte de

presiones ilegítimas o exacciones, ¿en qué mundo estamos?

¿Qué autoridad o persona razonable de este país va a

cometer un delito a través de tres escrituras públicas -

que, como su nombre lo indica, son públicas- suscritas por

la municipalidad, por Esval y, dos de ellas, en su momento,

por el ex Ministro de la Corfo, don René Abeliuk, y una por

el actual Ministro de la Corfo, don Felipe Sandoval?

Si se hubiere querido cometer algún acto ilegal o

ilegítimo, ¿se habría hecho a través de tres escrituras

públicas que -como los colegas abogados saben- constituyen

plena prueba respecto de los dichos y de las cosas de que

dan cuenta? ¿No será echar a correr demasiado la

imaginación en esta materia?

Efectivamente, un invitado de la Corfo señaló en la

Comisión -a mi juicio, jurídicamente equivocado- que los

protocolos firmados por la municipalidad, Esval y la Corfo

eran ilegales. Bueno, los llamados a resolver, en un país

como éste -civilizado, a veces- las materias que son

legales o ilegales -por lo menos así lo aprendí en la

escuela de derecho, hace muchos años-, son los tribunales

de justicia. La sentencia del primer juzgado civil de

Valparaíso, de 21 de junio, señala que los contratos o

protocolos celebrados por la municipalidad, Esval y la

Corfo son plenamente ajustados a derecho. Tengo copia de

esa resolución judicial. Se alegó que los contratos son

nulos, que no había causa, que contravienen lo establecido

en el derecho público chileno; sin embargo, un tribunal de

la República ha estimado que son legítimos, válidos, tienen

causa y se ajustan a derecho. En consecuencia, no me parece

riguroso señalar, así al pasar, que lo obrado por la

municipalidad de Valparaíso en esta materia se hizo al

margen de la ley.

Curiosamente, igual opinión comparte la ex Senadora

doña Laura Soto, que compareció ante la Comisión. Ella, no

hace muchos días, el 2 de julio de 1996, en una carta a la

municipalidad de Valparaíso señala que esa Corporación

cumplió exactamente el imperativo que le correspondía en

aquel momento, y que no puede -dice textualmente la ex

Senadora- con justicia sostenerse que en cumplimiento de

dichas obligaciones se han obtenido exacciones ilegales en

la forma que se indica en el informe.

En segundo lugar, quiero precisar, simplemente -no

para hacerme cargo de alguna afirmación-, que prácticamente

todos los Diputados que integran la Cámara en algún momento

de su gestión parlamentaria han recurrido a diversas

autoridades de gobierno para interceder -ya sea en forma

verbal o por escrito- por la solución de algún problema de

su distrito. Ese hecho me parece absolutamente legítimo,

porque está dentro de las funciones de un parlamentario

intentar representar los intereses de sus electores, de su

distrito o circunscripción, y procurar alguna solución. En

el caso del colector, si yo tuviera que volver a hablar con

todas las autoridades con quienes me entrevisté para

hacerles presente las dificultades que presentaba su

construcción y la paralización de esas obras, lo haría de

nuevo.

Aquí tenemos que ser justos. Nadie quizás ha tenido el

tiempo para resaltar más allá del anecdotario, que el señor

Retamal dio antecedentes importantes y suficientes que

permitieron suponer una crisis en la construcción del

colector. En consecuencia, más allá de si ese informe es

técnicamente bueno o no, porque no soy experto, su mérito

es ése; por eso, no acepto que se diga que se ha ocultado.

Ingresó a la Corporación de Fomento por la oficina de

partes y fue remitido, formal y oficialmente, a la Comisión

y al directorio de Esval, para que la Corfo y dicho

directorio, en función de su mérito, pudieran adoptar

medidas encaminadas a solucionar el problema. ¿Y qué

medidas tomó el Gobierno como consecuencia de ese informe y

de otras situaciones que se venían generando con motivo de

la construcción del colector? No las olvidemos. Determinó

los cambios del directorio y del gerente y prácticamente

-como alguien lo dijo-, la intervención de la empresa para

procurar la construcción del colector en la forma más

normal posible.

Quería precisar esas situaciones, y me parece

importante que quede constancia de ello para la historia

del debate relacionado con el tema del colector.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, ocupó 10 minutos del tiempo correspondiente al

Comité del Partido Demócrata Cristiano.

En el tiempo del Comité de la Unión Demócrata

Independiente, tiene la palabra el Diputado señor Carlos

Bombal.

 

El señor BOMBAL.- Señor Presidente, ayer el gerente

general de Esval y el abogado señor Juan Bustos insistieron

ante la Corte Suprema en el nombramiento de un Ministro en

visita para que reemplace al juez de la causa que en

Valparaíso investiga la querella que Esval presentó contra

todos los responsables de este escándalo.

Cito este hecho, porque, al menos, a los chilenos nos

queda la esperanza de poder ser indemnizados por este

millonario escándalo.

En la Cámara bien sabemos cómo una mayoría oficialista

logra que todo lo que es claro, nítido, irrefutable,

termine no siéndolo cuando suceden escándalos en empresas

estatales. Ejemplos hay varios.

¿De qué estamos hablando? De la historia de un

colector en la Quinta Región, una gran alcantarilla, que

comenzó a construirse en septiembre de 1992 y que debía

estar terminada en 16 meses; es decir, en enero de 1994, y

que hasta hoy, julio de 1996, no ha sido terminada y no

tiene para cuándo. Entiendo, incluso, que ahora nuevamente

se ha cambiado el trazado de la obra y dicen que irá por

debajo de los cerros. ¡Imagínense aquello!

Estamos hablando de la historia de un colector que

comenzó costando 4 mil 283 millones de pesos y que

terminará costando

-al decir de su actual gerente general- sobre 35 mil

millones de pesos; un 814 por ciento más de su valor

original, hasta donde se sabe actualmente.

Estamos hablando de la historia de una obra pública

que terminó siendo declarada obra privada, no obstante

estar financiada por todos los chilenos que pagan sus

impuestos.

Estamos hablando de una empresa estatal cuyos dueños

son el Fisco y la Corfo, y que ahora se nos dice que no

pertenece al Estado chileno.

¿Acaso estas cuatro sencillas pero contundentes

aseveraciones no constituyen en sí todo un escándalo?

Ciertamente que sí. ¿Y quién responde por ellas? Hasta

ahora, nadie.

Para quienes estudiamos este gran escándalo de

corrupción, nos resulta abismante todo lo investigado. No

había alcanzado a adjudicarse el contrato cuando ya, a

puertas cerradas, se giraban órdenes millonarias de compras

en el extranjero, autorizadas desde Valparaíso, para

equipos que realizarían un proyecto diametralmente distinto

al adjudicado. ¡Un escándalo!

A puertas cerradas, a los cuatro meses de adjudicada

la obra, se modificó el contrato y se decide hacer otro

proyecto -por supuesto, nunca se avisa a quienes se

presentaron a la licitación-. Once meses después, de nuevo,

privadamente, a puertas cerradas, se modifica lo ya

modificado. Transcurren otros siete meses y nuevamente, a

puertas cerradas, se vuelve a modificar lo modificado ya

dos veces. Pasan 60 días y, por cuarta vez, a puertas

cerradas, se altera una vez más el contrato original. ¿No

es un escándalo? Ciertamente, lo es. Tengamos en cuenta que

la ley en Chile establece una norma muy sana para las obras

públicas: cada vez que una obra pública se excede en un 50

por ciento de su cuantía original, ese aumento debe

considerarse como obra nueva y, por ende, procede llamar a

una nueva propuesta pública, lo que significa el término de

la obra.

Pero aquí la Contraloría General de la República nos

dijo que el colector no era obra pública, ya que Esval -

¡Óiganlo bien!- no era empresa del Estado. ¡Absolutamente

insólito aquel dictamen!

Me pregunto, al igual que los 14 millones de chilenos,

¿cómo pudo el Estado, en 1992, en Washington, avalar -

léase: "garantizar el pago"- un crédito del Banco Mundial

otorgado a Esval por nada menos que 50 millones de dólares,

parte de los cuales fueron a parar a este misterioso

colector? Hasta ahora esperamos una respuesta. Si la

empresa era privada, si su dueño no era el fisco, ¿cómo

pudo el Estado chileno avalar aquel crédito del Banco

Mundial?

Pues bien, por la Comisión desfilaron las máximas

autoridades del país. Jamás nadie supo nada de lo que

estaba sucediendo con el colector; todo lo que supieron fue

de oídas. Desde La Moneda se nos dijo que la Corfo era

autónoma y soberana para tomar sus decisiones y que su

Ministro no tenía por qué estar informando sobre lo que

sucedía con un asunto tan doméstico. Igual que ahora con

Enacar; ha sido pura casualidad que en estos días el

Ministro Sandoval haya ido a La Moneda a solucionar un

problema. Lo único que falta es que se diga que Enacar no

es empresa del Estado.

También desfilaron sucesivamente directores de varios

directorios, subgerentes de varias gerencias, y llegamos a

la curiosa convicción de que todos, cual más cual menos,

sentían que lo que habían hecho estaba bien, a pesar de que

el colector no entró en funcionamiento y todavía no lo

hace.

Pero hay más. Como si fuera poco, después de todas las

modificaciones al contrato original y de las millonarias

sumas involucradas en cada arreglo, la empresa contratista,

es decir, el Consorcio Oceánico, decide abandonar las obras

y demandar millonariamente a Esval por 12 millones de

dólares. ¿Qué hace Esval, entonces? Sus ejecutivos, su

directorio, y la propia Corfo, deciden

-nuevamente a puertas cerradas y sin licitación pública-

entregar las obras a Iseki, subcontratista y socio del

Consorcio Oceánico. ¡Otro escándalo!

Pero hay todavía más. Al cabo de un tiempo, Iseki

también decide abandonar las obras y, como si fuera poco,

interpone otra millonaria demanda contra Esval. Es decir,

mientras estaba demandándose a Esval, se le entrega la

continuación de las obras a una subsidiaria de la

demandante. Con ello, Esval compra dos juicios.

Es sabido que existen dos conclusiones para un mismo

informe. No obstante reconocer responsabilidades al más

alto nivel -léase Ministro de la Corfo, como está señalado

expresamente en el informe- la mayoría oficialista admitió

que nuestras máximas autoridades ministeriales

intervinieron en este caso, "para tomar conocimiento de los

problemas y/o arbitrar las medidas más urgentes y

necesarias, con el fin de que fuera la propia empresa, a

través del Ministerio de Corfo -le carga la mano a Corfo-

la que encauzara las soluciones que debieran dársele". Así,

simplemente, con una frase muy bien construida, se nos dice

que todos actuaron diligentemente a través de la Corfo.

A la luz de los hechos cabe preguntarse: ¿puede

afirmarse que esas autoridades que tomaron conocimiento de

los problemas

-como se reconoce- actuaron bien, diligente y

oportunamente? Si así hubiera sucedido no cabe duda alguna

de que el colector estaría terminado y no habría existido

este escándalo. Los hechos, precisamente, confirman que

actuaron en la dirección absolutamente contraria; por

cierto, la mala gestión de las más altas esferas tiene

mucho que ver con este desastre. Uno podría preguntarse

cómo se manejan otros asuntos de Estado si en éste se actuó

tan livianamente a pesar de la gravedad y de la cuantía de

los recursos públicos involucrados. Ahora uno se explica

los casos de Empremar, de la Digeder, de la Onemi, de

Codelco, de la RPC y tantos otros, todos de corrupción, y

la mayoría de ellos ocurridos en la Quinta Región, donde

parece haberse radicado un foco de corruptos.

Aquí son responsables todas las autoridades que

conocieron este escándalo y que permitieron que sucediera,

y todos los directorios por acción u omisión. Cada director

que tomó decisiones no puede excusarse, a menos que lo haya

hecho expresamente, de su responsabilidad ni puede

pretender ampararse en decisiones adoptadas colectivamente.

Son responsables todos los gerentes que, debiendo actuar

con celo y transparencia, optaron por el oscuro camino de

las negociaciones privadas entre cuatro paredes. Su gestión

está a la vista. Ninguno puede hablar de aciertos ante un

fracaso tan rotundo que todo el país ha presenciado.

Ninguno, al igual que los directivos, tuvo el coraje de

reconocer su ignorancia frente a un proyecto que los

sobrepasó desde un comienzo, o que -hoy cabe preguntárselo-

dejaron que los sobrepasara. Son responsables las empresas

contratistas

-¡grandes responsables!-; el Consorcio Oceánico, que se

adjudicó la obra ofreciendo un precio muy por debajo del

oficial -lo que ya es, en sí, muy sospechoso-, e Iseki, que

maneja a su antojo uno o varios contratos, con el mayor

desenfado que se registra en la historia de los grandes

proyectos de obras de esta envergadura. Sin embargo -hay

que decirlo- tuvieron una contraparte que no pudo ser más

coadyuvante a sus propósitos. Basta leer los contratos para

percibir con asombro y estupor cómo los ejecutivos de Esval

desprotegieron en forma manifiesta y abierta los intereses

de esa empresa estatal. Existen cláusulas francamente

inaceptables e indignas, donde absolutamente todos los

riesgos propios del contratista fueron asumidos, sin más,

por Esval. El contrato con Iseki es simplemente una

vergüenza.

Por ello, con justificada razón, somos muchos los que

nos preguntamos: ¿fue ignorancia, torpeza, ineptitud, falta

de experiencia, o hubo algo más? Dejemos que sea la

justicia la que lo investigue. ¿Qué duda cabe que en este

escándalo no está todo claro? No resulta verosímil atribuir

el fracaso de una obra que comienza de un modo y que luego

se altera su método constructivo -pese a lo cual aún no es

posible terminarla-, que parte costando 4 mil millones y

terminará en 35 mil millones de pesos, sólo a una mala

administración. Tenemos legítimo derecho a pensar que aquí

hay algo más que eso; tenemos el legítimo derecho a pensar

en corrupción. El país así lo cree, y hay que demostrarle

lo contrario; sólo que esta vez la prueba deberá ser ante

los tribunales de justicia. De ahí que ayer las actuales

autoridades de Esval reconocieron, finalmente, lo que todo

Chile advertía desde un comienzo: hubo corrupción.

El abogado don Juan Bustos, que representa a Esval y

Corfo, dijo ayer -se puede leer en El Mercurio de hoy-

textualmente: "Se trata de uno de los casos de corrupción

más grandes registrados en el país en los últimos tiempos".

Y agrega que hay delitos suficientemente acreditados.

Recordemos que ninguno de los personeros que declaró

en la Comisión aceptó el hecho de que había corrupción.

Debo advertir que la mayoría de los funcionarios que

comparecieron en la Comisión eran de la confianza del

Gobierno actual o del pasado. Es decir, si las actuales

autoridades reconocen que hubo corrupción, ésta fue

cometida por hombres de la confianza de la Concertación y

sus gobiernos, lo que debe hacer reaccionar con mucha

firmeza al Gobierno, sobre el cual hoy recae la

responsabilidad de aclarar este escándalo.

Debe aclararse dónde fueron a parar las millonarias

sumas pagadas por una obra que aún no concluye, en la cual

aparentemente todo fue pagado con sobreprecios, como está

fehacientemente acreditado. Con todo, queda una lección de

este escándalo: el Estado es un mal administrador. Ésa

parece ser una conclusión obvia, aunque muchos se resistan

a aceptarla. Y es peor administrador, cuando quienes

dirigen las empresas estatales carecen, como en el caso de

Esval, de la más elemental noción de lo que es una empresa

sanitaria. La gran mayoría de los directores de Esval

fueron nombrados en pago de favores políticos. Eso no puede

seguir ocurriendo. ¿Acaso no sucedió lo mismo en Empremar,

en la RPC, en la Onemi, en Codelco y en la Digeder?

Debemos reconocer, sí, que luego de estos escándalos,

y particularmente del de Esval, el Gobierno ha enmendado la

plana procurando nombrar gente algo más idónea. Pero eso no

basta; la modernidad económica exige un Estado subsidiario

que incursione en su rol empresario allí donde los

particulares no puedan hacerlo.

Otra lección que nos deja este escándalo es que debe

existir una norma clara: que quienes terminan siendo

responsables, nunca más puedan desempeñarse en empresas

públicas como administradores, ejecutivos o directivos. Lo

mismo debe aplicarse a aquellas empresas inescrupulosas que

participan en este tipo de proyectos, a las que, sin más,

debería borrárseles para siempre de todo registro público.

Existe suficiente literatura sobre la forma en que

operan la corrupción y los consorcios internacionales en

diversos países: trafican con influencia, pagan millonarias

coimas, modifican los contratos a su amaño, ejercen todo

tipo de presiones, movilizan a sus gobiernos, etcétera.

Todo esto encierra, en sí mismo, todos los presupuestos

básicos que definen la corrupción.

Si revisamos los grandes escándalos de corrupción en

el mundo, en su gran mayoría encontraremos el siguiente

denominador común: una obra pública de gran envergadura y

un consorcio internacional detrás de ella que permite no

dejar rastro de los pagos y de los dineros involucrados en

el país donde se ejecuta la obra.

Señor Presidente, termino con las siguientes palabras.

Contra todo lo que se diga, en Chile el fenómeno de la

corrupción no es algo menor. Hay ya demasiados casos. En la

medida en que los responsables diluyan sus

responsabilidades y en que se convierta en una práctica que

basta con cesar en el cargo para eludir responsabilidades

ante el país -como ocurrió en el caso de Esval-, en esa

misma medida crecerá la corrupción, porque se estará dando

una señal inequívoca a quienes quieran corromperse; sabrán

por anticipado que quedarán en la impunidad sólo con

renunciar o con que les pidan la renuncia.

Lo ocurrido en Esval tiene, ciertamente, un grado de

escándalo. Hubo corrupción; ayer lo anunciaron sus

abogados, y lo cierto es que no tenemos certeza de que los

14 millones de chilenos seremos indemnizados por este grave

perjuicio.

El informe de mayoría dice que todos los directores -

25 personas en total- son responsables de lo ocurrido. Le

pregunto a la mayoría oficialista: ¿quién nombró a esas 25

personas en el directorio? ¿Acaso los responsables que se

sindican no fueron nombrados por el gobierno de turno? ¿No

hay acaso una responsabilidad en quien designa? Nos parece

que sí la hay. El Gobierno no puede zafarse de la

responsabilidad que le cabe en este escándalo.

En esta sesión ha quedado en evidencia que la mayoría

oficialista jamás dejará que se conozcan todas las

evidencias que comprometen a su gente. Confiemos en que la

justicia descubra la corrupción que existió en Esval.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno

de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el Diputado

señor Juan Carlos Latorre.

El señor LATORRE.- Señor Presidente, en un tiempo tan

breve, intentaré expresar algunas opiniones. Por ello,

empiezo por pedir excusas por ser tan categórico en algunas

afirmaciones que haré.

En primer lugar, el trabajo realizado por la Comisión

se caracterizó por un esfuerzo riguroso por determinar lo

ocurrido en el caso del colector. Así lo prueban la lectura

del informe y las conclusiones, tanto de mayoría como de

minoría.

Las diferencias sustanciales que pueden existir entre

uno y otro voto dicen relación, básicamente, con la forma

de establecer responsabilidades.

No cabe ninguna duda de que el Diputado señor Vilches,

incluso el colega Ávila y otros, han coincidido al señalar

que hay hechos que ameritaban una investigación, realizada

efectivamente por nuestra Comisión. Tales hechos se

refieren a cambio de proyecto y método constructivo,

procedimiento seguido para la contratación de Iseki y

eventualmente otros temas directamente ligados con estos

dos hechos gruesos. En eso coinciden las conclusiones de la

mayoría y minoría de la Comisión.

Quiero hacerle notar al Diputado señor Ávila -pido al

señor Presidente que me excuse por referirme a su

intervención- que es un poco mañoso decir que la mayoría le

introdujo veintinueve cambios al texto elaborado por el

secretario de la Comisión, porque es lo habitual en la

confección de un informe definitivo. Además, como consta en

las actas de la Comisión, prácticamente todos esos cambios

-algunos menores- se aprobaron por unanimidad.

Pero ese sencillo hecho que el Diputado señor Ávila

dejó caer en la intervención que hizo para explicar el rol

que le cupo, nos demuestra una vez más uno de los hechos

más lamentables ocurridos en una investigación que haya

tenido lugar en la Cámara de Diputados.

Pues bien, otro habría sido el tenor de la

investigación si durante su desarrollo no hubieran ocurrido

hechos sistemáticos que nos impidieron profundizar en

algunos temas

-destacados hoy, por ejemplo, por el Diputado señor Bombal-

, que durante el transcurso de la investigación lisa y

llanamente no pudimos tratar.

Quiero señalar un hecho en particular. Cuando en una

oportunidad señalé públicamente que la responsabilidad de

la corrupción que pudiera existir en el sector público

también tenía origen en los estímulos que podían provenir

del sector privado, hubo algunos miembros de la Comisión -

que hoy vienen a decir que las empresas contratistas

tuvieron un desempeño muy inadecuado, por no calificarlo de

otra forma-, que en ese momento dijeron que tal afirmación

pretendía disminuir la responsabilidad que pudieran tener

quienes estaban administrando la empresa Esval. Pero,

resulta que hoy, extrañamente, no hay ninguna intervención

en esta Cámara que no destaque, como la propia intervención

del Diputado señor Ávila, que aquí existe responsabilidad

directa en lo realizado por las empresas CBPO e Iseki que,

obviamente, contaron con una debilidad que es materia de

investigación y que está significando que ejecutivos,

directores y muchos de los que han tenido vinculación con

este desastre, tengan hoy que concurrir a los tribunales.

Ninguno de nosotros desea que eso no ocurra. Más aún,

creemos que el único procedimiento que permitirá establecer

si efectivamente hubo uso o abuso ilegítimo de los recursos

de esta empresa, es a través de los tribunales.

Quiero destacar algunos hechos ocurridos durante el

trabajo de esta Comisión.

En primer lugar, se puede demostrar que se pasaron a

llevar todas las normas reglamentarias habituales en el

trabajo de una Comisión, y eso consta en las actas; se

anticiparon juicios y prejuicios en forma pública, sin

previo análisis en la Comisión; se enlodó la honra y la

dignidad de alrededor de setenta personas que aparecen

denunciadas por supuestas responsabilidades, a través de

los medios de información, sin que algunas hayan sido

siquiera citadas a la Comisión; más aún, algunos han debido

responder ante los tribunales con un cúmulo de querellas

que afectan a su Presidente, caso absolutamente inédito en

el trabajo de una Comisión Investigadora; se entregaron

antecedentes anticipados al Consejo de Defensa del Estado,

y el propio Presidente de ese organismo señaló,

públicamente, que no podía recibir antecedentes sin que

antes concluyera el trabajo de ella.

Hoy, el Diputado señor Bombal, en su discurso,

responde a una discusión que él y el propio Diputado señor

Ávila tienen por juicios de la Contraloría.

Debo señalar que comparto el fondo de lo que ellos

defienden, pero no estoy de acuerdo con que, en su

oportunidad, el Diputado señor Ávila haya hecho uso de un

informe de Contraloría para extender responsabilidades a

funcionarios y personas de Esval que nada tenían que ver

con ese informe, lo que significó que el propio Contralor

Regional recriminara en la Comisión el uso abusivo de un

informe de ese organismo.

Se ocultó información. En las actas tenemos la prueba

de que el Presidente de la Comisión recibía información y

que él resolvía, de acuerdo con su criterio -lo dijo muchas

veces-, el momento en que la ponía a disposición del resto

de los miembros de la Comisión.

Creo que en la disposición que existe en esta Cámara

para realizar la investigación, ha habido un criterio

bastante consensual. En lo que sí no lo ha habido, y no

puede existir, es en el doble estándar de algunos de sus

integrantes para juzgar, prejuzgar y entregar opiniones

públicas, buscando responsabilidades políticas respecto de

un caso, y callar, como lo han hecho durante muchos años,

respecto de situaciones mucho más vergonzosas que la que

hemos tenido que enfrentar en el caso de Esval.

Al respecto, quiero dejar constancia de que, en mi

opinión, aquí ha habido un doble estándar. Cuando se trata

de cubrir hechos que ameritan investigación, que afectan al

sector privado de nuestro país, algunos reaccionan de

inmediato y ponen barreras para que uno se pueda referir a

ello; pero, cuando se trata de concluir que las empresas

sanitarias u otras deben quedar en sus manos, con todo su

desarrollo, ahí sí que no faltan los argumentos.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, hizo uso de ocho minutos.

En los dos minutos que restan al Comité de Renovación

Nacional, tiene la palabra el Diputado señor Alfonso

Vargas.

 

El señor VARGAS.- Señor Presidente, lo que hoy nos

ocupa no es otra cosa que la demostración de cómo no deben

hacerse las cosas en las empresas del Estado.

El informe de la Comisión nos indica, en términos

generales, una administración descuidada -por decir lo

menos- de una empresa tan importante para la Quinta Región.

De las múltiples situaciones irregulares que se

desprenden del informe de la Comisión, quiero detenerme

particularmente en la relación contractual Esval-Consorcio

Oceánico.

La pregunta que surge en forma inmediata es cómo es

posible que un contrato de estas características, de tal

magnitud de dinero y con tanta trascendencia para el país,

haya podido celebrarse sin las mínimas previsiones

profesionales que impidieran el desastroso resultado a que

se llegó. La respuesta obvia parece ser la incompetencia,

la negligencia y la ineptitud.

Sin embargo, esta respuesta no es suficiente: debemos

ir a las verdaderas causas de estos hechos. A nuestro

juicio, existen, a lo menos, dos situaciones que deben

completar dicha respuesta:

1. Cómo y por qué ocurrió que las personas que tuvieron

participación en las decisiones que desembocaron en el

aumento del valor de las obras y su posterior

paralización llegaron a tener ese grado de

responsabilidad, y

2. Si la incompetencia demostrada no es sino una manera

de encubrir propósitos manifiestamente defraudatorios del

patrimonio público.

Por lo tanto, y si bien la responsabilidad última en

los hechos que originan esta sesión debe recaer

necesariamente en quienes tuvieron a su cargo el proceso

negociador, no debemos perder de vista que quienes

nombraron a aquellos en tan trascendentes cargos de

administración tienen una importante cuota de

responsabilidad por haber hecho estos nombramientos,

excluyendo las consideraciones profesionales y técnicas que

ellas ameritaban, otorgándole, en cambio, un valor único a

la militancia política y factores de poder al interior de

los partidos que forman el Gobierno.

No quiero hacer ninguna acusación gratuita, y sé

también que las responsabilidades penales son individuales,

pero el simple análisis de la composición de los distintos

directorios de Esval, desde 1990 hasta la fecha, arroja

como conclusión inequívoca que más del 90 por ciento de

esos cargos fueron ocupados por personas vinculadas,

directa o indirectamente, a los partidos de Gobierno.

Aquellos funcionarios de Gobierno que designaron o

tuvieron participación en el proceso de designación de los

directores y ejecutivos de la empresa, hoy deben asumir la

responsabilidad que les cabe en los hechos.

En cuanto al segundo punto -esto es, si la

incompetencia demostrada no es sino una forma de encubrir

propósitos defraudatorios al patrimonio fiscal-, ello debe

ser resorte de los tribunales de justicia.

Sin embargo, no podemos dejar de tener legítimas

aprensiones acerca del destino de muchos de los fondos que

han circulado alrededor de las obras del colector.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, se ha excedido en dos minutos.

Propongo a Su Señoría insertar el resto de su

discurso, para que quede testimonio de la totalidad de su

intervención.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, conceda a Su

Señoría un minuto más.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, hasta el momento he permitido que tanto el Comité

de la Unión Demócrata Independiente, como el de Renovación

Nacional, ocupen dos minutos más en sus intervenciones.

Para que exista una compensación -lo conversé previamente

con Su Señoría-, propongo que el Diputado señor Vargas

redondee su idea en un minuto e inserte el resto de su

intervención.

 

El señor VARGAS.- Por otro lado, el manejo de la

licitación pública que adjudicó el contrato original al

Consorcio, claramente vulneró el principio de igualdad de

los oferentes, desde el momento en que existían

negociaciones y presiones incompatibles en un proceso de

esta naturaleza.

Lo anterior, nos hace plantear un par de reflexiones

generales.

La alarma general que este caso ha producido en la

opinión pública nos obliga a comportarnos a la altura de

las circunstancias. Por ello, la asignación de las

responsabilidades de quienes han tenido participación en

los hechos debe hacerse en forma oportuna y drástica. Sin

embargo, la responsabilidad política debe ser asumida por

quienes, con su proceder negligente, nombraron a

funcionarios incompetentes e hicieron "vista gorda" a

numerosas irregularidades, dejaron actuar sin control a

ejecutivos incapaces y no ejercieron su obligación legal de

cautelar los intereses del Estado.

 

-La parte del discurso del Diputado señor Vargas que

se inserta, en conformidad con el artículo 85 del

Reglamento, no pronunciado en la Sala, es la siguiente:

En este ámbito, se encuentran los Ministros

Vicepresidentes de Corfo que llevaron adelante las

negociaciones; los Presidentes de los Directorios de Esval

que nunca supieron ni entendieron qué estaba pasando

verdaderamente, el resto de los Directores que sólo iban a

cobrar sus cheques, pero nunca participaron ni exigieron

información fidedigna acerca de la marcha de esta obra, y

algunos ejecutivos que por su incompetencia debieran ser

inhabilitados para ejercer cualquier otro cargo público.

Aquí, señor Presidente, hay responsables con nombres y

apellidos, y no aceptaremos que se pretenda tapar o echarle

tierra a este asunto.

2º. La corrupción no es un fenómeno que podamos tratar

de superar en forma individual cada vez que se produzca.

Hay que atacarlo de manera global y enérgica. Estamos

viendo cómo en otros países la corrupción puede llegar a

paralizar un país. Si continuamos por esta senda, corremos

el riesgo de que nada nos sorprenda, y que por habituales

las conductas pasen a ser aceptadas como normales.

Nuestra primera tarea es partir por nosotros mismos.

No abusar de nuestros cargos ni de nuestras influencias. No

pretender que el poder es para que un grupo o partido lo

utilice para beneficiar a sus adherentes. Jamás aceptar ni

amparar conductas que signifiquen algún atisbo de

corrupción.

Que lo más importante es no darle tratamiento político

a un tema cuando es mucho más serio que eso. Para ello es

necesario también asumir con hombría las consecuencias de

las conductas que cometamos.

Actuar de otro modo significa ser cómplices en hechos

que deben provocar el enérgico rechazo de todos quienes

queremos defender nuestro país de este mal.

Por esto, hago un llamado a mis colegas a terminar con

falsas lealtades, que no hacen otra cosa sino politizar

situaciones que no lo merecen. No debemos votar este

informe a partir de bloques o por órdenes de partidos.

Asignarle a nuestra conciencia un valor supremo al momento

de decidir sobre hechos constitutivos de corrupción.

El único modo de terminar con situaciones como las que

nos convocan, es actuar con independencia, honestidad,

autonomía, y ser drásticos y fuertes en las sanciones que

deban aplicarse.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- El Comité

Socialista ha cedido cinco minutos de su tiempo al Comité

del Partido por la Democracia.

Tiene la palabra el Diputado señor Guillermo Ceroni.

 

El señor CERONI.- Señor Presidente, ante todo, debo

aclarar a la Corporación que la bancada del PPD, en

consideración a que reglamentariamente no existía otra

alternativa, acordó ceder su tiempo al Diputado señor

Nelson Ávila, para que exprese los fundamentos de su

posición. Sin embargo, queremos dejar establecido que, en

ningún caso, ello significa que la bancada, como tal, apoya

dicha posición.

Lo esencial de una comisión investigadora es,

precisamente, reunir la información necesaria que permita a

la Cámara, y en consecuencia al país, formarse una opinión

clara sobre la actividad o hechos investigados.

Las comisiones investigadoras ejercen una función y un

control político. En mi opinión, lo más importante en el

control político no es la decisión final que la Cámara

adopte como resultado de su trabajo, sino el hecho mismo de

la investigación, la cual, por sí sola, genera efectos

políticos.

La Comisión investigadora ha realizado un trabajo

acucioso. No hay duda -está claro para la Corporación y así

lo dice el informe- que el cambio del método constructivo,

de zanja abierta a pipe-jacking, cuando la obra estaba

avanzada en un 60 por ciento de su proyecto original,

requería de una propuesta pública, lo cual no se hizo.

También está claro para todos que la empresa Iseki no

tenía la capacidad técnica ni económica para hacerse cargo

de dicho trabajo. Se ha establecido -está claro en el

informe- que los contratos que comprometieron a Esval con

las empresas fueron ineficientes en su redacción y no

resguardaron sus intereses.

Todo esto genera responsabilidades, pero está claro

también que ellas están en el ámbito del directorio que,

como sociedad anónima, debía tomar las decisiones

respectivas. De igual modo, está claro que esas

responsabilidades, en una empresa de esta naturaleza, se

deben radicar en la plana ejecutiva, como lo dice la

Comisión en su informe.

Igualmente, está clara la responsabilidad de los

contratistas y su participación en los hechos. En

definitiva, el país entero, a través del trabajo de la

Comisión, del informe y de este debate, ha conocido en

forma plena la verdad de lo sucedido en este caso.

En este momento, los tribunales están actuando para

determinar la existencia o no de algún tipo de

responsabilidad, tanto penal como civil, que se pudiera

derivar de estos hechos. Es tan claro que el abogado que

representa a Esval, señor Bustos, expresa que es necesaria

una investigación a fondo, y que éste es uno de los casos

de corrupción más grande registrado en el país en el último

tiempo. En la prensa podemos ver cómo Esval figura con la

Corfo. Es decir, la Comisión ha cumplido su papel de

clarificar al país la situación ocurrida en Esval a raíz de

la construcción del colector.

El país tiene clara conciencia de los hechos; nada se

ha ocultado. Nadie puede aseverar seriamente que la

Comisión y la Cámara misma no han cumplido con su papel

fiscalizador; por el contrario, esta función se ha asumido

con seriedad, hasta el final, y por supuesto que las

consecuencias serán las propias de nuestro papel como

Cámara.

Por todo esto y por los múltiples argumentos que se

han dado y que no voy a repetir, apoyaremos, en este caso,

el informe de mayoría de la Comisión.

He dicho.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Restan tres

minutos del tiempo del Partido Demócrata Cristiano.

 

El señor BOMBAL.- No, señor Presidente.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, el ministro de fe es quien da testimonio del

tiempo.

Le corresponde hacer uso de la palabra al honorable

Diputado señor Iván De la Maza. Por lo tanto, tal como se

hizo en este caso con el Comité de Renovación Nacional,

podrá hacer uso de sus minutos y, si no alcanza a terminar,

se insertará el resto de su discurso.

A continuación, hará uso de la palabra el Ministro

Vicepresidente de la Corfo, don Felipe Sandoval, y luego se

votará el informe y un proyecto de acuerdo que se ha hecho

llegar a la Mesa.

Además, quiero precisar que las Comisiones podrán

iniciar sus sesiones una vez que termine esta sesión.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, quiero hacer una

precisión que estimo absolutamente indispensable y muy

breve.

 

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Señor

Diputado, no le he dado la palabra.

 

El señor ÁVILA.- El acuerdo de la bancada del PPD es

otorgar libertad de acción a todos sus Diputados para que

voten en conciencia.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Diputado señor De la Maza.

 

El señor CERONI.- Pido la palabra.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- ¿Reglamento,

Diputado señor Ceroni?

 

El señor CERONI.- Señor Presidente, necesito

clarificar...

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Diputado señor

Ceroni, no tiene derecho a hacer uso de la palabra.

Tiene la palabra el Diputado señor Iván De la Maza.

 

El señor DE LA MAZA.- Señor Presidente, habíamos

preparado una intervención que apuntaba fundamentalmente...

 

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor DE LA MAZA.- Señor Presidente, es imposible

hablar con este chivateo. Le ruego que ponga orden.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Ruego a los

señores Diputados mantener silencio y el orden dentro de la

Sala.

Diputado señor De la Maza, puede continuar con el uso

de la palabra.

 

El señor DE LA MAZA.- Señor Presidente, el Diputado

Nelson Ávila, cuando hizo una proposición de fundamentos

distinta a la de la Comisión, se refería a una declaración

que entregó a la prensa, la cual jamás fue discutida, como

era habitual en su actitud.

Es importante precisar esto por una razón. Si

midiésemos la cantidad de páginas que el Diputado señor

Ávila ha utilizado en los medios de comunicación, los

minutos televisivos, y los comparáramos con su trabajo en

la investigación, nos encontraríamos con una grave

sorpresa: ninguna de estas afirmaciones fue sostenida por

él al interior de la Comisión.

En segundo lugar, queremos precisar que la totalidad

de los fundamentos fueron concordados por la unanimidad de

los miembros de la Comisión, y sólo en el momento de

confrontarnos con las proposiciones del Diputado Ávila, que

eran fundamentos y no decisiones finales, no coincidimos.

El estilo con que se trabajó en la Comisión -y el Diputado

Ávila me va a perdonar- apunta a algo que para mí es

fundamental: la desmesura o la falta de prudencia, porque

cuando acusamos a través de los medios de comunicación,

muchas veces atentamos contra la honra de las personas, y

aunque digamos con valentía que nos despojamos del fuero,

todos sabemos que la mayoría de las veces los ciudadanos

normales están indefensos frente al poder.

Hay ingenieros involucrados; personas que no tienen

por qué ser responsables, porque nadie nos invistió como

jueces para juzgar su honra o su dignidad personal.

Nos llamaron a tomar decisiones políticas y ese juicio

lo hicimos no con liviandad, sino con dureza; y lo hicimos

con responsabilidad, estuvimos muchas horas trabajando y

algunos Diputados que nunca estuvieron no tienen derecho a

levantar aquí la voz.

Discutimos y discrepamos muchas veces, pero llegamos a

una conclusión. Lo que es inaceptable es que se hagan

imputaciones como ésta, con liviandad absoluta: el señor

Manuel Llanos viajó invitado por CBPO a Brasil. Mentira,

eso no es cierto. Y el señor Llanos mandó cartas y

documentos a esta Comisión que nunca fueron dados a conocer

para hacer los descargos correspondientes.

Es mentira que el señor Llanos viajó a Mar del Plata a

ver las industrias del Consorcio Oceánico o del señor

Roggio. El señor Llanos viajó a Argentina a ver a su hijo y

en una ocasión -escúchenme con calma, porque en el momento

del juicio nos vamos a encontrar con la verdad- asistió

invitado por rejillas Johnson, que nada tenía que ver con

el Consorcio Oceánico. Con esas afirmaciones se ensucia la

honra de una persona.

Cuando asistió el señor Henríquez, actual gerente de

Esval, y usted me disculpa, señor Diputado, porque nunca lo

dijo en la Comisión y sí por los diarios y luego nos daba

excusas: "Yo no quise decir esto, los periodistas me

interpretaron", y los señores Diputados saben que se lo

dije varias veces en la Comisión. Usted lo insultó, cuando

insinuó que lo descalificaba el hecho de trabajar en el

complejo económico O’Higgins.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

le ruego concluir su intervención, porque está pasado en su

tiempo.

 

El señor DE LA MAZA.- La ley pareja no es dura y yo la

acepto.

La bancada de la Democracia Cristiana fue la que pidió

la constitución de la Comisión investigadora, de manera que

cuando el Diputado señor Bombal habla y nos recuerda el

caso Onemi o el caso Codelco, debo decirle que para que

haya comisiones investigadoras, es la mayoría de la Cámara

la que las aprueba y ella, por el voto popular, es de

Gobierno.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Señor Diputado,

le ruego poner término a su intervención. Está excedido en

dos minutos de su tiempo,

 

El señor DE LA MAZA.- Les quiero decir a los señores

Diputados que a nosotros nos llamaron a hacer juicios

políticos; a la Contraloría, juicios administrativos. A

veces, no nos gustan, pero cuando juzga, aceptamos su

juicio.

Podremos cambiar la ley, pero tenemos que aceptar el

soporte jurídico de este país y a quien le corresponde

juzgar la honestidad o deshonestidad de las personas: los

tribunales de justicia. Por tanto, cuando nos erigimos en

jueces de las personas; cuando ensuciamos su honra con

liviandad; cuando comprometemos a las familias el prestigio

personal con liviandad, atentamos contra nuestra dignidad

parlamentaria, contra el poder que nos entregó el pueblo.

He dicho.

 

El señor CHADWICK (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra

el Ministro de Corfo, don Felipe Sandoval.

 

El señor SANDOVAL (Ministro Vicepresidente de Corfo).-

Señor Presidente, quiero intervenir brevemente debido a

que, producto de esta investigación, fui citado en tres

oportunidades a la Comisión investigadora, toda vez que

Corfo es el socio mayoritario de Esval.

La Cámara de Diputados dispuso a fines del año pasado

que se constituyera, en forma especial, una Comisión

Investigadora que se abocara a estudiar la situación que

afectaba a la empresa de Obras Sanitarias de Valparaíso

S.A., Esval.

Esta Comisión contó con el pleno respaldo de la

corporación, de los ejecutivos que se desempeñan en ella y

del Ministro que habla, quienes asistimos la totalidad de

las veces que fuimos citados. Siempre entregamos todos los

antecedentes que estaban en nuestro poder y respondimos con

franqueza e integridad las cuestiones que expusieron los

honorables Diputados miembros de la Comisión.

Nadie podrá sostener que no prestamos absoluta

cooperación al desempeño de la Comisión y que no hemos sido

especialmente diligentes en la entrega de la información

que se nos ha requerido.

Igualmente, ante la Contraloría General de la

República, que efectuó su propia investigación respecto de

los mismos hechos que interesaban a la Comisión, nuestra

actuación fue idéntica a la que tuvimos con los Diputados:

oportunamente aportamos la información solicitada.

Además, en conjunto con la empresa, encargamos a

connotados abogados penalistas un profundo estudio respecto

de las responsabilidades y los hechos delictivos que

podrían existir tanto en Esval como en cualquier

repartición, gubernamental o no, a propósito de los hechos

relacionados con la construcción del colector que tanta

atención provocaron en la opinión pública.

El informe de estos profesionales llevó a que ellos

mismos, por encargo y en representación de Corfo y de

Esval, interpusieran ante los juzgados del crimen de

Valparaíso una querella en contra de todos aquellos que

resulten responsables de las actuaciones que han causado

perjuicio, indudable y evidente, tanto a la empresa misma

como a su accionista mayoritario y a la comunidad de la

Quinta Región.

En el mismo proceso a que hago mención -en que el juez

ha tenido especial diligencia, pero no ha podido avanzar ni

profundizar lo necesario, dada la enorme carga de trabajo

que es propia de nuestros tribunales-, hace un tiempo

pedimos la designación de un ministro en visita.

Por otra parte, Esval, empresa que presido desde hace

menos de un año, ha actuado en las instancias arbitrales

civiles correspondientes. Interpuso demandas en contra de

los últimos dos contratistas que actuaron para la

instalación del colector y exigimos el pago de cuantiosas

indemnizaciones por los perjuicios causados a la empresa.

Hemos demostrado con actuaciones nuestra real

preocupación e interés por el esclarecimiento de todos los

hechos vinculados a la construcción del colector, aunque no

lo hemos hecho con toda la publicidad con que se han

expresado otras personas respecto de esta misma situación.

He entregado a los juzgados del crimen, a la

Contraloría General de la República, a los tribunales

arbitrales competentes, a la Comisión Investigadora de la

Honorable Cámara de Diputados, no sólo toda la información

que se me ha requerido, sino toda aquélla que he estimado

relevante para que todos puedan cumplir a cabalidad con sus

objetivos en la investigación.

Pero, no sólo eso, porque más allá del estricto

cumplimiento de las disposiciones legales, tengo el

absoluto convencimiento de que en el tema que nos ocupa

actuamos diligentemente todas las veces que correspondía

que lo hiciéramos y, en cada una de esas ocasiones, de

acuerdo a cómo se beneficiaban más, en ese momento, los

intereses de Esval, Corfo y la ciudadanía.

No tengo dudas de que hicimos lo que teníamos que

hacer. A modo de ejemplo, quiero expresar que en el caso de

otra empresa pública en la que también nos tocó actuar y

respecto de la cual esta Cámara hizo una investigación, fui

el primer Ministro, en toda la historia de Corfo, que se

querelló contra quienes resultaran responsables. Producto

de ello, hay varias personas sometidas a proceso.

Respetando siempre la autonomía de las sociedades

anónimas y ejerciendo las atribuciones que la ley nos

confiere como accionistas mayoritarios, entregamos las

opiniones y ejecutamos las decisiones que responsablemente

nos correspondían.

Tuve reuniones con quienes tenían vinculaciones con

Esval o estimábamos que podían ayudar a lograr acuerdos que

beneficiaran a la empresa y ¡nunca!, en ninguna de ellas

-como lo he acreditado reiteradamente-, se desprendió

perjuicio alguno para la compañía.

Con lo expresado quiero decir que éste ha sido y será

mi estilo, mientras sea Ministro, que en las instancias que

dependan de mí, siempre trataré de estar informado de los

asuntos más relevantes que allí ocurran. Esa es mi

responsabilidad. Y no porque pueda tener problemas

políticos por los hechos posteriores que puedan ocurrir

debido a la información que trato de obtener y al aporte

que trato de hacer para la toma de decisiones, voy a estar

lejos de los problemas para que no me afecten.

Es claro lo que estoy haciendo en Enacar. Frente a

este grave problema, me pregunto si no es mi

responsabilidad, como Ministro, actuar en esa situación

para tratar de resolverlo.

Finalmente, no quiero dejar pasar algunas cuestiones

que me parecen importantes y brevemente me referiré a

ellas.

En primer lugar, quizás no me corresponde hablar por

otros y por situaciones que ocurrieron durante el período

de la investigación, pero creo un deber moral referirme a

ellas.

En la Comisión investigadora, pude aclarar todas las

imputaciones que se me hicieron, oportunidad que no

tuvieron muchas personas a quienes se les formularon

públicamente, ya que ni siquiera fueron citadas a la

Comisión. Debido a eso, muchas de ellas quedaron manchadas,

y en el informe nada se dice de ellas, que ni siquiera

fueron citadas a declarar ante la Comisión.

No podía dejar de decir estas palabras en beneficio de

esas personas, a muchas de las cuales conozco y por quienes

tengo respeto.

En segundo lugar, se ha dicho que pasaron tres años

durante los cuales pareciera que nada pasó en la empresa,

como si la historia se hubiese detenido. En ese sentido,

quiero aclarar que Esval no es sólo el colector, y en

beneficio de quienes presidieron la Corfo y designaron a

los ejecutivos y directores de Esval, hago presente que

durante el período de 1990 a 1994, la empresa mejoró

sustancialmente en muchas áreas: cobertura de agua potable,

de alcantarillado, mejoramiento de los servicios y de los

resultados como empresa.

En tercer lugar, se ha dicho que sostuve reuniones con

el embajador de Argentina, en las que se habrían adoptado

acuerdos para favorecer a otras empresas. Al respecto, debo

decir que en ellas él actuó sólo en forma protocolar.

También se ha expresado que en una de esas reuniones

yo habría participado en la modificación del cuarto

contrato. Eso no es así. Es falso. Aprovecho la oportunidad

para señalar que un informe pedido por la Comisión

investigadora sobre una auditoría de la Contraloría General

de la República, indica que en la modificación del cuarto

contrato no hubo aumento de precio.

Además, se ha manifestado que se ejercieron

influencias políticas ante determinados ministros para

favorecer al Consorcio. Para ello se aduce una carta de

noviembre, que una persona del Consorcio envió a un

ejecutivo de Esval. En ese sentido, quiero decir con toda

claridad que el resultado de esas gestiones políticas para

favorecerlo terminaron con el retiro del Consorcio. Si éste

tuvo intenciones de realizar gestiones políticas para

favorecerse, no le resultaron. Por lo tanto, no es cierto

que en el Gobierno haya personas que accedieran a

peticiones o favores políticos para favorecer a una

determinada empresa. El ejemplo mencionado lo refleja

claramente.

Por otra parte, se han mencionado los costos del

proyecto.

Si bien los costos del último tramo del colector que

se contrataron primero con el Consorcio Oceánico, terminan

siendo bastante más altos que lo que inicialmente se

concebía, no es menos cierto que aquí hay un juego de

cifras peligroso. La obra del colector y de saneamiento del

gran Valparaíso no es sólo el último tramo; parte de ella

se inicia en Quilpué-Villa Alemana y otra en Reñaca. Muchas

veces se compara el costo del último tramo del colector de

Valparaíso con lo que costará la totalidad de la obra. Por

lo tanto, no son ciertas muchas de las relaciones de costo

que se hacen respecto del colector.

Finalmente, quiero pedir a quien ha dicho que Iseki es

subsidiaria del Consorcio Oceánico, que nos entregue los

antecedentes, con lo cual tendríamos un buen argumento para

presentarlo ante los jueces arbitrales y a la justicia

ordinaria.

Muchas gracias.

 

Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En votación

el informe de la Comisión.

 

Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 50 votos; por la negativa, 35 votos. Hubo 3

abstenciones.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Aprobado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ascencio,

Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Ceroni,

Cornejo, De la

Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Fantuzzi, Gajardo, Girardi,

Hernández, Huenchumilla, Jara, Jeame Barrueto, Jocelyn-

Holt, Latorre, León, Letelier (don Juan Pablo), Luksic,

Makluf, Martínez (don Gutenberg), Montes, Ojeda, Ortiz,

Palma (don Andrés), Palma (don Joaquín), Pérez (don

Aníbal), Pollarolo (doña Fanny), Rebolledo (doña Romy),

Reyes, Saa (doña María Antonieta), Sabag, Salas, Seguel,

Silva, Sota, Tohá, Urrutia (don Salvador), Venegas, Viera-

Gallo, Villegas, Villouta, Walker, Wörner (doña Martita) y

Zambrano.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Ávila, Bayo, Bombal, Caminondo, Cantero, Correa,

Chadwick, Errázuriz, Espina, Galilea, García (don René

Manuel), García-Huidobro, Hurtado, Jürgensen, Karelovic,

Kuschel, Leay, Longton, Longueira, Martínez (don Rosauro),

Matthei (doña Evelyn), Melero, Paya, Pérez (don Ramón),

Pérez (don Víctor), Prokuriça, Ribera, Rodríguez, Taladriz,

Ulloa, Urrutia (don Raúl), Valcarce, Vargas, Vega y

Vilches.

 

-Se abstuvieron los siguientes señores Diputados:

Muñoz, Navarro y Soria.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El señor Prosecretario

dará lectura al proyecto de acuerdo que se ha presentado.

 

El señor ZÚÑIGA (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo

de los Diputados señores Longueira, Taladriz, Prokuriça,

Pérez, don Víctor; Vilches, Karelovic, Hurtado, Ulloa,

Alvarado, García, don René Manuel; Jürgensen, Leay, Bombal

y Vargas:

 

"Considerando:

"1º Que las irregularidades en la construcción del colector

en la ciudad de Valparaíso por la empresa estatal Esval

conocidas por la opinión pública dieron lugar a un

escándalo nacional atendidas la cuantía de los fondos

públicos involucrados y la sucesiva e injustificable

postergación de los plazos de ejecución y postergación de

la entrega de la obra.

"2º Que además de los fondos públicos involucrados, se

comprometieron créditos del Estado de Chile con

instituciones financieras internacionales, recursos que

obligan al país a un especial cuidado.

"3º Que el informe de mayoría de la Comisión creada por la

Cámara de Diputados establece que los Directores de

Esval: "son responsables de las decisiones adoptadas en

Esval S.A. con ocasión de la construcción del colector

Viña del Mar-Valparaíso, puesto que, tal como consta en

las respectivas Actas de Directorio, estuvieron siempre y

permanentemente informados por la plana ejecutiva y la

gerencia general sobre el desarrollo de las obras."

"4º Que el mismo informe de mayoría al referirse a los

ejecutivos de Esval señala que: "Es evidente, y así ha

quedado demostrado en las fiscalizaciones e

investigaciones que ha desarrollado la Contraloría

Regional de Valparaíso, que toda la plana ejecutiva que

participó directamente en el desarrollo de los trabajos

de ejecución del colector Viña del Mar-Valparaíso, tienen

responsabilidad en los hechos producidos que terminaron

con la paralización de sus obras."

"5º Que, en el caso de las empresas contratistas, la

Comisión de la Cámara de Diputados, en su informe de

mayoría, señala que ella: "ha podido formarse una opinión

de su comportamiento en el desarrollo de los trabajos del

colector Viña del Mar-Valparaíso, que no es otra que la

de establecer una muy grave responsabilidad de estas

empresas contratistas."

"6º Que, por su parte, también se imputan graves

responsabilidades a la inspección técnica de la obra del

colector, ejercida por la firma Víctor Bogado y Cía., la

que amplió irregularmente el plazo al Consorcio Oceánico,

debiendo haber suspendido las obras de acuerdo a las

facultades de que disponía.

"7º Que las Comisiones Investigadoras de la Cámara de

Diputados no tienen atribuciones que les permitan llevar

adelante investigaciones en las que se acredite la

comisión de delitos, sino sólo pueden normalmente

acreditar responsabilidades políticas. Es necesario, por

lo tanto que estas investigaciones se traduzcan en un

resultado concreto que vaya más allá del solo mecanismo

de la acusación constitucional.

"8º Que, en este sentido, corresponde al Presidente de la

República y no al Parlamento tomar los resguardos

administrativos necesarios para que hechos de esta

naturaleza no vuelvan a repetirse.

"9º Que en todo lo que ha sido el llamado caso Esval hay

comprometido un problema de fe pública y la necesidad de

mostrar a la opinión pública una voluntad real de

sancionar cualquier acto de corrupción o de negligencia

inexclusable en el manejo de fondos públicos.

"10º Que la actual administración de Esval ha solicitado la

designación de un ministro en visita que conozca de estas

irregularidades, las que fueron calificadas públicamente

por el abogado de la empresa, don Juan Bustos, como "uno

de los casos de corrupción más grandes registrados en el

país en los últimos tiempos."

"11º Que aparece como un mínimo razonable esperar que las

autoridades de gobierno que tienen a su cargo el manejo

de las empresas del Estado y de la Administración Pública

sancionen a los directores de Esval comprometidos en las

irregularidades, a los ejecutivos, a las empresas

contratistas y a la que realizó la inspección técnica de

la obra, para que en un lapso razonable no vuelvan a

ocupar cargos de naturaleza similar a la que desempeñaron

en el colector de Esval.

En mérito de las consideraciones anteriores y

considerando las conclusiones consignadas en el informe de

mayoría de la Comisión Investigadora de la situación que

afecta a Esval por la paralización de las obras del

colector de Valparaíso, la Honorable Cámara de Diputados

acuerda:

Primero: Oficiar a S.E. el Presidente de la República

solicitándole que, en mérito de las conclusiones alcanzadas

por la mayoría de la Comisión investigadora de la situación

que afecta a Esval, el Gobierno adopte las siguientes

decisiones:

A) Inhabilitar por un plazo de cinco años a todas las

personas que ejercieron el cargo de Director de Esval, y

que aparecen consignadas en la página 256 del referido

informe de mayoría, para ejercer como Directores de

cualquier empresa pública del país u ocupar cargos de

confianza exclusiva en la Administración del Estado.

B) Excluir a los ex Gerentes Generales de Esval señores

Manuel Llanos y Adolfo Andrade, y a los ex Ejecutivos

señores Manuel Álvarez, Luis Cornejo, Luis

Andrés Mansilla y Jorge Montero Uriarte, de la

posibilidad de ocupar cargos ejecutivos en empresas del

Estado, o cargos de confianza exclusiva en la

administración del Estado en un plazo de 10 años, los dos

primeros, y cinco años, los restantes.

C) Excluir de los Registros de Contratistas de Obras

Públicas por un plazo de 20 años a la Empresa "Consorcio

Oceánico Ltda." Y a las empresas que la forman, esto es,

Benito Roggio e Hijos S.A. y la Compañía Brasileira de

Projetos e Obras C.B.P.O., sus filiales y empresas

relacionadas.

D) Excluir a la empresa encargada de la inspección

técnica de la obra, denominada Víctor Bogado y Cia., de

la posibilidad de ejercer labores de inspección de Obras

Públicas por el lapso de cinco años.

Segundo: Sumarse a la solicitud de designación de un

Ministro en Visita planteada por la actual administración

de Esval, poniendo a disposición de los Tribunales todos

los antecedentes recopilados por nuestra Corporación en el

curso de esta investigación.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, pido la

palabra por un problema reglamentario.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra Su

Señoría.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, entiendo la

motivación de quienes han presentado este proyecto de

acuerdo, pero está mal redactado porque al Presidente de la

República no le corresponde establecer este tipo de

sanciones. Algunas de ellas llegan a diez años y el actual

Presidente tiene un mandato con un plazo inferior a ése.

Aun cuando se aprobara, el Presidente de la República no

puede adoptar estas decisiones; además, tienen un plazo muy

superior a su mandato. Entonces, quienes han presentado

este proyecto deberían revisar su redacción.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, su

planteamiento no es problema de Reglamento y ya no hay

tiempo para seguir debatiendo el tema. Si ésa es su

opinión, puede votar en contra.

 

-Hablan varios señores Diputados a la vez.

 

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, la Cámara no

puede votar un proyecto antirreglamentario.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, no le

voy a dar la palabra, porque está cerrado el debate.

 

El señor VIERA-GALLO.- Pero es un problema

reglamentario.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- La Mesa ha decidido

que se vote el proyecto de acuerdo.

En votación.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 29 votos; por la negativa, 56 votos. Hubo 2

abstenciones.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Rechazado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Álvarez-Salamanca, Ávila, Bartolucci, Bombal, Cantero,

Correa, Chadwick, Errázuriz, Fantuzzi, García (don René

Manuel), García-Huidobro, Hurtado, Jürgensen, Karelovic,

Leay, Longueira, Martínez (don Rosauro), Matthei (doña

Evelyn), Melero, Paya, Pérez (don Ramón), Pérez (don

Víctor), Prokuriça, Rodríguez, Taladriz, Ulloa, Valcarce,

Vargas y Vilches.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Arancibia, Ascencio,

Aylwin (don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín,

Ceroni, Cornejo, De la Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde,

Encina, Estévez, Gajardo, Girardi, Gutiérrez,

Hernández, Huenchumilla, Jara, Jeame

Barrueto, Jocelyn-Holt, Latorre, León, Letelier (don Juan

Pablo), Luksic, Makluf, Martínez (don Gutenberg), Montes,

Muñoz, Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Andrés),

Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Pizarro, Rebolledo

(doña Romy), Reyes, Saa (doña María Antonieta), Sabag,

Salas,

Seguel, Silva, Sota, Tohá, Urrutia (don

Salvador), Venegas, Viera-Gallo, Villegas, Villouta,

Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

-Se abstuvieron los Diputados señores:

Ribera y Soria.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Por haberse cumplido

con el objeto de la sesión, se levanta.

 

-Se levantó la sesión a las 15.57 horas.

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

 

